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Dedicatoria. 
 
“Nunca digas imposible para cumplir tus metas”, me Dijo mi padre 
Alberto Vásquez, y cumplir con mis sueños desde niño, en ser un 
Abogado y sobre todo de la mejor Universidad de Nicaragua, “la 
Universidad Centroamericana UCA”. He pensado ayudar a todo las 
personas que necesiten de mi servicio y sobre todo con ética 
profesional inculcado por la Dra. Susana Sotelo. 
 
Después que sufriera mucho en el ámbito personal, sentimental, 
económico etc. Actualmente tengo doce años de laborar en esta casa 
mater, ingrese como Conserje y me propuse estudiar mi secundaria, 
nunca pensé que en ese momento de mi vida quedara sin mi familia 
en el cual tuve que soportar el no vestirme, no comer el rechazo de 
mis amigos (a) por no tener dinero. Pase cinco años y medio sin sacar 
un centavo de mi cuenta bancaria, me iba a pie al colegio a mi 
trabajo no desayunaba no almorzaba y mucho menos cenaba no sé 
como soporte ese momento de mi vida fue horrible, el que me dejara 
mi compañera me ayudo a sobreponerme y en todas las adversidades 
que tuve logre salir adelante en mis objetivos. Es algo que no se lo 
deseo a ninguna persona. Hoy en día me promovieron de trabajo en 
el puesto de Apoyo Logístico.  
 
Todo esto que dije es de conocimiento de mi familia y amistades de 
esta Universidad es todo fehaciente. 
 
A mis padres: Alberto José Vásquez Gómez y A mi madre por 
haberme dado la vida que es el tesoro más preciado del mundo, 
Josefa Marina Gutiérrez Torrez, quienes con su irreclinable  cariño, 
y brillante ejemplo de trabajo y superación, han iluminado siempre 
el sendero de mi existencia. 
 
A mis hermanos: porque espero haber sido, ser y seguir siendo un 
ejemplo digno de ustedes. 
 Carlos Alberto Vásquez Gutiérrez. 
Gabriela Marina Vásquez Gutiérrez. 
Yemin Oswaldo Vásquez Gutiérrez. 
José Manuel Vásquez Gutiérrez. A quienes aprecio mucho. 
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A mí compañera Maritza Ayala Obando a quien me ha apoyado sin 
condición alguna, a quien recuerdo todos los días del año y sin su 
ayuda y apoyo esta tesis no hubiera llegado a ser lo que es hoy. 
 
A mis amigos y compañeros de la Universidad, y todas aquellas 
personas que directa o indirectamente contribuyeron al logro de una 
de mis metas. Paul medina, Juan Víctor Zamora, Francisco Javier 
Ambota García y Cindy Carolina Tapia. 
 
A los Catedráticos Karla Matus Roa, Anielka Morales Sánchez, 
Ruddy Torres Cajina, Norman Adonis Campos Valerio, Fanny 
Carolina Reyes, Juan Bautista Arríen, Jorge Isaac Bautista Lara, 
Gerardo González Riega, Manuel Araùz Ulloa. Por la confianza y 
conocimientos que me brindaron desde el inicio de mi carrera hasta 
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Salmo 30 (29). 
Acción de gracias después de un peligro de muerte.  
 
Salmo. Cantico para la dedicación de la casa. De David. 
Te ensalzo, Yahvé, porque me has levantado, no has dejado que mis 
enemigos se rían de mí. 
Yahvé, Dios mío, te pedí auxilio y me curaste. 
Tú, Yahvé, sacaste mi vida del Seol, me reanimaste cuando bajaba a 
la fosa.   
Cantad para Yahvé los que los amáis, recordad su santidad con 
alabanzas. 
Un instante dura su ira, su favor toda una vida; por la tarde visita 
de lagrimas, por la mañana visita de júbilo. 
Al sentirme seguro me decía; “Jamás vacilare”. 
Tu favor, Yahvé, me afianzaba más firme que sólidas montañas; 
pero luego escondía su rostro y quedaba todo conturbado. 
A ti alzo mi voz, Yahvé, a mi Dios, piedad imploro. 
¿Qué ganas con mi sangre, con que baje a la fosa? 
¿Puede el polvo alabarte, anunciar tu verdad? 
Escucha, Yahvé, ten piedad de mí, se tú, Yahvé, mi auxilio. 
Has cambiado en danza mi lamento, me has quitado el sayal, me has 
vestido de fiesta. 
Pero eso mi corazón te cantará sin parar; Yahvé, Dios mío, te 
alabaré por siempre.   
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“La representación de la Diosa Justicia muestra a la diosa equipada con tres 
símbolos del Derecho: la espada simboliza el poder coercitivo del Estado; la 
balanza simboliza el equilibrio entre los derechos de los litigantes; y la venda 
sobre los ojos representa la imparcialidad”.  
 
“El Código Penal Ley 641, es el Alma y nervio de la sociedad”. 
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Introducción 
 
La doctrina encuentra los primeros acontecimientos en Grecia, Holanda, Suiza e 
Inglaterra y en Latinoamérica fue Brasil. Pero que paulatinamente ha venido 
evolucionando de diversas maneras a fin de que los privados de libertad tengan 
mayores condiciones de vida dentro de las mismas, y es de esa manera que los 
Estados de derecho democrático han desarrollado una serie de actividades con el 
propósito de que existan normas jurídicas que protejan y tutelen los derechos 
humanos de los reos. 
 
Para ello ha habido un sin número de autores muy reconocidos a nivel mundial y 
que han ayudado a dirimir y cambiar de pensamiento a aquellos que no salían de 
los pensamientos ortodoxos y anticuados y entre ellos tenemos a: Santo Tomas 
de Aquino, Platón, Sócrates, entre otros, quiero expresar que ellos fueron unos de 
los precursores en la abolición de la pena de muerte. Sin embargo desde el siglo 
XIX ya los Estados de derecho se ven en la necesidad de transformar la 
mentalidad del delincuente mediante un sistema progresivo. Y en el siglo XX, la 
Directora General, Victoria Kent, realizo un cambio radical aboliendo las cadenas 
dentro de las instalaciones de la prisión.   
 
Siendo que en Nicaragua se dan los primeros acontecimientos en la cultura 
aztecas, donde la Justicia tenía como uno de sus principios la sanción. 
Posteriormente durante la época colonial existieron normas jurídicas como la 
partida de Alfonso el Sabio, las ordenanzas reales de Castilla y la Cedulas Reales. 
 
Ya en 1979 desde la Ley creadora de Ministros de Estado el 22 de Agosto del 
corriente año, bajo la dependencia orgánica y funcional del Ministerio del Interior el 
27 de octubre se crea la Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional 
como los Organismos encargados de ejecutar las penas privativas de libertad que 
dictaren las autoridades correspondientes. 
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La figura jurídica de la suspensión de pena tiene como origen la Condena 
Condicional, la cual se encontraba regulada en el Código Penal de 1974, 
posteriormente con la reforma penal sufrida en Nicaragua a mediados del año dos 
mil ocho con la aprobación del Código Penal, Ley 641, es que surge el Incidente 
de suspensión de pena, en el cual se incorporaron cambios sustanciales en los 
requisitos establecidos para optar al mismo con respecto del incidente de la 
Condena Condicional.  
 
Es por todos estos cambios sufridos que se hace necesario conocer no solo su 
evolución histórica, sino también los requisitos mediante los cuales se puede optar 
a ella y quiénes son los facultados para conocer y resolver del mismo. 
 
De igual manera se abordará en el presente trabajo de investigación, las 
atribuciones de los jueces de ejecución de sentencia y vigilancia penitenciara, esto 
porque son ellos los encargados según disposición legal de conocer y resolver 
todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento de la pena de los privados de 
libertad.  
 
Finalmente abordaré lo establecido en la Ley 745, Ley de Ejecución, Beneficios y 
Control Jurisdiccional de la Sanción Penal, ley que viene a reformar 
sustancialmente el proceso establecido para la solicitud del presente incidente así 
como los requisitos necesarios para optar al mismo. 
 
Siendo así que esta Ley 745 sobre todo el mencionado artículo 44 que versa 
sobre el juez técnico, ya que está causando serias discusiones en los expertos del 
derecho a causa de que violenta nuestra Constitución Política en su artículo 
5,26,27,33,34 numeral 1,3,160,164,165,167 Cn y más aún los artículos 5,6 y 8 de 
la LOPJ, Ley 260. Esto crea una inseguridad jurídica porque se está dejando de 
ser un Estado de derecho porque no está siendo garantista de lo que dice nuestra 
norma positiva. 
Análisis Jurídico de la figura de la Suspensión de Pena en 
Nicaragua  
 
Wilmer José Vásquez Torrez  
 
Capítulo I.- Antecedentes históricos de las penas privativas de 
libertad. 
 
1.1. Origen en la edad antigua.  
 
Según la doctrina se tiene que en Grecia se encuentran los primeros vestigios de 
la privación de libertad sobre todo a aquellos que se tuviera el propósito de tener 
algún interés de arrebatar un bien jurídico a las personas, de todo ello las cárceles 
era un mecanismo de constreñir a todo aquel que infringiera la norma de los 
ciudadanos para que estos pagaran sus deudas es decir, que por este tipo de 
método se evitara que los condenados se fugaran de las prisiones y así poder 
responder por los daños ocasionados a terceros.  
 
En ese momento toda persona prisionera que no tenía capacidad económica y 
mucho menos material este no concebía alimento para sufragar sus necesidades 
alimenticias, de tal modo que la pena no consistía en una pena de prisión sino en 
aguantar su hambre. Ya en la época Romana y sobre todo con el Emperador 
Alejandro Severo es que se vieron las cárceles como Tulana, Claudiana y 
Mamertina. 
 
En ese entonces todavía no existía una arquitectura propia para las solemnidades 
de los juicios, es decir, que se mantenían espontáneamente en diversos lugares 
para la celebración del mismo. 
 
1.2. Origen en la edad media. 
 
En esta época se dio mucho la Prisión de Estado es decir, que había dos formas 
de poder cumplir con ellas y entre estas estaban las siguientes: 
 
 Cárcel de custodia: era un método inhumano porque el reo esperaba su 
muerte de cualquier manera. Verbigracia, en ese entonces existía mucho lo 
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que era la guillotina etc., y de cualquier modo le cercenaban sus 
extremidades. 
 
 Detención temporal o perpetua al arbitrio del perdón real o señorial: desde 
entonces ya aquí aparecen las medidas de privación de libertad como pena 
independiente. 
 
Además es bueno mencionar que la Ley canoníca tenía métodos degradantes 
hacia el trato de los privados de libertad, ellos recluían a los descarrilados en los 
monasterios con el fin de lograr que este corrigiera sus errores por medio de la 
oración. 
 
Según Belinda Brenes Guevara, expresa que “Debido a este internamiento en 
monasterios en el siglo XII las cárceles subterráneas  que se harían celebres con 
el nombre Vade in Pace (Vete en Paz). (2002,p.21). 
 
1.3. Del contenido de los elementos de la norma penal 
 
La doctrina hace referencia de que hubo muchos filósofos de la materia que 
querían abolir la pena de muerte entre ellos tenemos a Santo Tomas de Aquino, 
Platón, Sócrates entre otros, pero según “Beccaria, cuestiona fuertemente ese 
derecho del soberano de quitar la vida a sus súbditos”. Pero que hubieron otros 
con diferentes polos y es Montesquieu que afirma que “cuando un ciudadano ha 
violado la seguridad hasta el punto de quitar o intentar quitar la vida de otro la 
pena de muerte es como un remedio para la sociedad enferma”. (Moreno 
Castillo,p.18) 
 
1.4. Concepto de Pena 
 
Desde el punto de vista de Berdugo Gómez, conceptualiza la pena como.” Una 
Privación de bienes jurídicos prevista en la Ley que se impone por los órganos 
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jurisdiccionales competentes al responsable de un hecho delictivo”. (Berdugo, et at 
1999,p.23). 
 
Por su parte Bacigalupo, cita a Grotius y expresa que “la Pena debe entenderse 
como “contemplar la utilidad del que ha pecado o de aquel cuyo interés es aquel 
que no se peque o de algún otro”. Final mente concluye que “el fin, de que el 
lesionado no sufra nuevamente lo mismo, puede ser alcanzado de tres maneras 
que son las siguientes: 
 
 Quitándole la fuerza que le permita lesionar. 
 Excluyendo al delincuente. 
 Enseñándole mediante la aplicación de un mal que no debe pecar. 
(…) para que otros no repitan la lesión la pena debe ser pública y 
visible; entonces se podrá tomar ejemplo de ella”. (2009,p.918).  
 
1.5. Los fines de las penas 
 
1.5.1. Las Teorías absolutas retributivas 
 
Gran parte de los filósofos de la materia Penal, consideran que los fines propios 
de la Pena y entre ellos Berdugo cita a ROXIN, “Ha señalado razones para 
rechazar la consideración de la retribución como fundamento de la pena o como 
rasgo esencial de ella. En primer lugar hay que abordar si la retribución se 
acomoda a nuestro actual modelo de Estado y estrechamente unido a ello, si es 
compatible afirmar que la justificación de la pena esta en posibilitar la existencia 
de la comunidad y mantener que el fundamento de la pena es la retribución y a 
través de ella, la realización de la Justicia”.(Berdugo, et at 1999,p.25). 
 
1.5.2. Teorías relativas 
 
La finalidad de esta teoría esta en evitar a que los delincuentes se abstengan a 
cometer nuevos actos delictivos mediante una aplicación de una pena. Berdugo 
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señala que “Se pretende que prevenir determinadas conductas y de este modo 
mantener la convivencia social que a diferencia de la justicia es algo 
históricamente determinado y por lo tanto relativo.(Berdugo, et at 1999,p.25). 
 
1.5.3. Prevención general 
 
2. Según esta finalidad, la pena se dirige a todos los miembros de la sociedad 
para que en un tiempo futuro ante las amenazas de quienes intenten 
violentar los derechos de los demás se abstengan de delinquir.  
 
Según Berdugo señala que “Es entendida como la coacción que a través de la 
ejecución de la pena se realizaba sobre los miembros de una comunidad lo que de 
hecho llevó a cometer excesos en la ejecución” (Berdugo, et at 1999,p.25).  
 
Concluye afirmando Berdugo, que “en las dos últimas décadas se ha profundizado 
en esta finalidad contraponiendo a la prevención general entendida como 
intimidación, prevención general negativa-, la prevención general que busca 
estabilizar la confianza de la comunidad en el derecho-, prevención general 
positiva”.(Berdugo, et at 1999,p.26).  
 
1.5.4. La prevención especial 
 
Según la Doctrina la prevención especial se da con el movimiento de reforma que 
se desarrollo en los primeros años del presente siglo y dentro de ella, muy 
especialmente propugno consecuencias legislativas del pensamiento 
resocializador, en particular, a través de instituciones que restringieran la 
utilización de las penas cortas privativas de Libertad”.(Berdugo, et at 1999,p.27). 
 
Por otra parte Berdugo afirma que “La Resocialización y su materialización o 
intentos de materialización en el derecho positivo data desde la década de los 
sesenta y una de sus exteriorizaciones más elaborada la constituye la publicación 
en Alemania del conocido proyecto alternativo”.(Berdugo, et at 1999,p.27).  
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Finalmente Berdugo hace un resumen y afirma que: 
 La prevención especial es una finalidad acorde con las exigencias del 
Estado democrático de derecho. 
 La consideración crítica del optimista concepto de resocialización conduce a 
intentar una nueva formulación del mismo sobre la base del objetivo de vida 
sin delito y tratamiento libremente aceptado que desarrolle la personalidad 
del reo. 
 La privación de libertad está en relativa contradicción con la idea de 
resocialización, pero a pesar de ello no es pensable, en nuestro momento 
histórico, la renuncia a la prisión como pena. Tal contradicción ha de ser 
paliada a través de una utilización más restringida y a través de variaciones 
sustanciales en su contenido.(Berdugo, et at 1999,p.29). 
 
Bacigalupo cita a FEUERBACH, y según su teoría “seria legitima si era el medio 
para garantizar la situación jurídica cuya existencia es el fin del Estado”. Es decir, 
el Estado está en la obligación de constreñir a todo aquel que trate de infringir la 
norma legal.(2009,p.919). 
 
1.6. Las teorías unitarias 
 
Por su parte Berdugo expresa que “A partir de las teorías de Merkel y Von Hippel, 
la elaboración de las que se han llamado teorías unitarias, en el sentido de que 
pretenden la unión de los fines de retribución y prevención. Y por lo tanto los 
defensores de esta postura es que la esencia de la pena está constituida por la 
retribución y que sobre la base de esta, la pena pretende la consecución de fines 
preventivos y en general todas estas teorías adolecen de una fragilidad básica 
derivada del carácter opuesto de las ideas de retribución y prevención más aún la 
primacía que se asigna a la retribución es la esencia, es el fundamento de la pena, 
que hace realmente estemos ante la puesta al día de esta teoría”.(Berdugo, et at 
1999,p.30). 
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1.6.1. El contenido de los elementos de la norma Penal y las medidas de 
seguridad. 
 
Según la doctrina por medio de Berdugo, las medidas de seguridad, como 
consecuencia diferenciada de la pena, data por primera vez en el proyecto del 
Código Penal Noruego de 1902, desde entonces han sido paulatinamente 
incorporadas a la totalidad de los ordenamientos jurídicos penales, lo que hace 
que se hable de un derecho penal dualista en sus consecuencias: penas y 
medidas de seguridad”.(Berdugo, et at 1999,p.33).  
 
Sin embargo Berdugo sigue afirmando que las medidas de seguridad son” 
intervenciones en los derechos del individuo, privativas de libertad unas, como los 
internamientos en Centros psiquiátricos, de deshabituación o de educación 
especial, o privativas de otros derechos, como prohibiciones de estancia o 
residencia, privación de derecho a conducir vehículos o la tenencia de armas, 
inhabilitación profesional, expulsión del territorio nacional, la custodia familiar o el 
sometimiento a determinados tratamientos”.(Berdugo, et at 1999,p.34).  
 
Bacigalupo cita a Liszt, y hace mención “son medidas estatales mediante las que 
se procura la adaptación del individuo a la sociedad (medidas educativas y de 
mejoramiento) o la segregación de la sociedad de los incapaces de adaptación1”. 
(2009,p.923). 
 
Bacigalupo apunta a “que la legitimación de la reacción penal en la necesidad  
defensiva condujo consecuentemente también a nuevas instituciones como la 
Condena de ejecución condicional, para las penas cortas privativas de libertad, o 
                                                 
1 Según Lizt, estas medidas deben reemplazar la pena, cuando el autor es incapaz de culpabilidad, o 
completarla, cuando la pena insuficiente para los que, después de cumplida la misma, manifiestan la 
peligrosidad propia de habitualidad. El medio propuesto a estos efectos fue la medida de seguridad 
caracterizada con diversas denominaciones tales como internamiento en casa de trabajo, en granjas agrícolas o 
más moderadamente custodia de seguridad. Bacigalupo. P.923. 
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La libertad condicional, que eran la consecuencia lógica de la inutilidad de la 
ejecución cuando ella se mostrara innecesaria”(2009,p.924). 
 
Por su parte Zamyr Vega Gutiérrez, expresa “que hay quienes defienden la 
instauración de medidas inocuizadoras, tendentes a neutralizar la peligrosidad del 
sujeto antes que éste cometa un delito, es decir, a través de estas medidas se 
trata de hacer una intimidación individual psicológica al delincuente reincidente y 
peligroso, para persuadirle a que no lleve a cabo sus pretensiones 
criminales”.(Zamyr, et at 2003,p.122). 
 
Vega Gutiérrez cita a ROXIN, y menciona que las medidas de seguridad “es 
errónea, ya que el derecho penal del acto que rige modernamente, establece la 
imposición de medidas de seguridad sobre la base de la comisión real de un 
injusto típico más un pronóstico de peligrosidad criminal, y no por mera 
predisposiciones subjetivas”(Zamyr, et at 2003,p.124). 
1.7. La Pena de muerte y Tortura 
 
Sin embargo la Dra., Moreno citando a Beccaria nos hace un ilustramiento al decir, 
que “No es, pues, la pena de muerte un derecho, cuando tengo demostrado que 
no puede serlo: es solo una guerra de la nación contra un ciudadano, porque juzga 
útil o necesaria la destrucción de un ser. Pero si demostrare que la pena de 
muerte no es útil, ni es necesaria, habré vencido la causa a favor de la 
humanidad” (2001,p.19). 
 
Según Moreno cita a Beccaria, y expresa que La pena de muerte viene a ser, un 
terror para aquellos ciudadanos que intenten una revolución con el afán de 
sembrar el peligro a aquellos que estén sumergidos al contrato social, “el límite 
que debería fijar el legislador al rigor de las penas, parece consistir en el 
sentimiento de compasión, cuando comienza a prevalecer sobre todo los demás 
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en el ánimo de los espectadores de un suplicio, que se impone mas por ellos que 
por el reo”.(2001,p.85). 
 
Sin embargo Zamyr Vega Gutiérrez expresa que la Pena” se aplicaba 
indistintamente, tanto a sujetos imputables como a inimputables; sin embargo, con 
posterioridad se determinó que esta carecía de toda utilidad en su aplicación a 
sujetos carentes de capacidades intelectivas o volutivas”. (Zamyr, et at 
2003,p.121). 
  
No obstante Moreno Castillo cita a Beccaria y califica a la tortura “como una 
crueldad consagrada por el uso entre la mayor parte de las Naciones es la tortura 
del reo mientras se forma el proceso; o para obligarlo a confesar un delito, o las 
contradicciones en las que incurre, o por el descubrimiento de los cómplices no se 
por cual metafísica e incomprensible purgación de la infamia. (…)(2001,p.21) 
 
Fehacientemente resulta incomodo para el condenado poderse culpar de algo que 
lo implique en un delito y por ende antinatural poderlo obligar a que se condene, 
mucho menos pedirle que denuncie a sus propios familiares. No obstante este era 
un sistema inquisitivo el que había en esa época. 
 
1.8. Edad Moderna 
 
Los países precursores fueron Holanda, Suiza e Inglaterra, todo sucedió en la 
década de los siglos XVI Y XVII, todo esto para darles cobijas a los vagos, 
prostitutas y rebeldes; se aborda como la primer centro penitenciario a la House of 
Correction que con destino en Bridewell, Londres, en 1552. 
 
En Holanda desde 1596, hay indicios sobre los centros penitenciarios, marcando 
en sí una etapa de Regímenes Reformadores, ya en este tiempo los tratos que 
recibían los internos para poder optar a su reinserción dentro de la sociedad era 
inhumana, con lo que he expresado anteriormente es que el reo podía ser puesto 
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en libertad cuando ya no era útil para el trabajo. Es decir, lo que no nos da a 
entender es que ya anciano era que se le daba ese beneficio. 
 
Ya en el siglo XIX los Estados Modernos sobre todo con principios Humanitarios y 
progresivos en lo que respecta a esta materia, los condenados tuvieron la 
seguridad ciudadana y desarrollándose la libertad vigilada para todos aquellos 
delincuentes ocasionales y sobre todo se creó un sistema proteccionista para el 
condenado. 
 
Según Berdugo, sus orígenes desde finales del siglo XVII, todo esto con la 
finalidad de que los reos privados de libertad tuvieran un lugar donde pudiesen 
estar asegurados  hasta el momento del Juicio.  
 
En esa época la Ley IV, Titulo XXXI, Partida XII, que “la cárcel non es dada para 
escarmentar los yerros mas para guardar los presos tan solamente en ella basta 
que sean juzgados. Si bien este modelo de cárcel de custodia ha conocido 
históricamente muchas excepciones, con modelos muy próximos a la cárcel de 
cumplimiento (reclusión en monasterios o fortalezas militares, trabajos forzados en 
las minas, etc) como regla general puede decirse que la privación de libertad no 
tenía entonces carácter punitivo, esto es, que no era considerada como una 
verdadera pena”.  
 
Es menester señalar que desde esa década hubo razones por la cual la sociedad, 
sufriera de los cambios de la población específicamente rural que quedo 
prácticamente en la calamidad por la guerra que en ese entonces acontecía. 
 
Es decir, como en la actualidad las personas campesinas emigran hacia la capital 
u otros países vecinos de la región por falta de empleo o el pago barato que 
reciben de sus empleadores, o buscando un mejor estatus de vida viajan sin 
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destino alguno. Teniendo la necesidad de realizar o cometer delitos reprochables 
para las sociedad. 
 
A comienzo del siglo XIX, se vio la necesidad de transformar la mentalidad del 
delincuente mediante el sistema progresivo, entendiendo que estos deben recibir 
un trato humanitario por parte del Estado para que se reinserten a la sociedad. 
 
En el siglo XX, en España Victoria Kent, desde su cargo de Directora General de 
Prisiones realizó un cambio radical al Sistema Penitenciario aboliendo las cadenas 
en las prisiones y mejorando sustancialmente la vida de los internos dentro del 
mismo. (Berdugo, et at.1999,p.339).   
 
Por su parte Jaime Alfonso Solís (2000,p.20) nos explica sobre una ventaja que 
podemos anotar, es que el Estado no desemboca en esta institución ningún gasto 
de manutención. Además, el hecho de evitar que entre la cárcel una persona que 
comete un delito de poco monto, hace que se salve en verdad de que contamine 
con delincuentes atávicos o habituales, problema este que debería ser corregido 
por medio de una buena organización carcelaria, ya que es ese régimen 
penitenciario que debe atacarse, y no la forma de aplicar las penas. 
 
1.9.- Antecedentes históricos en la Legislación Penitenciaria en 
Nicaragua 
 
Antecedentes históricos 
 
Durante la época prehispánica en América la privación de la libertad no revistió el 
mismo fin que conocemos en la actualidad, sin lugar a duda, no llegó a ser 
considerada como pena, solo como medida de custodia preventiva en tanto se 
ejecutaba el castigo impuesto como la pena de muerte entre otros, la cárcel 
ocupaba un sitio secundario para acciones delictivas menos importantes, y es 
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poca su trascendencia, como pena, frente a las demás penas que eran muy 
crueles y las aplicaban con enorme rigor.  
 
Es decir, El orden básico en estos pueblos y para que estos fueran bueno, era 
necesario moderar las prisiones, por lo cual la función principal de la prisión era 
totalmente distinta, en virtud de la severidad con que se observaba la vida en 
sociedad, el respeto a la comunidad, a la dignidad de la personas etc. 
 
Sin embargo existía la comisión de conductas que eran reprobadas como el 
aborto, el adulterio, el asalto, el homicidio, la embriaguez, el cohecho, casi todas 
ellas merecedoras de la pena de muerte. Por lo que no era común la pena de 
prisión, sino el criterio de ejemplo. 
 
a. En la cultura Azteca la justicia tenía como uno de sus principios la sanción, 
que debía purgarse cuando el infractor estaba con vida, pues ningún castigo 
esperaba después de la muerte. De esta cultura se puede decir que:  
 La restitución del ofendido era sumamente importante. 
 La pena tenía como principal objetivo, torturar, satisfacer un instinto de 
justicia. 
 Los delitos se dividían en graves y leves, estos se castigaban con azotes o 
golpes a palos y los otros con pérdida de la nobleza, esclavitud, demolición 
de las propiedades y muerte. 
 Poseían una clasificación detallada de las familias de delitos. 
 Contaban también con una clasificación de prisiones: Teilpiloyan, cauhcalli, 
melcalli y petlalcalli.  
Otras normativas jurídicas que regularon la vida durante los tres siglos que 
perduró la época colonial en nuestro país fueron: Las Partidas de Alfonso el Sabio, 
Las Ordenanzas Reales de Castilla y Cédulas reales, entre otras, así como el 
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Derecho Indiano, quedando el Derecho Castellano sólo como supletorio en la 
práctica.  
 
Las normativas con relación a las cárceles reflejaban las concepciones del delito, 
el delincuente y la sociedad de ese entonces. Ya se establecían garantías como el 
acceso libre y permanente al defensor, el trato respetuoso de palabras y además 
la separación de las mujeres detenidas de los lugares destinados a los hombres. 
No obstante el uso de la tortura, cadenas y trabajos forzados era común. 
 
Desde la Ley Creadora de los Ministerios de Estado del 22 de Agosto de 1979, 
bajo la dependencia orgánica y funcional del Ministerio del Interior el 27 de 
Octubre se crea la Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional, como el 
organismo encargado de ejecutar las penas privativas de libertad que dictaren las 
autoridades competentes. 
 
 Sin embargo, es hasta la promulgación de la Orden Numero 069-86 del 21 de 
Octubre de 1986, del Ministro del Interior, por medio de la cual se dispone la 
puesta en vigor del Documento Base para la Reeducación Penal del Sistema 
Penitenciario Nacional que produce un cambio radical, orientado a buscar la 
reeducación y readaptación social de los reos, recurriéndose para ello a 
numerosas experiencias de “régimen abierto” y al “trabajo productivo”.  
 
Posteriormente se fueron incorporando diversas disposiciones relacionadas al 
trabajo penitenciario, todas de nivel ministerial o institucional que en conjunto con 
el orden normativo relacionado con las funciones del Sistema Penitenciario 
mostraba los siguientes aspectos: 
• Una dispersión normativa de leyes, acuerdos, decretos y otros, muchos de 
ellos obsoletos y con incertidumbre si algunos de ellos habían sido 
derogados por otros promulgados con posterioridad.  
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• Una inaplicación de algunas disposiciones, sobre todo las relacionadas al 
cumplimiento de los plazos procesales, al lugar y condiciones de ejecución 
de la pena privativa de libertad. 
• La importancia acordada en la materia a normas de jerarquía inferior (como 
el Documento Base), era un instrumento frágil ya que podía ser modificado 
o derogado por las autoridades del ministerio respectivo. 
La utilización de criterios “peligrosistas” o “políticos” (reos ex somocistas, 
contrarrevolucionarios, típicamente militares) en dichos instrumentos y normas 
para la clasificación de los reclusos podía prestarse a la discriminación. (Oviedo, 
2008,p.30) 
 
Leyes, decretos y órdenes relacionadas al Sistema Penitenciario 
a partir de 1979  
 
• Ley creada de los Ministerios de Estado (22 de Agosto de 1979)  
• Decreto Número 223: Reformando la Ley creadora de los Ministerios de 
Estados (4 Enero de 1980) 
• Ley de conmutación de Obras Públicas (17 de Abril de 1980)  
• Orden Número 068-84 Estableciendo mecanismos de información sobre 
reos Sancionados en Centros Penitenciarios (2 de Octubre 1984)  
• Orden Numero 050-85 Estableciendo la política salarial de los internos 
trabajadores (1 de Octubre de 1985)  
• Orden Número 012-86 Reestructurando la política de los internos 
trabajadores (22 de Enero de 1986)  
• Ordeno Número 023-86 Estableciendo la organización de los trámites de 
solicitud de indulto en el Sistema Penitenciario (3 de Abril de 1986)  
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• Orden Número 047-86 Poniendo vigor las normas el subsistema de 
información de las Dirección del Sistema Penitenciario (1986)   
• Ordeno Número 0049-86 disponiendo la ubicación operativa de los reos 
casa por cárcel (23 de Junio de 1986)  
• Orden Numero 069- 86 Disponiendo la puesta en vigor del documento base 
para la reducción penal del sistema del Sistema Penitenciario Nacional (21 
de Octubre de 1986) 
• Ordeno Número 010-87 sobre las normas de la especialidad y seguridad 
penal interior (12 de Febrero de 1987)  
• Instruyo Número 002/87 Aprobado por el jefe de la Dirección del Sistema 
Penitenciario Nacional, instruyendo la vigencia de la  política particular de 
cuadros aplicada en la Dirección del Sistema Penitenciario Nacional (9 de 
Marzo de 1987) 
• Ordeno Número 0023-87 disponiendo el funcionamiento de las normas y 
procedimientos de control penal del sistema penitenciario (4 de Mayo de 
1987)  
• Ordeno Número 0028- 87 disponiendo el funcionamiento de las normas 
procedimientos en el Sistema Penitenciario (3 de Junio de 1987)  
• Ordeno Número 034-87 Establece las normas y procedimientos el 
departamento de seguridad penal técnica y canina (13 de Junio de 1987) 
• Ordeno Número 0035- 87 Poniendo en vigor las normas y Procedimientos 
el Departamento de Seguridad Penal y Técnica Canina (13 de Julio de 
1987)  
• Creación de la comisión Nacional Penitenciaria (Decreto 62-90) (14 de 
Diciembre de 1990) 
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• Ley Orgánica del Ministerio de Gobernación (Decreto 64-90) (14 de 
Diciembre de 1990)   
• Decreto 3-92 (Reformado la ley creadora de los Ministerios de Estado) (7 
de Enero de 1992)  
• Decreto 4-92 (Reformando la ley Orgánica del Ministerio de Gobernación (7 
de Enero de 1992)  
• Decreto por el cual se otorga personalidad jurídica a la Asociación Pastoral 
Penitenciaria (29 de Abril de 1994)  
• El Reglamento Disciplinario para los reclusos (1995)  
• Ley Orgánica del Sistema Penitenciario Nacional (10 de Octubre de 1996)  
• Veto total a la Ley Orgánica del Sistema Penitenciario Nacional (14 de 
Noviembre de 1996)   
• Reglamento de Control Penal 1997  
• Reglamento de Educación Penal 1997 
• Reglamento de Seguridad Penal 1997  
Marco legal vigente del Sistema Penitenciario Nacional 
Constitución y algunos Tratados Internacionales vinculantes 
 
• Constitución Política de Nicaragua. 
• Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos. 
• Declaración Universal de Derechos Humanos. 
• Convención Contra la Tortura y otras Penas y Tratos Crueles, Inhumanos y 
Degradantes. 
• Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura. 
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• Convención Interamericana para el cumplimiento de condenas penales en 
el extranjero. 
.Leyes, decretos y reglamentos 
 
• Ley 473/2003 Ley de Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena (11 de 
Septiembre del año 2003). 
• Reglamento de la Escuela para Estudios Penitenciarios “Subcomisionado 
Alfonso Quiroz Gómez” (10 de Enero del 2004).  
• Decreto 16/2004 Reglamento de la Ley de Régimen Penitenciario (17 de 
Marzo 2004). 
• Reglamento Disciplinario del Personal (Marzo 2004). 
• Normas de Servicio Médico (Junio de 2004).  
• Disposición No. 009-2004 (Junio de 2004). 
• Manuales de procedimientos de CP, SP, RP, Administración. 
La Asamblea de la Sociedad de las naciones en 1934, el Seminario de Rio de 
Janeiro de 1953 y el primer Congreso de Naciones Unidas, sobre la prevención 
del delito y tratamiento de la delincuencia, estudian las reglas para normar el 
funcionamiento de los establecimientos penitenciarios y el tratamiento más 
adecuado de los privados de libertad. Es decir, de que los Estados busquen como 
crear Centros Penitenciarios más acorde a las necesidades de los reos, y traten 
de remplazar todos los procedimientos que vallan en contra de sus derechos 
Humanos. 
 
La ley creadora de los Ministerios del Estado del 22 de agosto de 1979, bajo la 
dependencia del Ministerio del Interior crea la Dirección General del Sistema 
Penitenciario Nacional, como único organismo para salvaguardar y ejecutar las 
penas privativas de libertad. Con la promulgación de la orden 069-86 del 21 de 
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octubre de 1986, del Ministerio del Interior y la puesta en vigor del documento 
legal para la Reeducación Penal y Readaptación Social, es decir, buscando 
alternativas que ayudaran a los reos a una salud mental y buscando experiencia 
del “Régimen abierto” y “trabajo productivo”. “Nulla poena, nulla mensura sine 
regimene legale, sine humanitae, sine resocializatione”.  
 
Por su parte Centeno, dice que siendo hasta el once de septiembre del año 2003, 
nuestra Asamblea Nacional aprobaron la “Ley de Régimen Penitenciario y 
Ejecución de Pena” en este cuerpo normativo dispone sobre todo en su artículo 4, 
el sistema progresivo de lo que nuestra carta magna en su arto 39, también hace 
mención sobre la transformación y reinserción social del reo a la sociedad. 
(2003,p.11).  
 
Hasta ahora se ha abordado ampliamente los antecedentes del Sistema 
Penitenciario Nacional así como se fue introduciendo en nuestro cuerpo normativo 
lo que hoy se conoce como la finalidad del mismo como es la reinserción del 
condenado en la sociedad atreves de la reeducación y readaptación del mismo, 
por lo que a continuación pasaré a abordar lo que se entiende por la ejecución de 
la sentencia penal y quienes están facultados para supervisarla. 
 
1.10. La ejecución de la sentencia penal. 
 
Según el Dr. Arauz, et at (2006, p. 591), la ejecución se debe entender como: 
“toda actividad desarrollada por los órganos jurisdiccionales para el efectivo 
cumplimiento de las sanciones impuestas como consecuencia del proceso penal”  
 
Por su parte, Cabanellas expresa que, la ejecución de sentencia: “el acto de llevar 
a efecto lo dispuesto por un juez o tribunal en el fallo que se resuelve una cuestión 
o litigio” (1993, p. 141). 
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De manera tal que nuestro Código de Procedimiento Penal taxativamente dispone 
en su artículo 1 “nadie podrá ser condenado a una pena o sometido a una medida 
de seguridad, sino mediante un sentencia firme, dictada por un tribunal 
competente en un proceso conforme a los derechos y garantías consagrados en la 
Constitución Política, a las disposiciones de este código y a los tratados, 
convenios y acuerdos internacionales suscritos y ratificados por la 
República”.(2007,p.39)  
 
Con ello quiero hacer énfasis que nuestra carta magna en cuanto a la legalidad 
con que se debe proceder cuando una persona será condenada por un tribunal 
competente así lo reconoce el artículo 46 y el 48 de la misma promueve un 
sistema progresivo, es decir, que trata de los internos privados de libertad se 
reinserten a la sociedad. 
 
La Declaración de los Derechos Humanos en correspondencia de su artículo 11, 
“Nadie será condenado por actos y omisiones que en el momento de cometerse 
no fueron delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se 
impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito”. 
 
Es decir, que un Estado de Derecho debe imponer normas de carácter preventivo 
para que la sociedad goce de esas prerrogativas que la Constitución y demás 
Leyes ordinarias subordinadas a ella nos otorgan con la finalidad de proteger el 
bien jurídico tutelado.   
 
Además que una vez que el reo ingresa al Centro Penitenciario conforme a lo 
establecido por la Ley de Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena (Ley 473, 
Gaceta Nº222, del 21 de Noviembre del 2003), establece que el órgano facultado 
para hacerla cumplir deberá darle al reo el debido tratamiento para reincorporarlo 
a la sociedad bajo el sistema progresivo. Art. 39 in fine Cn, es decir, que “En 
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Nicaragua, el Sistema Penitenciario es Humanitario y tiene como objetivo 
fundamental la transformación del interno a la sociedad. Por medio del sistema 
progresivo promueve la unidad familiar, la salud, la superación educativa, cultural 
y la ocupación productiva con remuneración salarial para el interno. Las penas 
tienen un carácter reeducativo. 
 
Debo aclarar que nuestra legislación sobre todo en nuestra carta magna hace una 
separación entre procesados y condenados de diferentes sexos el articulo 33 inc. 
5 Cn “Los Organismos correspondientes procurarán que los procesados y los 
condenados guarden prisión en centros diferentes.  
 
1.11. Conceptos Generales sobre la Suspensión de Penas 
 
Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, De la ejecución 
de penas. “Procede en algunos casos; así, cuando el condenado caiga en 
enajenación mental luego de pronunciada la sentencia firme, y en que se 
suspenderá la pena personal, y se procederá a intentar al demandante en 
establecimiento adecuado” (Cabanellas, 1993, p.375)  
 
Para el Dr. Jaime Alfonso Solís, que cita a Córdoba y sostiene que la “condena 
condicional es una institución que más hace de humanidad y que además posee la 
ventaja de no imponer penas privativas de libertad para delitos de poca sanción, 
ya que si no se ajusta a un buen comportamiento hace efectiva la sanción 
impuesta”. (2000,p.16). 
 
1.12. Antecedentes del incidente de Suspensión de Pena como lo 
es la Condena Condicional 
 
Con respeto al origen de la suspensión de condena, existen tratadistas que lo han 
remontado al derecho canónico y a la llamada “adsolutionem et reincidentram” se 
ha querido ver un procedente histórico también en el Rrankpledge del derecho 
anglosajón. 
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Pero en verdad el antecedente inmediato hay que buscarlos en los E.E.U.U. 
“probation systen” aplicado por primera vez en 1878 en el Estado de 
Massachusetts para los menores. (2000,p.17).  
 
El Código Penal de 1974 establecía dentro de su articulado la Condena 
Condicional la cual tenía como efecto la suspensión de la ejecución de la 
sentencia, misma que versaba solo en cuanto al cumplimiento de las penas de 
prisión, es decir que la condena condicional no se extendía a la suspensión de los 
derechos del ciudadano, de inhabilitación para el ejercicio del cargo público como 
pena accesoria ni responsabilidades civiles las cuales si debían de ser cumplidas 
por el condenado (art, 103 y 107Pn).(Ley 419 Código Penal de 1974,p.39). 
 
La Condena Condicional solo era aplicable cuando por la naturaleza del delito la 
pena a imponer no fuera mayor de tres años y establecía a demás un periodo de 
prueba que iba de los dos a los cinco años. 
 
Para que la persona condenada pudiera acceder a este beneficio tenía que 
cumplir una serie de requisitos tomando siempre en consideración sus 
antecedentes y las circunstancias personales del condenado, dentro de estos 
requisitos se encontraban: 
 Que no hubiera sido condenado anteriormente por otro delito. 
 Que su conducta antes de la comisión del hecho haya sido siempre buena. 
 Que el sujeto no fuera peligroso para la sociedad, imponiéndosele al judicial 
la obligación de valorar la personalidad del reo y la naturaleza y 
circunstancias en que éste cometió el delito así como la convicción de que 
el condenado no volvería nuevamente a delinquir. 
Una vez que el beneficiado había cumplido el periodo de prueba y que hubiere 
cumplido con todas las obligaciones impuestas por el judicial se le extinguía 
Análisis Jurídico de la figura de la Suspensión de Pena en 
Nicaragua  
 
Wilmer José Vásquez Torrez  
 
definitivamente su condena. Si por el contrario el beneficiado incumplía con las 
obligaciones impuestas por el judicial se revocaba el beneficio y el judicial tenía la 
potestad de enviar al beneficiado a cumplir inmediatamente la condena al Centro 
Penitenciario, en caso de haber fianza o garantía prendaria esta se haría efectiva 
a favor del fisco a demás de ser procesado nuevamente por la comisión del nuevo 
delito cometido. 
 
De esta manera era como se tenía regulado en el Código Penal de 1974 el 
beneficio de condena condicional, actualmente con la reforma penal sufrida en 
nuestro país en el año 2008 es que existe un capítulo en la Ley 641 que trata 
sobre las formas sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad 
entre las que se encuentra el incidente de suspensión de pena, por lo que a 
continuación pasaré a abordar lo que establece el referido capítulo. 
 
1.13. Medidas sustitutivas de la pena de prisión 
 
El maestro Italiano, MANTOVANI, manifiesta una interesante evolución de la pena 
de prisión, de su alcance y de la progresión de las medidas alternativas a ella, en 
la estructura de la que denomina “los tipos de la pena en los sistemas 
diferenciados” en lo que la estrategia contra el crimen se basa en la presencia 
esencial de la pena de prisión, que sigue siendo una constante en las actuales 
legislaciones, pero también en las alternativas o sustitutivas de ellas. 
 
Sobre la convicción, comúnmente aceptada, de la crisis de la pena de prisión 
como instrumento sustancialmente único y rígido de reacción penal, enumera una 
serie de razones de dicha situación. 
 
1. No siempre es necesaria y por ello el Estado moderno ha estimado la 
posibilidad de crear otros instrumentos alternativos. 
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2. Puede ser contraindicada a los fines preventivos especiales y también 
demasiado perturbadora y estigmatizante para el sujeto y la familia y 
costosa para la colectividad. 
3. Ha sufrido una constante erosión de su función preventiva general y 
especial por efecto de la hipertrofia de la legislación penal y de la inflación 
de la pena de prisión misma. (Castro Antonio, José Luis( 2006,p.40) 
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II. CAPITULO. De la atribuciones de los Jueces de Ejecución y 
vigilancia Penitenciaria 
 
2.1. La responsabilidad de Jueces y Fiscales en el Estado 
Democrático de Derecho 
 
Según la teoría de Bacigalupo, “los Jueces y Fiscales tienen una importante 
función en un Estado de Derecho, dado que la existencia de un poder o de una 
autoridad judicial independiente es precisamente uno de los elementos básicos de 
la noción de Estado de Derecho, una justicia independiente es por tanto, una 
condición de legitimidad de un Estado”. (2009,p.1365). 
 
Bacigalupo cita a MONTESQUIEU, y expresa que “Los Jueces tienen en sus 
manos el libre reconocimiento de los derechos de los ciudadanos y también la libre 
posibilidad de limitar las pretensiones de un ciudadano”.(2009,p.1365). 
 
La pregunta es donde comienza la responsabilidad de los Jueces y Bacigalupo 
expresa que “En la aplicación incorrecta de la Ley no puede ser  imputada a la 
falibilidad humana, sino al abuso de poder del juez”, es decir, donde se trata de un 
hecho imputable al Juez y no al sistema, mediante el abuso excesivo de poder en 
perjuicio de una de las partes. Es percibida por algunos especialistas como. 
“importante correlato o contrapeso que garantiza la responsabilidad y de esta 
manera la independencia”. (2009,p.1367). 
 
Bacigalupo afirma que el “Juez es una figura del proceso penal, tan antigua como 
el proceso mismo. La cuestión de su responsabilidad penal tiene una larga 
elaboración. Por el contrario el fiscal es una figura moderna cuyos perfiles son 
definidos en los distintos ordenamientos jurídicos con notorias diferencias. Quizás 
por esta razón su responsabilidad penal es menos clara y suele estar vinculada 
mas a la de los funcionarios a la de los jueces”.(2009,p.1377).  
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En el caso de los Fiscales la Ley 346, en su art. 7, dispone que las 
Responsabilidad “cuando en el ejercicio de su cargo, los fiscales se aparten del 
marco que la Constitución y la Ley les fija y actuaren dolosamente, responderán 
penalmente y civilmente de sus actuaciones. Dichas responsabilidades, deberán 
ser debidamente comprobadas y sancionadas, en su caso, mediante justo y 
debido proceso judicial. 
 
2.2. Competencia de los Jueces de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria Nicaragüense 
 
La figura del Juez de Ejecución de la Pena y Vigilancia Penitenciaria data en 
nuestra norma positiva desde la reforma Procesal Penal, Ley No. 406-2001, 
entrando su aplicación desde el 24 de Diciembre del año 2002, en los Juzgados 
de Distritos Penales y el 24 de Diciembre del año 2004, en los Juzgados Locales 
Penales.  
Sin embargo los primeros Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de la 
Pena en Nicaragua fueron nombrados mediante el Acuerdo No. 111 dictado por la 
Corte Suprema de Justicia el 20-05-2003, entrando en vigencia a partir del 20-06-
2003; el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de la Pena es creado con la 
finalidad humanista del nuevo derecho penal y procesal penal para que los 
privados de libertad, tengan a alguien para que respete sus derechos humanos 
fundamentales consagrados en nuestra Constitución Política de la República de 
Nicaragua. 
 
Siendo el caso que nos ocupa hare referencia de cómo nuestro cuerpo normativo 
da la competencia funcional a los jueces quienes deberán controlar el 
cumplimiento del régimen penitenciario y garantizar por primacía las garantías que 
este derecho positivo les otorga a los ciudadanos ante futuras eventualidades que 
puedan llevarse a cabo en los juzgados del territorio nacional. 
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Primeramente hace mención del Código de Procedimiento Penal y sobre todo del 
Libro cuarto Titulo Capítulo I de la Ley 406 que nos habla de la competencia 
funcional es decir, de los derechos y competencias que la ley les confiere para su 
aplicabilidad. 
 
En el cual este Código hace mención de los incidentes de ejecución de la 
unificación de penas y la finalidad de que los jueces no violenten las garantías 
Constitucionales del privado de libertad en sentencias condenatorias. 
 
Y en su Capítulo II nos hace referencia de las penas y medidas de seguridad, y de 
la ejecución de la sentencia condenatoria, los incidentes de ejecución diferida y 
procedimientos del control de las medidas de seguridad, ejecución de penas no 
privativas de libertad y enfermedad del condenado. 
 
2.3. Los principios que rigen estas garantías procesales al 
condenado como tales tenemos: 
 
 Principio de Legalidad. 
 Principio de respeto a la dignidad humana. 
 Principio de defensa. 
 Principio de única persecución. 
 Principio de finalidad del proceso penal. 
 Principio de oralidad. 
 Principio de libertad probatoria. 
2.3.1. Principio de Legalidad 
 
“Nadie podrá ser condenado a una pena o sometido a una medida de seguridad, 
sino mediante una sentencia firme, dictada por un tribunal competente en un 
proceso conforme a los derechos y garantías consagrados en la Constitución 
Política, a las disposiciones de este Código y a los tratados, convenios y acuerdos 
internacionales suscritos y ratificados por la República”. Quiero enfatizar que 
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nuestra Constitución haciendo énfasis al principio de Legalidad en su Capitulo V 
del Poder judicial art. 160 “la administración de Justicia garantizara el principio de 
la Legalidad, protege y tutela los derechos humanos mediante la aplicación de la 
Ley en los asuntos o procesos de su competencia”. 
 
De tal manera que el código penal de 1974 disponía en su artículo 267 Numeral 4 
“con las penas establecidas en el artículo 276 de acuerdo con el monto tobado, 
cuando no se produzca ninguno de los daños mencionados en los incisos 
anteriores”. 
 
De lo antes expuesto el mismo código penal, nos remite al artículo 276, que 
literalmente dice, “si antes de que se pronuncie sentencia de primera instancia, el 
responsable restituye la cosa hurtada o robada, o su valor si la restitución no fuere 
posible, e indemniza al ofendido de todos los daños y perjuicios causados, la pena 
ordinaria podrá disminuirse hasta en una mitad, habida cuenta de las 
circunstancias modificativas de la responsabilidad, y siempre que el reo no sea 
reincidente y que el robo no se haya cometido con violencia o intimidación en las 
personas”. 
 
2.3.2. Principio a la dignidad humana: 
 
 “En el proceso penal toda persona debe ser tratada con el debido respeto a la 
dignidad inherente al ser humano, con protección de los derechos que de ella 
derivan y en condiciones de igualdad”.  
 
Este principio es fundamental para las personas siendo que las autoridades 
públicas deben respetar a los ciudadanos no importando su religión, raza, posición 
económica, de acuerdo con las garantías consagradas en nuestra Constitución 
Política y los tratados y convenios ratificados por Nicaragua y lo establecido en el 
CPP.  
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2.3.3. Principio a la defensa: 
 
 “Todo imputado o acusado tiene derecho a la defensa material y técnica. Al efecto 
el Estado, a través de la Dirección de Defensores Públicos, garantiza la asesoría 
legal de un defensor público a las personas que no tengan capacidad económica 
para sufragar los gastos de un abogado particular…”.Incluyendo esta garantía 
hasta la etapa de Ejecución. 
 
2.3.4. Principio de Única persecución:  
 
“Quien haya sido sobreseído, absuelto o condenado por una resolución firme  no 
podrá ser sometido a nueva persecución penal por los mismos hechos.  
 
A este efecto, las sentencias dictadas y ejecutadas en el extranjero serán 
reconocidas en Nicaragua conforme a los tratados y convenios suscritos y 
ratificados soberanamente por la República”. 
 
Sin embargo el capítulo II que versa sobre la cancelación de antecedentes 
penales dispone que de oficio o a instancia de parte los condenados tengan 
derecho a obtener la cancelación de los antecedentes penales previo informe del 
Juez o Tribunal Sentenciador.  
 
Y para ello serán necesarios los siguientes requisitos indispensables: 
 
a) Tener satisfechas las responsabilidades civiles provenientes de la 
infracción, excepto en los supuestos de insolvencia declarada por el Juez o 
Tribunal Sentenciador, salvo que el condenado hubiera venido mejor 
fortuna. 
b) Haber transcurrido, sin delinquir de nuevo el culpable, los siguientes plazos: 
seis meses para las penas leves; dos años para las penas que no excedan 
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de doce meses y las impuestas por los delitos imprudentes; tres años para 
las restantes penas menos graves y cinco para las penas graves. 
 
Pero el último párrafo del artículo 136 CP, textualmente dice, “En los casos en 
que, a pesar de cumplirse los requisitos establecidos en este articulo para la 
cancelación, ésta no se haya producido, el Juez o Tribunal, acreditadas tales 
circunstancias de oficio o a solicitud del interesado, ordenará la cancelación y no 
tendrá en cuenta dichos antecedentes”.   
2.3.5. Principio de finalidad del proceso penal: 
 
 “El proceso penal tiene por finalidad solucionar los conflictos de naturaleza penal 
y restablecer la paz jurídica y la convivencia social armónica, mediante el 
esclarecimiento de los hechos y la determinación de la responsabilidad de los 
acusados, la aplicación de las penas y las medidas de seguridad que en justicia 
proceda y de otras soluciones basadas en la disposición de la acción penal, la 
mediación y el acuerdos entre las partes en los casos autorizados por este 
Código”.   
 
2.3.6. Principio de Oralidad: 
 
“Bajo sanción de nulidad, las diferentes comparecencias, audiencias y los juicios 
penales previstos por este Código serán orales y públicos. La publicidad podrá ser 
limitada por las causas previstas en la Constitución Política y las Leyes”. 
Incluyendo la obligación de hacer audiencias cuando el declarado culpable 
incumple con las medidas que se le impusieron al otorgársele el beneficio. 
 
2.3.7. Principio de Libertad Probatoria: 
 
 “Cualquier hecho de interés para el objeto del proceso puede ser probado por 
cualquier medio de prueba licito. La prueba se valorara conforme al criterio 
racional observando las reglas de la lógica”. 
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2.4.1. De acuerdo con el CPP, Entre las facultades de los Jueces 
de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria son los siguientes: 
 
1. Hacer comparecer ante si a los condenados o a los funcionarios del 
Sistema Penitenciario, con fines de vigilancia y control. 
2. Mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las penas y las medidas de 
seguridad, así como las condiciones de su cumplimento.  
3. Visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez al mes, con el fin de 
constatar el derecho de los derechos fundamentales y penitenciarios de los 
internos y ordenar las medidas correctivas que estimen convenientes. 
4. Resolver, con aplicación del procedimiento previsto para los incidentes de 
ejecución, las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con 
el régimen y tratamiento penitenciario en cuanto afecten sus derechos. 
5. Resolver, por vía de recurso, las reclamaciones que formulen los internos 
sobre sanciones disciplinarias. 
6. Aprobar las sanciones de ubicación en celdas de aislamiento por más de 
cuarenta y ocho horas, y dar seguimiento y controlar el cumplimiento de las 
penas no privativas de libertad. 
La Corte Suprema de Justicia dictó el Acuerdo Nº 111 el veinte de mayo del año 
2003, Acuerdo que le otorga facultades a los jueces de ejecución de sentencia y 
vigilancia penitenciaria amparados en los art. 164 inciso 1º de la Constitución 
Política de la República de Nicaragua los art. 1, 27 inciso 8, 44 y 64 inciso 4 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y con fundamentos en los art. 403 y 423 inciso 1 
del Código de Procedimiento Penal de la República de Nicaragua le confiere la 
potestad de crear los Juzgados de Distrito de lo Penal de Ejecución de Sentencia 
y Vigilancia Penitenciaria en las Circunscripciones Judiciales. 
 
 Del Norte. 
 Las Segovia. 
 Occidente. 
 Managua. 
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 La esperanza. 
 Sur. 
 Oriental. 
 Central. 
 
Estableciendo como funciones de los Jueces de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria las siguientes: 
 
1. Controlar que las penas y las medidas de seguridad impuestas, ya sea 
conforme el Código de Instrucción Criminal de 1879 o conforme el Código 
Procesal Penal del 2001, se ejecuten observando sus finalidades 
Constitucionales y Legales. Asimismo unificar las penas conforme lo 
establecido en las normas.  
2. Conocer y resolver los incidentes relativos a la ejecución, sustitución, 
modificación extinción de la pena de las medidas de seguridad. 
3. Conocer y resolver los incidentes relativos a la libertad anticipada. 
4. Todas las atribuciones conferidas en el artículo 407 del Código Procesal 
Penal. 
5. Mantener una permanente y adecuada coordinación con el Departamento 
de Planificación e información de la Corte Suprema de Justicia, con el 
objeto de garantizar el debido registro y actualización de datos. 
6. Vigilar en los Centros Penitenciarios, durante la ejecución de la pena o el 
cumplimiento de la prisión preventiva, el respeto de los derechos 
fundamentales penitenciarios que la Constitución Política y las leyes 
otorgan a los condenados o procesados penalmente. 
7. Disponer, previo informe forense la internación de un condenado enfermo 
en un establecimiento adecuado y ordenar las medidas necesarias para 
evitar la fuga. 
8. Otras que la Ley ordene. (Acuerdo 111. 2003,p.3). 
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Los incidentes que establece el Código Penal, Ley 641 dentro de este capítulo son 
todos ellos se solicitan ante los jueces de ejecución de sentencia y vigilancia 
penitenciaria ya que según lo establecido en el Código Procesal Penal son los que 
se encuentran facultados para resolver sobre la ejecución de las penas razón por 
la cual pasaré a abordar las atribuciones otorgadas a estos jueces tanto en el 
Acuerdo 111 dictado por la Corte Suprema de Justicia el veinte de mayo del año 
2003Y a lo establecido en el Libro Cuarto Título I de la Ejecución de la Sentencia 
capítulo I de la Ejecución Penal del Código Procesal Penal. 
 
Por su parte el Código Procesal Penal a partir de su artículo 404 establece 
quienes son las personas que pueden incidentar ante los jueces de ejecución de 
sentencia y establece que debe de entenderse que el proceso de ejecución no es 
un proceso unilateral sino que trata de un proceso de interacción, es decir, debe 
ser reciproco entre las partes basándose en el principio de igualdad evitando todo 
tipo de discriminación con el condenado así lo estipula en art. 27 de nuestra carta 
magna.  
 
Por su parte el Dr. Arauz Ulloa, (2006,p.597), alega que serán partes” el Ministerio 
Público, acusador particular, querellante, condenado o su defensor quienes 
podrán plantear ante el Juez de Ejecución los incidentes relativos a la ejecución , 
sustitución modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad 
impuesta (art. 404 CPP)”. 
 
Siendo estos que mencione en el párrafo anterior un beneficio que la legislación 
les otorga a los reos para poder cumplir su pena y así reintegrarse a la sociedad 
de manera que este fue un cauce para que las autoridades judiciales pudieran 
observar y evacuar todas los reclamos que pudiesen existir con lo relativo a estos 
beneficios. 
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2.5.1. Actos recurribles en nuestra Legislación Penal 
 
Para Arauz Ulloa, el “primer acto recurrible es el computo o tasación de la 
condena”. Es decir, de la Pena Privativa de Libertad, medida de seguridad, pena 
pecuniaria o de las eventuales consecuencias accesorias. Posteriormente y como 
segunda tenemos la Unificación de Penas, siendo esta que se produzca al inicio 
de la ejecución o durante el avance de la misma además en los casos de una 
mala operación al computar los días de trabajo” .(2006,p.597).  
 
Sin embargo sigue expresando el Dr. Arauz Ulloa, que en caso de sobrevenida a 
la ejecución, el propio CPP art. 411, al igual que sucede en el caso de la detención 
o prisión preventiva, art. 232 inc. 6 CPP.  
 
“solicitar la evaluación del detenido por parte del médico forense o quien haga sus 
veces, previo a su presentación ante la autoridad jurisdiccional o en su caso grave 
estado de salud”. (2006.p,598). 
 
Consideró pertinente que si el privado de libertad se encuentra sufriendo de 
alguna enfermedad ya sea psíquica o física, como la diabetes, con los informes de 
la policía y del médico forense, el Juez de orden del internamiento en un centro 
adecuado para que pueda ser atendido por los especialistas según la enfermedad. 
Además de que el reo no pueda escapar del lugar indicado auxiliándose de la 
policía nacional. 
 
Según Bacigalupo, las medidas de seguridad data desde la primera mitad del siglo 
XX y es la llamada derecho penal de doble vía. Es decir, “junto a la pena por 
culpabilidad, prevé también medidas de seguridad contra el autor peligroso (por 
enfermedad mental o por su demostrada tendencia a la reincidencia) aplicables 
incluso acumulativamente”.(2009,p.923).  
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Finalmente los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, tienen dos tipos de 
funciones que son Ejecutor de la Pena, y por otro lado de velar de todas las 
garantías consagradas por nuestra norma penal y los tratados y convenios 
internacionales ratificados por Nicaragua. 
 
2.6.1. Sistema Progresivo en el Sistema Penitenciario 
Nicaragüense 
 
Según, Asensio Cantisàn cita a Manzanares Samaniego, “la continuada 
intervención judicial, en la ejecución efectiva de las Penas Privativas de Libertad 
constituye una preocupación relativamente reciente. El absolutismo primero y la 
teoría de la división de poderes posterior facilitaron la actuación autónoma de la 
administración Penitenciaria”.(2000,p.3) 
 
Es decir, que se debe tener presente que el penado no es una persona privada de 
derechos en general, sino, un ciudadano cuya especial relación jurídica con el 
Estado se inserta en el marco de otros derechos y obligaciones o deberes, 
Constitucionales solo en parte afectado por la sanción impuesta. 
 
De tal manera que con la creación del Juez de Vigilancia Penitenciaria, la 
Ejecución de la Pena deja de ser ajena en la jurisdicción. Todo enmarcado a la 
concepción de ser humanista y reeducativa para los privados de libertad.  
 
Por consiguiente los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, tienen dos 
vertientes es decir, como Ejecutor de la Pena, asumiendo las mismas que le 
corresponden a los tribunales sentenciadores y por otro lado es garante de todos 
los derechos fundamentales consagrados en los convenios internacionales y 
ratificados por los países parte en el del mismo en referencia a los internos. 
 
Y por ende los Derechos de las personas Privadas de Libertad hacen referencia 
exclusiva  a este tema a que los reos deberán tener dentro de las mismas 
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instalaciones sobre todo a los derechos a la vida en condiciones dignas, integridad 
física, salud, alimentación suficiente, recreación, trabajo y la resocialización. Es 
decir, es el punto central  de la relación entre el Estado y la persona Privada de 
Libertad, es el respeto por la dignidad humana.  
 
El Pacto Internacional de los Derecho Civiles y Políticos en correspondencia del 
articulo 10-1 y la Convención Americanas los Derechos Humanos articulo 5-2. 
“Toda persona Privada de Libertad será tratada Humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano”. 
 
En todos los casos de limitación de derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución Política de la República, y siendo el caso que nos ocupa a la persona 
privada de libertad debe ser proporcional a la finalidad de la medida privativa de 
libertad. 
 
Finalmente con respeto a la resocialización los tribunales no deben perder de vista 
sobre el artículo 10-3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que 
establece. 
 
“El Régimen Penitenciario Consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial 
será la reforma y la readaptación social de los penados”. 
 
Por su parte el Comité de Derechos Humanos dispuso en su observación general 
Número. 21.  
 
“Ningún sistema penitenciario debe estar orientado solamente al castigo, 
esencialmente, debe tratar de lograr la reforma y la readaptación social del preso”.  
Los organismos de los Derechos Humanos han establecido disposiciones 
específicas de las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos”. 
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“Todo recluso debe disponer de una superficie y un volumen de aire mínimas, de 
instalaciones sanitarias adecuadas, de penas que no deberán ser un modo alguno 
degradantes ni humillantes de una cama individual y de una alimentación cuyo 
valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento de su salud y de su fuerza. 
Debe hacerse notar que son estos requisitos mínimos, que en opinión del comité, 
deben cumplirse siempre, aunque consideraciones económicas o presupuestarias 
puedan hacer difícil el cumplimientos con esas obligaciones”. 
 
La doctrina penitenciaria dominante considera que para lograr los fines 
resocializadores de la pena, por lo menos lo que se debe hacer es dotar a los 
centros de las condiciones mínimas necesarias para poder adaptarse al sistema 
penitenciario de que se trate, en el caso del sistema penitenciario nicaragüense al 
sistema progresivo de ejecución de la pena. De lo anterior se puede decir que la 
estructura penitenciaria de Nicaragua obedece a una decisión político-criminal, 
para tratar de disminuir el hacinamiento, el maltrato, la insalubridad. 
 
De lo mencionado en el párrafo anterior en fin, se deben mejorar las condiciones 
de vida infrahumanas imperantes en los centros penales con que actualmente se 
cuenta.  
 
De manera que para abordar el tema del sistema progresivo en el derecho 
penitenciario nicaragüense, esta temática no debe ser analizada únicamente a la 
luz de las normativas, sobre las cuales nos adelantamos a mencionar que son 
leyes modernas y acordes a las actuales corrientes doctrinarias, sino que para 
hacer un trabajo creíble debe tomarse en cuenta la realidad de los centros 
penitenciarios, para poder así contrastar lo ideal con lo real.  
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2.6.2.- Sistemas históricos 
 
Los sistemas penitenciarios deben sus primeros pasos a las colonias inglesas de 
Norteamérica, y posteriormente en Europa. De la evolución de todos ellos han ido 
formándose los sistemas penitenciarios actuales. 
 
2.6.3- Sistema Filadélfico o de Pensilvania 
 
Data a finales del siglo XVIII como reacción frente a los problemas de 
hacinamiento y promiscuidad que presentaban las prisiones americanas, para ello 
en la penitenciaría de Filadelfia, se instauró un sistema consistente en un 
aislamiento absoluto que se inspira en la austeridad de los cuáqueros, grupo 
religioso que defendía la no violencia. Fehacientemente su característica más 
importante era el aislamiento total durante todo el día y silencio absoluto, y por 
ende se le conoce con el nombre de sistema celular. El preso pasaba días y 
noches en la celda sólo, sin actividad laboral alguna ni visitas, sólo se le permitía 
leer la biblia.  
 
De tal manera que contribuyó a la separación de los reclusos y a la mejora de la 
higiene y salubridad, siendo por el contrario su mayor inconveniencia el deterioro 
psíquico que producía el aislamiento total. 
 
2.6.4.- Sistema de Auburn 
 
Nace en Estados Unidos en la ciudad de Nueva York, a inicios del siglo XIX, se 
mantiene el aislamiento nocturno pero la novedad consistía en la incorporación del 
trabajo y la vida en común durante el día, la permanencia de la regla de silencio 
absoluto, exige mantener una disciplina severa a base de duros castigos 
corporales. 
 
Y desde entonces se adoptó en la mayoría de prisiones norteamericanas, su 
incidencia en Europa fue escasa, lo que no evitó su influencia en la ley de bases 
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para la reforma penitenciaria de 1869 en España, que recogía algunos postulados 
como el aislamiento nocturno y el trabajo diurno en común. 
 
2.6.5.- Sistema Progresivo 
 
Es muy importante mencionar que surge en el siglo XIX en Europa para alcanzar 
la reforma del sujeto, a través de la mejora de condiciones en función del buen 
comportamiento del recluso. El cumplimiento se divide en etapas desde el 
aislamiento total hasta la libertad condicional, siendo cada una de ellas una 
progresión de la anterior en función de la buena conducta que va demostrando el 
reo. 
 
Este sistema con más o menos matices y modificaciones es el usual en la práctica 
penitenciaria europea de los siglos XIX y XX, con la pena dividida en las siguientes 
fases: 
 
 Inicial, aislamiento celular para la observación y clasificación del penado. 
 A continuación, vida en común con instrucción y trabajo. 
 Tras ello, preparación previa para la vida en libertad, fomentando las salidas 
al exterior. 
 Libertad condicional como libertad a prueba. 
 
2.6.6.- Sistema Reformatorio 
 
Es un caudal que sigue al positivismo criminológico, basado en el ejercicio físico, 
la instrucción, la progresión en grados, el tratamiento individualizado y la sentencia 
indeterminada hasta la reforma del interno para incorporarse a la sociedad.(Carlos 
Oviedo,p.10) 
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2.7.1. Sistema Progresivo Según la Ley 473 y su Reglamento 
 
La Ley Número 473 “Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena”, 
establece las normas y reglas generales que regularán el buen funcionamiento del 
Sistema Penitenciario Nacional, así como también regularán las actividades a 
realizarse en la ejecución de la pena y medidas cautelares privativas de libertad, 
tales como control, reducción, seguridad penal y la reinserción social de los 
privados de libertad. 
 
Siendo que es uno de los objetivos principales del Sistema Penitenciario impulsar 
la unidad familiar, reconocer el derecho a la salud, de igual manera como también 
la ocupación productiva del interno, con la finalidad de que el privado de libertad 
se reincorpore a la sociedad de forma positiva en tal sentido que haya obtenido un 
nuevo concepto de vida ciudadana para bien de la nación. Es por ello, que el 
Sistema Penitenciario tiene estructurado un método para la ejecución de la pena, 
el cual se sustenta en el “SISTEMA PROGRESIVO” y constituye un instrumento 
para brindar al privado de libertad un tratamiento penitenciario, llevándolo a un 
cambio gradual en su comportamiento tendiente a mejorar para prepararlo a la 
reincorporación en la sociedad. 
 
El Sistema Progresivo es, la subdivisión de la condena en fases o regímenes, 
atendiendo al delito, condena y antecedentes penitenciarios, lo que permite 
calcular la ruta progresiva. 
 
Entre los objetivos principales para articular el sistema progresivo se encuentran la 
creación de mecanismos apropiados, ágiles y oportunos que permitan la ejecución 
de este sistema como sustento para la ejecución de las sentencias, penas 
principales y accesorias. Como políticas y normas de operatividad para que los 
internos ingresen al sistema progresivo tenemos las siguientes: 
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 Sujeto del sistema progresivo, es todo interno condenado a penas 
mayores de un año de prisión. 
 Están exentos del sistema progresivo los adolescentes, todo reo con 
penas de un año o inferiores, aquellos internos ubicados en prisión 
preventiva. 
 Los internos primarios con condenas hasta un año por delitos menos 
graves deberán permanecer en régimen Semi-abierto desde su 
ingreso al penal. 
 Todo comportamiento e integración a los diferentes programas y 
regímenes del sistema progresivo y la vida en general del privado 
de libertad debe reflejarse en una libreta de control. 
 A cada interno condenado se le confecciona una libreta de control 
individual alimentándose con anotaciones sistemáticas y 
evaluaciones trimestrales, por el oficial de reeducación penal, 
debiéndose abordar los siguientes aspectos:  
 
 Disciplina y conducta. 
 Integración al trabajo penitenciario, a la instrucción escolar, general y 
capacitación técnica, deporte y recreación, actividades religiosas. 
 Situación de salud. 
 Relación con núcleo familiar. 
 Estímulos otorgados. 
 Prerrogativas especiales recibidas. 
 
 Toda progresión, regresión y prórroga al ser analizada por el Equipo 
Interdisciplinario con fundamento en la evaluación de la conducta 
del interno elaborada por el Departamento de Reeducación Penal, 
se impulsa conforme a una ruta progresiva previamente calculada. 
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 Todo interno que le corresponda progresar conforme ruta progresiva 
debe evaluarse y someterse al equipo interdisciplinario, aunque se 
presuma prorroga. 
 La ruta progresiva es invariable, exceptuando los cambios en la 
tipicidad delictiva, la condena y los antecedentes penitenciarios 
desconocidos al momento del cálculo. 
 Para articular el sistema progresivo, cada miembro del equipo 
interdisciplinario debe emitir su criterio profesional o especializado 
sobre el interno evaluado. 
 La progresión o regresión en régimen implica adquirir o perder 
prerrogativas, a tal efecto, una vez aprobada por el Director del 
Centro, se procede a ejecutar el movimiento físico hacia el área de 
reclusión que corresponda. 
 
2.7.2. Prerrogativas de los distintos regímenes Progresivos. 
 
2.7.2.1. Régimen de Adaptación: 
 
 Visitas familiares y conyugales cada 21 días. 
 Llamadas telefónicas cada 15 días (duración 15 minutos) 
 10 horas semanales actividades recreativas. 
 Derecho a permisos extraordinarios (arto. 69 Ley 473). 
 Derecho a 4 horas semanales de sol. 
 
2.7.2.2. Régimen Laboral: 
 
 Visitas familiares y conyugales cada 15 días. 
 Participan en instrucción escolar y capacitación, actividades 
recreativas, artísticas y deportivas representando al centro. 
 Llamada telefónica cada siete días (duración 15 minutos). 
 Derecho a permisos extraordinarios (arto. 69, Ley 473). 
 Derecho a 6 horas semanales de sol. 
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 Integración al Trabajo penitenciario. 
 Participar en actividades religiosas. 
  
2.7.2.3. Régimen Semi-abierto: 
 
 Visitas familiares y conyugales cada 8 días. 
 Llamadas telefónicas dos veces casa 7 días (duración 15 minutos) 
con supervisión. 
 Permisos de salida sin custodia cada 60 días, hasta por un máximo 
de tres días. 
 Formar parte de selecciones artísticas y deportivas en representación 
del Centro, recibir instrucción Escolar y Capacitación. 
 Derecho a 6 horas semanales de sol. 
 Participar en actividades religiosas. 
 Integración al trabajo penitenciario en áreas internas o externas del 
centro penitenciario. 
 
2.7.2.4. Régimen Abierto: 
 
 Visitas familiares y conyugales cada 8 días. 
 Llamadas telefónicas con periodicidad sin restricción alguna, con 
duración de 15 minutos bajo supervisión. 
 Participar en instrucción Escolar y Capacitación Técnica. 
 Participar en actividades religiosas, artísticas, deportivas 
representando al centro. 
 Permisos de salida cada 45 días, hasta por un máximo de tres días. 
 Permiso de salida ampliado cada seis meses, hasta por un máximo 
de 6 días. 
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2.7.2.5. Régimen de Convivencia Familiar: 
 
El Régimen de Convivencia Familiar es el último régimen tipificado en la Ley No. 
473, Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena y tiene como fin 
específico fortalecer las relaciones del privado de libertad o interno con su núcleo 
familiar, preparándolo para su vida social al recuperar su libertad. 
 
Este Régimen otorga que el privado de libertad conviva en el exterior del Centro 
Penitenciario, es decir, se le permite que conviva junto a su familia, ya sea de 
origen o adquirida, no sin antes hacerle ver al privado de libertad que aunque 
resida al lado de sus familiares existe un vínculo entre él y el Sistema 
Penitenciario, vinculo que permanecerá hasta el momento en que éste cumpla con 
la pena de prisión impuesta mediante Sentencia Judicial, que obtenga un beneficio 
legal suscrito por autoridad judicial competente, o hasta que se le otorgue el 
indulto o la amnistía.  
 
2.7.2.6. Potestades del Equipo Interdisciplinario 
 
Es potestad del equipo interdisciplinario realizar la valoración de cada uno de los 
internos y/o privados de libertad, debiendo definirse su clasificación, definición del 
tipo de seguimiento y la atención que deba brindársele al privado con la finalidad 
de determinar en qué régimen será ubicado partiendo de que existen tipificados en 
la Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena cinco distintos 
regímenes, cada uno con sus requerimientos distintos, estos regímenes son: 
 
1. Régimen de Adaptación 
2. Régimen Laboral 
3. Régimen Semi-abierto 
4. Régimen Abierto 
5. Régimen de Convivencia Familiar 
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2.7.2.7 .Régimen de Adaptación 
 
El Equipo interdisciplinario encargado de valorar y/o ubicar a los privados de 
libertad deberá ubicar en este tipo de Régimen de Adaptación a aquellos reos que 
ingresen al Centro Penitenciario a través de una sentencia firme emitida por el 
Tribunal Competente, que haya conocido de la causa en primera instancia., sin 
embargo desde hace dos años quien está realizando lo antes mencionado es el 
Reeducador Penal. 
 
Igualmente podrán ubicar en este Régimen los procedentes de Prisión Preventiva 
que hayan sido sentenciados y que durante el tiempo de permanencia hayan 
tenido o demostrado mal comportamiento y por últimos los que hayan sido 
regresados en Régimen, ya sea porque no han mantenido una conducta adecuada 
en el Régimen al que hubiesen sido promovidos, siendo en este caso el Régimen 
Laboral. 
 
2.7.2.8. Régimen Laboral 
 
El equipo interdisciplinario encargado de valorar y/o ubicar a los privados de 
libertad o internos podrán ubicar a éstos en el Régimen Laboral, a todos aquellos 
que manifiesten su voluntad de ser ubicados bajo un tratamiento reeducativo y que 
soliciten que sean debidamente integrados en las actividades que se realizan en el 
Sistema Penitenciario, así mismo serán integrados en este régimen los que sean 
regresados del Régimen Semi-abierto y los privados de libertad que estando en 
Prisión Preventiva son condenados y hayan demostrado en todo momento un 
comportamiento satisfactorio a criterio de las autoridades competentes. 
 
Todos los reos que sean ubicados en este Régimen tienen derecho a ser ubicados 
en galerías y celdas sin candados y/o de acuerdo a las condiciones físicas del 
centro penitenciario desde las 8 horas hasta las 21 horas.  
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2.7.2.8.9. Régimen Semi-Abierto 
 
En el Régimen Semi-abierto en este serán ubicados todos aquellos privados de 
libertad o internos de los cuales las autoridades de los Centros Penitenciarios 
tengan un cierto nivel y grado de confianza con ellos, es decir, que de este 
Régimen se caracteriza por mantener al privado de libertad o interno bajo un 
sistema de control y seguridad acorde a lo que el merezca en dependencia del 
comportamiento que haya demostrado en el plazo que haya estado cumpliendo la 
condena que le hubiese sido impuesta mediante sentencia firme. 
 
De igual forma, este régimen se caracteriza por impulsar, emprender y acrecentar 
la responsabilidad del interno, así como promover, fomentar la auto confianza en 
sí mismo, ubicando al privado de libertad o interno en áreas internas o externas 
del centro penitenciario, bajo condiciones mínimas de seguridad, todo con el fin 
único de prepararlo y proporcionarle los valores y principios necesarios para su 
ingreso al Régimen Abierto. 
 
2.7.2.10. Régimen Abierto. 
 
El Régimen Abierto se caracteriza por la búsqueda de que el privado de libertad o 
interno se comprometa de forma voluntaria a ser más disciplinado es decir, Todo 
aquel privado de libertad o interno que sea ubicado en este Régimen gozará del 
beneficio de ser situado en las áreas externas del Centro Penitenciario sin la 
vigilancia de las autoridades Penitenciarias. El reo ubicado bajo este sistema goza 
de que se le brinde la oportunidad de participar en los programas es decir, que el 
Sistema Penitenciario está obligado a elaborar para garantizar que el privado de 
libertad este preparado para su reinserción en la sociedad al momento de que 
haya cumplido con la pena impuesta por el Tribunal Sentenciador. 
 
Estos programas tienen diferentes objetivos que son de participar en las diferentes 
actividades que se realizan dentro de las mismas instalaciones como las laborales, 
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culturales educativa todo con la finalidad de que el privado de libertad se prepare 
para su reinserción dentro de la sociedad y sea aceptados por la comunidad. 
 
2.7.2.11. Funciones de la Dirección de Reeducación Penal  
 
Toda una dirección fundamental para evaluar a aquellos privados de libertad que 
aplican al procedimiento del sistema progresivo tiene como funciones específicas 
las siguientes: 
 
 Elaborar, revisar y aprobar la ruta progresiva. 
 Orientar, elaborar, revisar y aprobar los planes de progresión. 
 Presentar evaluación de internos al Consejo Evaluativo. 
 Aprobar progresiones, regresiones o prorrogas. 
 Levantar actas. 
 Notificar al interno. 
 Registrar resolución en Libro de Control Interno. 
 Ejecutar el movimiento físico del interno al régimen correspondiente. 
 
También existen mecanismos esenciales, que de no cumplirse en su totalidad son 
un impedimento para que el interno se encuentre posibilitado de progresar a un 
determinado régimen y estos son: 
 
 Disciplina y conducta observada durante el período evaluado. 
 Estímulos recibidos  y/o sanciones disciplinarias impuestas. 
 Integración al trabajo penitenciario, a la instrucción escolar y a la 
capacitación técnica. 
 Integración a las actividades artísticas, deportivas y culturales. 
 
2.7.2.12. Funciones del Consejo Evaluativo 
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Es un órgano auxiliar del Equipo Interdisciplinario, se encuentra integrado por las 
siguientes direcciones y entre ellas tenemos: 
 
 El Subdirector, a la vez lo preside, 
 Jefe del Departamento Reeducación Penal, 
 Jefe de Sección de Galería, 
 Jefe del Departamento de Administración Financiera, 
 Jefe del Departamento de Control Penal, 
 Jefe del Departamento de Seguridad Penal, 
 Jefe de Servicios Médicos,  
 Oficial de Reeducación Penal. 
 
Las funciones más importantes del Consejo Evaluativo tenemos las siguientes: 
 
a) Evaluar el desarrollo del tratamiento reeducativo. 
b) Analizar las progresiones en regímenes penitenciarios de los internos y 
recomendar al equipo interdisciplinario. 
c) Analizar el funcionamiento de los consejos de internos y comité de 
familiares. 
d) Evaluar las actividades realizadas por las organizaciones, entidades o 
personas naturales o jurídicas que apoyan el trabajo penitenciario. 
e) Reunirse de forma trimestral y extraordinariamente cuando el jefe del 
Centro Penitenciario lo estime a bien. 
 
2.7.2.13. Procedimiento para la progresión en régimen 
 
La Ley No. 473 del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena, es la ley 
encargada de disponer mediante las normativas y reglas generales para el buen 
funcionamiento del Sistema Penitenciario Nacional, tiene dos procedimientos para 
la progresión de los regímenes, en primer lugar tenemos el procedimiento que va 
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dirigido a todos aquellos privados de libertad o internos que se encuentran en los 
cuatro primeros regímenes, es decir, como son el de adaptación, laboral, Semi 
abierto y abierto y un segundo procedimiento con la finalidad específica de que los 
privados de libertad o internos que aspiren al Régimen de Convivencia Familiar.  
En el caso de los cuatro primeros regímenes, la progresión se hará en base a la 
evaluación que realizará el equipo interdisciplinario al privado de libertad o interno, 
y es remitida al Director de Centro Penitenciario, quien es el que tiene la facultad 
ya sea de aprobar o denegar la propuesta hecha por el equipo interdisciplinario. 
 
2.7.2.13. Procedimiento para progresión en los regímenes de 
Adaptación, Laboral, Semi-abierto y Abierto 
 
El Equipo Interdisciplinario así como el Director del Centro Penitenciario, este 
velara por que los privados de libertad o internos cumplan con el plazo de 
permanencia establecido para cada uno de ellos en el Reglamento de la Ley No. 
473. Porcentajes que de conformidad a lo establecido en el arto. 122 del 
Reglamento de la Ley 473 consisten en: 
 
También velarán para que se cumplan a cabalidad los siguientes factores: 
 
1.- Valorar los antecedentes penitenciarios. 
2.- Observar buena conducta. 
3.- Participar en las actividades que lo preparen para su reinserción a la 
sociedad al recuperar la libertad, tener una valoración general sobre sus 
actitudes, comportamiento y acciones en el Centro Penitenciario. 
4.- No tener otras causas pendientes por hechos delictivos dentro del Centro 
Penitenciario. 
 
2.7.2.14 .Procedimiento para la progresión en el Régimen de 
Convivencia Familiar 
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El privado de libertad o interno que se encuentra dentro del Régimen Abierto 
puede aspirar a ser promovido al Sistema de Régimen de Convivencia Familiar, 
siendo a solicitud de éste o su defensa, o de oficio, el Director del Centro 
Penitenciario, con previa coordinación con el Juez de Ejecución de la Pena, remita 
la propuesta al Director de Reeducación Penal Nacional a fin de que el Director 
General del Sistema Penitenciario determine si el privado de libertad o interno se 
encuentra plenamente preparado para convivir con sus familiares o no. 
 
Si el Director de Reeducación Penal Nacional, este considera avala la propuesta 
de progresión que ante el fuere sometida de un privado de Libertad o interno 
ubicado en el Régimen Abierto, se deberá someter al privado de libertad 
progresado a un estricto cumplimiento de los deberes siguientes: 
 
1. Mantener permanentemente el respaldo del familiar que tutela su 
estadía en este régimen ante el Sistema Penitenciario 
2. Reportarse al centro penitenciario correspondiente cada mes o cada dos 
meses, según la distancia en la que se encuentre. 
3. Reportar al Centro Penitenciario el cambio de domicilio o trabajo. 
4. No concurrir a lugares de expendios de bebidas alcohólicas, casas de 
juegos, no participar en juegos de azar, abstenerse de transitar por 
lugares que estén restringidos por la sentencia, asimismo no provocar 
hechos que alteren el orden público ni violencia intrafamiliar. 
5. No salir del país, ni del departamento donde radica su domicilio. Si por 
razones de trabajo tiene que movilizarse, debe comunicar esto al Centro 
Penitenciario correspondiente a fin de que le otorgue permiso. 
 
2.7.2.14. Procedimiento para la regresión 
 
Los privados de libertad o internos tienen derecho a ser promovidos a un régimen 
inmediato superior, cuando el Equipo Interdisciplinario observe una buena 
conducta del reo en su comportamiento dentro del centro penitenciario. Sin 
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embargo este derecho se pierde y le otorga las facultades de implantar un sistema 
de regresión cuando le constatare un mal comportamiento e inadecuada 
adaptación penitenciaria al Equipo Interdisciplinario, por lo cual de esto se deriva 
que el Equipo Interdisciplinario no sólo tiene las facultades para ir progresando en 
Régimen a los privados de libertad que tenga a cargo, sino también este tiene 
facultades para ubicarlo en un régimen inmediato inferior. 
 
El Equipo Interdisciplinario podrá únicamente regresar a un privado de libertad o 
interno a un régimen inmediato inferior cuando se den las circunstancias 
siguientes: 
 
1. Cuando se cometa nuevo delito. 
2. Cuando de manera  reiterada y manifiesta el interno se negare a cumplir 
las normas propias de su régimen. 
3. Cuando se tratare de internos implicados en fugas, motines o cualquier 
tipo de violencia o intento de éstos. 
 
2.8. Obstáculos para la implementación del sistema progresivo 
 
2.8.1. Falta de infraestructura y diseño para articular los distintos 
regímenes de progresión 
 
Es relevante tomar en cuenta que la sola existencia de edificios adecuados, no 
garantiza el correcto desarrollo del régimen penitenciario, sin embargo es 
importante destacar que la falta de infraestructura o una mala construcción impide 
las posibilidades de un tratamiento eficiente, ya que uno de los pilares 
fundamentales sobre el que se asienta cualquier sistema penitenciario es el 
constituido por sus establecimientos penitenciarios. 
 
El problema es grave en cuanto a la falta de infraestructura, ya que en todo 
Nicaragua, únicamente en el Centro Penitenciario de Tipitapa, se cuenta con 
celdas para adolescentes, en el caso del Centro Penitenciario de Granada los 
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adolescentes se encuentran recluidos en dos celdas, las cuales comparten con 
adultos que se encuentran en régimen laboral. Es evidente que esto no es muy 
buen visto ya que afecta la parte psicológica de los menores e incluso los mayores 
pueden llegar a violar a los menores solo con el hecho de estar cerca de los 
mayores. 
 
Es evidente que no se puede olvidar el hecho de que los adolescentes el arto. 105 
del Reglamento de la Ley 473, dispone que para éstos no es aplicable el sistema 
progresivo, es decir, que por cuantos éstos deben someterse al plan individual 
establecido por el sistema penitenciario para este efecto, plan que debe ser 
controlado y supervisado por la Oficina de Ejecución y Vigilancia de las sanciones 
penales a los adolescentes. De manera que se crea otro problema al tener 
internos adultos con adolescentes, y es el hecho de que el tratamiento 
penitenciario es distinto, y al tenerlos en celdas colectivas se dificulta más aun el 
tratamiento de acuerdo a un plan individual. 
 
Además del problema de la falta de infraestructura, por otro lado, está el problema 
del diseño de los centros penales, ya que si bien es cierto en el caso concreto del 
centro penitenciario de Granada, el mismo fue construido por los años mil 
novecientos ochenta y cinco a mil novecientos ochenta y seis, y que en Nicaragua 
el régimen progresivo empezó a funcionar de manera empírica por el año mil 
novecientos ochenta, al momento de construir el penal, no se tomó en cuenta que 
su diseño debía responder a una finalidad, en este caso a la aplicación del sistema 
progresivo. Producto de una construcción sin un diseño lógico, tenemos que al 
ingresar al Centro Penitenciario de Granada, lo primero con lo que uno se 
encuentra son los cuartos de visita conyugal. 
 
2.8.2. Necesidad de mejorar la comunicación interinstitucional 
entre el sistema de justicia penal y los centros penitenciarios 
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El problema que podría pasar a que los internos, ingresen éstos a los centros 
penitenciarios se les debe elaborar un expediente, es decir que se debe constar el 
motivo de su detención y el período por el que va a estar privado de libertad, pero 
el meollo de este asunto se presenta cuando las autoridades judiciales no envían 
esa comunicación y por consiguiente dicho expediente está incompleto, esta 
situación trae problemas muy serios para el privado de libertad, ya que si en los 
centros penales no se cuenta con la copia de la sentencia condenatoria firme, el 
interno (a) no puede progresar en régimen, y permanecerá en régimen de 
adaptación, privando a este interno (a) de las prerrogativas que trae consigo la 
progresión en régimen, e incluso queda imposibilitado a su defensión técnica 
jurídica. .(Carlos Oviedo,p.30) 
 
Otro problema que se presenta y que necesita de una mayor comunicación entre 
las autoridades judiciales y las autoridades penitenciarias, es que hay internos 
privados en penales que no corresponden con la jurisdicción del Juzgado de 
Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria, en donde se encuentra radicado 
su expediente, el problema radica, a que la progresión en régimen es que en caso 
que el interno considere que no se le ha promovido en régimen no tiene facilidad 
para promover una queja, y el Juez tiene dificultades para realizar vigilancia 
penitenciaria en todos los penales del país para garantizar que si los internos han 
progresado en régimen estén gozando de todas sus prerrogativas. 
 
2.9.1. Organización del Ministerio Público y sus funciones 
 
En Aras de salvaguardar los Derechos de la sociedad el Ministerio Público en 
representación del Fiscal General de la República, actuaran, según el derecho 
sustantivo en el que les confiere y estarán organizados de la siguiente manera: 
 
1) Fiscal General de la República. 
2) Fiscal General Adjunto. 
3) Inspector General. 
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4) Fiscales Departamentales y de Regiones Autónomas de la Costa Atlántica.   
5) Fiscales Auxiliares. 
6) Fiscales Especiales. 
 
2.9.2. Para ser Fiscal General de la República se necesitan de los 
siguientes requisitos: 
 
1) Ser de Nicaragua, y en caso de haber adquirido otra nacionalidad, haber 
renunciado a ella al menos cuatro años antes de la elección. 
2) Ser abogado de moralidad notoria. 
3) Poseer experiencia profesional no menor de diez años o haber sido 
magistrado de los tribunales de Apelación durante un mínimo de cinco 
años. 
4) Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.  
5) Haber cumplido treinta y cinco años y no ser mayor de setenta y cinco el día 
de su elección. 
6) No haber sido suspendido en el ejercicio de la abogacía o del notariado por 
resolución judicial firme. 
7) No ser militar en servicio activo, y de haberlo sido haber renunciado por lo 
menos doce meses antes de la elección. 
8) Haber residido en forma continua en el país los cuatro años anteriores a la 
fecha de su elección, salvo que durante dicho periodo hubiere estado en el 
servicio exterior, trabajando en organismos internacionales o realizando 
estudios en el extranjero. Art. 23 LOMP. 
 
Para su elección será necesario ser electos por la Asamblea General de ternas 
separadas propuestas por el Presidente de la República y por Diputados de la 
Asamblea Nacional, para u periodo de cinco años contados desde su posesión por 
lo menos se necesitará el sesenta por ciento del total de Diputados.art. 24 LOMP. 
Una vez electos el Fiscal General y el Fiscal General adjunto presentarán su 
promesa de Ley ante el Presidente de la República y la Asamblea Nacional. Y se 
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levantara un acta de la misma y los demás fiscales solamente lo hará ante el 
Fiscal General Art. 25 LOMP. 
 
 
2.9.3. Fiscal general adjunto. 
 
Estará bajo la subordinación directa del titular, a quien sustituirá en sus ausencias 
o impedimentos temporales o definitivos mientras se produzca el nombramiento 
del propietario, así como en los casos de excusa y recusación. 
 
Y este tendrá las siguientes funciones: 
 
1) Asistir al Fiscal General cuando este lo requiera. 
2) Coordinar la unidad de capacitación y planificación. 
3) Las funciones que el Fiscal General le delegue. 
4) Sustituir al Fiscal General en caso de falta temporal. 
 
2.9.4. Inspectoría General 
 
Este dependerá directamente subordinado al Fiscal General de la República y 
tendrá las siguientes funciones: 
 
1) Realizar las inspecciones a las distintas dependencias del Ministerio Público 
a fin de constatar el funcionamiento de estas y el buen servicio de sus 
funcionarios y empleados. 
2) Disponer las investigaciones necesarias ante las quejas que formulen 
autoridades o particulares en relación con la violación de los deberes y 
atribuciones de los fiscales en los procesos penales que tramiten. 
3) Verificar el cumplimiento de las instrucciones y órdenes del Fiscal General. 
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2.9.5. De los Fiscales departamentales y de Regiones Autónomas 
de la Costa Atlántica 
 
Estos serán los respectivos representantes del Ministerio Público en dicho 
territorio  y responderán por el buen funcionamiento de la institución. Ellos 
ejercerán la acción penal y las atribuciones relacionadas con la responsabilidad 
civil proveniente del delito. 
2.9.6. De los Fiscales Auxiliares 
 
Los Fiscales Auxiliares asistirán a los Fiscales Departamentales y estarán 
encargados de efectuar las investigaciones preparatorias en todos los delitos de 
acción pública. 
 
2.9.7 .De los Fiscales Especiales 
 
Ellos serán nombrados por el Fiscal General y serán contratados únicamente para 
casos específicos y garantizaran la independencia de los fiscales en la 
investigación y ejercicio de la acción penal. Estarán apegados a lo que nuestra 
Constitución Política las Leyes les confiere. 
 
2.10. Atribuciones del Ministerio Público. 
 
I. Promover de oficio o a instancia de parte la investigación o persecución de 
delitos de acción pública. En los casos que sean de competencia de la 
Contraloría General de la República, de acuerdo con la Ley de la metería el 
Ministerio Publico instara a esta para que se pronuncie en los términos que 
la Ley exige. 
II. Remitir a la Policía Nacional las denuncias recibidas para que practique la 
investigación respectiva con las instrucciones jurídicas que estime 
pertinente. 
III. Recibir las investigaciones de la Policía Nacional y determinar bajo su 
responsabilidad el ejercicio de la acción penal. 
IV. Ejercer la acción penal en los delitos de acción pública.   
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V. Ejercer la acción penal por los delitos reservados exclusivamente en la 
querella privada, cuando los ofendidos sean personas incapaces o con 
problema de discapacidad, siempre que carezcan de representante legal. 
VI. Ejercer la acción civil en los casos previstos por la Ley. 
VII. Requerir los servicios forenses y de criminalística en los casos que 
corresponda. 
VIII. Solicitar apoyo de expertos, asesores o peritos nacionales y extranjeros de 
entidad pública o privadas para formar equipos interdisciplinarios de 
investigación para casos específicos.     
 
Hasta antes de la reforma procesal penal dada en nuestro país en el año dos mil 
uno nuestro sistema de procedimiento se regía por lo establecido en el Código de 
Instrucción Criminal de 1879, este era un proceso por medio del cual era parte 
acusatorio e inquisitivo. Es decir, que era el Juez, quién realizaba todas las 
diligencias probatorias, las que valorara las pruebas para condenar al culpable del 
delito punitivo antijurídico. 
Con la entrada en vigencia del nuevo Código de Procedimiento Penal Ley 406 en 
su libro cuarto, título I de la Ejecución Penal dispone cuales son su competencia y 
atribuciones en las cuales ellos podrán conocer y resolver todos los incidentes 
promovimos por las partes interesadas en juicios por Privativas de Libertad. 
Sabemos que la finalidad el Código de Procedimiento Penal, es hacer efectivo el 
IUS PUNIENDI, es decir, la potestad que tiene el Estado de aplicar la norma a los 
ciudadanos que se ven inmerso en un delito Punible Antijurídico y penado por 
nuestra norma positiva.  
 
Entre las atribuciones de los jueces de ejecución de sentencia podemos decir que, 
podrán conocer y resolver todo con lo referente a la Suspensión y Libertad 
Condicional que tienes como beneficio los reos privados de libertad y además 
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podrán rectificar y unificar las penas, quiero aclarar que en la rectificación el 
articulo 567 inc. 3 de CP, el que establece: 
 
“Para la determinación de la ley más favorable se debe tener en cuenta además 
de los elementos típicos y la pena que correspondería al hecho, las circunstancias 
agravantes o atenuantes, genéricas o específicas, la penalidad correspondiente al 
concurso de delitos y las causas de exclusión de la responsabilidad penal, si las 
hubiere. Además se considerarán los beneficios penitenciarios que en cada caso 
pudieran corresponder”. 
 
Y en la unificación de penas articulado en el 408, del CPP que es cuando una 
condena firme se deba condenar a la misma persona por otro delito que haya 
cometido y este como causa pendiente. Esta atribución también fue dada en el 
Acuerdo 111 emitido por la Corte Suprema de Justicia.   
 
 “la unificación de penas será efectuada por el Juez que impuso la última de ellas 
observando lo dispuesto en la Constitución Política. De su decisión deberá 
informar a los jueces que impusieron las condenas previas y al Juez de Ejecución 
competente”. 
 
Según José María Tijerino Pacheco, (2006,p.156). Expresa que “La función o 
atribución prevista en el articulo 10.5 LOMP, es realmente un desacierto: el 
ejercicio de la acción privada “cuando los ofendidos sean personas incapaces o 
con problemas de discapacidad, siempre que carezcan de representante legal”. 
 
Sigue afirmando Arauz Ulloa, (2006,p.156) expone que “la acción privada es tal 
porque  se considera que su ejercicio atañe exclusivamente al ofendido, dada la 
escasa trascendencia social del delito que con ella se persigue. En el 
ordenamiento jurídico Nicaragüense sólo los delitos por injurias o calumnias son 
de acción privada”. 
Análisis Jurídico de la figura de la Suspensión de Pena en 
Nicaragua  
 
Wilmer José Vásquez Torrez  
 
 
De lo anterior expuesto en el párrafo anterior fehacientemente consideró un 
problema que el representante Legal de la sociedad ante el Tribunal, no persiga 
este delito de tipo privado, es decir, solo la persona pasiva puede promover la 
acusación y no el Ministerio Público el encargado de velar por el bien común la 
seguridad jurídica que tienen los ciudadanos dentro del territorio nacional. 
 
2.11. Principios rectores que rigen el Ministerio Público de la 
República de Nicaragua 
 
Unidad e indivisibilidad: 
 
Porque es único e indivisible para toda la República. Todos sus miembros actúan 
en nombre y representación del Fiscal General (art. 3 LOMP in fine). 
 
Jerarquía: 
 
Que se traduce en una relación de subordinación en la que todos sus 
miembros están obligados a acatar las instrucciones legales del superior 
inmediato y particularmente del Fiscal General, en procura de la unidad de 
actuaciones (art. 4 LOMP). No obstante la inmediación que se produce en 
el juicio oral pone al fiscal en una situación de necesaria independencia en 
el momento de los alegatos finales, pues sólo debe obedecer a lo visto y 
oído por él en el debate. De allí la celebré expresión de origen francés de 
que “la pluma es sierva, mientras que la palabra es libre”  
 
Legalidad y objetividad:  
 
que exige un estricto apego a la Constitución y las Leyes de manera tal que 
se garantice el debido proceso, particularmente en lo que toca al respecto a 
los derechos y garantías del imputado, y se evite la persecución a ultranza 
(art. 5 LOMP, arts. 80 y 90 CPP). 
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Independencia: 
 
Porque de acuerdo con la Ley no está subordinado a ninguno de los 
Órganos del Estado ni a ninguna otra autoridad en el ejercicio de sus 
funciones (art. 1 y 6 LOMP; art. 89, II CPP), particularmente merece 
destacarse que en el ejercicio de la acción “no está subordinado a la 
actuación previa de ninguna autoridad u órgano del poder público, ni lo 
resuelto por ellos vincula en forma alguna al Ministerio Público, salvo en los 
casos establecidos en la Constitución Política”.  
 
Responsabilidad:  
 
Dado que los funcionarios del Ministerio Público son responsables penal y 
civilmente por sus actuaciones (art. 8 LOMP), igual que cualquier otro 
funcionario público. (Tijerino Pacheco, J. 2006,p.155). 
 
2.12. De la participación del Ministerio Público en las 
investigaciones pertinentes 
 
En lo concerniente a la participación del Ministerio Publico es menester señalar 
que el Código de Procedimiento Penal  no le otorga al mismo de dirigir la 
investigación sino que el art. 90 II CPP, hace referencia que “tendrá la facultad de 
asesoramiento jurídico que oriente a la investigación”. 
 
Sin embargo el art. 32 LOMP, les da las atribuciones a los funcionarios del 
Ministerio Público de “participar activamente en el desarrollo de las investigaciones 
y el aseguramiento de la prueba”. 
 
De tal manera que el Ministerio Público y la Policía Nacional deberán actuar 
armónicamente para conseguir los medios probatorios necesarios para la 
búsqueda de elementos de convicción que sirva de esclarecer los hechos. 
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Según Tijerino Pacheco, j. (2006,p.158) expresa que “el Fiscal no puede pedir al 
investigador policial elementos de prueba contrarios a derechos, tampoco puede 
esperar el investigador policial que el fiscal avale actuaciones que quebranten el 
ordenamiento jurídico, particularmente cuando se trata de garantías consagradas 
en la Constitución Política… en todo caso, debe quedar claro que la camaradería y 
la colaboración estrecha no están reñidas con un sano respeto al estricto 
cumplimiento de los deberes del otro y que no puede esperarse en esa relación 
funcional ni la menor muestra de encubrimiento, aunque sea disfrazado de una 
mala entendida solidaridad”. 
 
Y siendo el meollo de la participación del Ministerio Público el art. 32 LOMP y 248 
II CPP, les da la potestad de decidir en los siguientes actos: 
 
a) Que elementos de prueba deben ser buscados. 
b) Que debe de tratar de probarse con cada uno de ellos. 
c) Cuál es el procedimiento legal de obtención de esos elementos de 
prueba. 
d) En qué forma legal deben ser asegurados dichos elementos. 
e) Como operan en el caso concreto las restricciones legales en la 
búsqueda y obtención de elementos probatorios. 
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Capítulo III. Procedimiento técnico para solicitar el incidente de la 
Suspensión de Pena. 
 
Fehacientemente y siendo el caso que nos ocupa es necesario que antes de hacer 
referencia sobre las distintas formas de solicitar los beneficios que tienen los 
privados de libertad una vez que son sentenciados por el tribunal competente me 
es necesario hacer alusión el grado de relevancia que tienen las penas. 
 
3.1. De las penas en nuestro sistema normativo 
 
En correspondencia a nuestra legislación las penas tienen un carácter 
reeducativo. Es decir, el tribunal sentenciador tendrá que aplicar estas diferentes 
características según a la proporcionalidad, culpabilidad y necesidad de la misma. 
 
3.2. Por su característica podrán ser, Principales y 
accesorias 
 
3.2.1. Son principales: 
 
1. La Prisión. 
2. La Privación de otros Derechos. 
3. Días multa. 
4. La multa. 
 
3.2.2. Las penas accesorias que por su naturaleza y con 
disposición de la Ley estas están unidas a otras 
principales y estas son: 
 
1. La privación de otros Derechos. 
2. Días multa. 
3. La multa. 
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Todas estas penas deberán incorporarse en la sentencia correspondiente y como 
regla general su duración de las penas accesorias tendrán que ser la de la pena 
principal salvo que la Ley establezca lo contrario. 
 
3.2.3 .Clasificación de la Pena por su gravedad. 
 
Estas pueden ser graves, menos graves y leves. 
 
1. Son penas graves: las penas de prisión e inhabilitación que estén 
sancionadas en su límite máximo con pena de cinco a más años de prisión. 
2. Son penas menos graves: las penas de prisión e inhabilitación de seis 
meses hasta cinco años; las de privación de derechos a conducir vehículos 
motorizados y del derecho a la tenencia y portación de armas y la de residir 
a determinados lugares, superiores a un año; la multa proporcional; la multa 
superior a noventa días; y el trabajo en beneficio de la comunidad superior 
a treinta jornadas. 
3. Son penas leves: la privación de derecho a conducir vehículos automotores 
o del derecho a tenencia y portación de armas y la de privación del derecho 
de residir en determinado lugar de hasta un año; la multa de hasta noventa 
días; y el trabajo en beneficio de la comunidad de hasta treinta jornadas. 
 
Finalmente quiero incluir el Capitulo II del artículo 20 del CPP. Que versa sobre la 
Competencia objetiva, es decir, corresponde única y exclusivamente al Juez local 
dictar sus resoluciones en primera instancia en casos correspondiente a las faltas 
penales por delitos menos gravosos. 
 
Los jueces de distrito conocerán y resolverán en primera instancia las causas por 
delitos más graves con o sin intervención del jurado según determine la ley. 
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3.2.3. La no reputación de las penas 
 
1. La detención y prisión preventiva y las demás medidas cautelares de 
naturaleza procesal penal. 
2. Las multas y demás correcciones que, en uso de sus atribuciones 
gubernamentales o disciplinarias, se impongan a los subordinados o 
administrados. 
3. Las privaciones de derechos y las sanciones reparadoras que establezcan 
las leyes civiles o administrativas.  
 
Es decir, la prisión preventiva es una medida cautelar y esta tiene como finalidad 
asegurar la eficacia del proceso y sobre todo que el procesado no trate de evadir 
la justicia ni los medios probatorios. Art. 167 y 173 CPP. Pero además quiero 
hacer mención de algo muy importante que está ocurriendo con la nueva Ley 745 
que entro en vigencia en enero de 2011 y que más adelante hare un análisis sobre 
esta problemática de nuestra norma positiva. 
 
Y es que ninguna medida cautelar puede ser usada contra ningún detenido como 
sanción penal anticipada es decir, rompe con el Principio de Inocencia y sobre 
todo roza con nuestra carta magna en su artículo 26 Numeral 3. 
 
Cuando el Código Penal hace referencia de las multas administrativas son 
aquellas que virtud de sus funciones impone la Policía Nacional como son los 
agentes que regulan el acceso vehicular con la finalidad de prevenir accidentes de 
tránsito. Verbigracia. Cuando un vehículo semoviente cruza el semáforo en rojo y 
el policía lo detiene y le impone una multa cuantitativa. 
 
En cambio las correcciones disciplinarias son todas aquellas sanciones derivadas 
por el funcionario público que incurra en indisciplina por el cumplimiento de sus 
funciones que desempeñe en su cargo. Es decir, por ejemplo los policías que 
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detienen a una persona y los golpean y lesionan psicológicamente por tratarlos 
como culpable de un hecho delictivo. 
 
Finalmente las privaciones de derecho son todas aquellas sanciones emitidas por 
el funcionario público que imponga una multa administrativa por haber violentado 
una medida de seguridad ante un evento de mucha relevancia. Por ejemplo, el 
seis de noviembre de 2011 serán las elecciones presidenciales y en vista de ello la 
policía nacional prohíbe a los bares donde venden licores vender después de las 
cero horas, todo para salvaguardar la seguridad  de las personas a la hora de 
hacer uso del sufragio electoral. Y si es violentado esa normativa será sancionada 
administrativamente e incluso podrá ser cerrada por no acatarlas. 
 
3.2.4. De las penas privativas de libertad 
 
Son penas privativas de libertad, la prisión y la privación de libertad en los casos 
de incumplimiento del trabajo en beneficio de la comunidad y la falta de pago 
multa.  
 
Es decir, El Estado debe actuar con la proporcionalidad adecuada para restringir el 
derecho fundamental de la libertad de las personas, de tal manera que la pena 
justifica la existencia del derecho penal. 
 
3.2.5. De la Pena de prisión. 
 
La pena de prisión tendrá una duración mínima de seis meses y máximo de treinta 
años. Esta deberá cumplirse en los establecimientos penitenciarios destinados 
para tal efecto. Sin embargo el articulo 94 CP, en el primer párrafo dispone que 
“también se podrán sustituir dichas penas de prisión inferiores a un año, en 
atención a las circunstancias del reo y del hecho, por trabajo en beneficio de la 
comunidad, sustituyendo cada día de prisión por una jornada de trabajo. En estos 
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casos el Juez o Tribunal podrá además imponer al penado la observancia de una 
o varias de las obligaciones o deberes previstos en el artículo 90 de este código”. 
 
Es decir, para aquellas penas menos graves, el código hace la excepción de 
aplicar una sustitución de la pena inferior a seis meses por días multas, mientras 
que la pena máxima está regulada Constitucionalmente en el artículo 37 y 81 CP. 
 
“La pena no trasciende de la persona del condenado. No se impondrá pena o 
penas que, aisladamente o en conjunto, duren más de treinta años”. 
 
3.2.6. De las penas privativas de otros derechos 
 
Son penas privativas de otros derechos: 
 
a) Las de inhabilitación absoluta. 
b) Las de inhabilitación especial. 
c) La privación del derecho a conducir vehículos automotores. 
d) La privación del derecho a la tenencia y portación de armas. 
e) La privación del derecho a residir en determinados lugares o de acudir a 
ellos. 
f) El trabajo en beneficio de la comunidad. 
 
3.3.1. De las penas accesorias 
 
El Código Penal Ley 641 en su artículo 66 Pn, del párrafo tercero dispone que “en 
las penas de de hasta diez años, los Jueces o Tribunales podrán imponer, 
atendiendo a la gravedad del delito, como penas accesorias algunas de las 
siguientes: inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el 
tiempo de la condena o inhabilitación especial para el empleo o cargo público, 
profesión, oficio, industria, comercio o cualquier otra actividad relacionada, si estos 
hubieran tenido relación directa con el delito cometido, debiendo determinarse 
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expresamente en la sentencia esta vinculación, salvo que esta ya estuviera 
prevista como una pena principal para el supuesto que se trate”. 
 
Según Aguilar García,(2008,p.134) expresa que “En el primer supuesto de 
inhabilitación absoluta, la aplicación de la pena accesoria es imperativa y 
autónica,…lleva consigo la inhabilitación absoluta…para el segundo supuesto de 
inhabilitación especial, es potestad del juzgador elegir la adecuada, de entre las 
previstas,…podrán imponer, atendiendo a la gravedad del delito…atendiendo la 
gravedad del delito y la relación directa entre éste y el delito objeto de 
inhabilitación”. 
 
3.1. Procedimiento que otorga nuestro Código Penal de 
Nicaragua concerniente a la Suspensión de Penas 
 
Por su parte el Código Penal Ley 641 que entró en vigencia en el año 2008, Es 
muy importante señalar que este mismo Código sufrió de Reformas Sustanciales 
en su contenido, es decir, que el artículo 87 está en espera de una resolución que 
si va a seguir aplicando o no, es decir, si se va a reformar por la Nueva Ley 745 
Ley de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal que 
entro en vigencia en enero del año 2011. 
 
Pero es relevante mencionar sobre la Retroactividad Penal que nuestra carta 
magna dispone en su artículo 38 “La Ley no tiene efecto Retroactivo excepto en 
materia penal cuando favorezca al reo”. Es decir, que al momento que entra en 
vigencia una nueva Ley y deroga a la anterior se aplica la Ley más favorable para 
los privados de libertad. 
 
De tal manera que el artículo 2 del Código Penal vigente nos hace mención de la 
irretroactividad Penal, es decir, que la Ley que mas favorezca al reo es la aplicable 
al reo, pero que además a las que estén pendientes de serlo ya sea total o 
parcialmente. Arauz Ulloa, M. (2007,p.3). 
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El Ius Puniendi, mediante este instrumento de Legalidad, le faculta al Legislador y 
mediante los representantes del poder judicial de administrar la justicia 
sancionando los delitos que de ella se deriven en cualquiera de sus modalidades, 
“así la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 proclamaba 
en su artículo 8 “La Ley no debe establecer más que las penas estricta y 
manifiestamente necesarias, y nadie puede ser castigado sino en virtud de una 
Ley Promulgada con anterioridad al delito y aplicada conforme a la propia Ley”. No 
me cabe duda que la Retroactividad Penal esta intrépidamente vinculada con el 
Principio de Legalidad, al que erga omnes tenemos.(Berdugo et at,1999,p.43) 
  
Por su parte Berdugo, nos hace una ilustración con respecto a la Irretroactividad 
de la Norma Penal, “una conducta no puede castigarse como delito sin que 
previamente a esa realización estuviera establecida como tal delito. A su vez un 
delito no puede castigarse más que con la pena que estuviera prevista por la Ley 
al tiempo de su comisión”. Es decir, en pocas palabras, que a como lo decía 
anteriormente se aplica la Ley más favorable.  
 
Sigue afirmando Berdugo, “que esta función garantista de los derechos 
fundamentales que desempeña el principio de legalidad en general”. (1999,p.50). 
 
 Según Wenzel, Al referirse a la retroactividad penal “la ley más benigna vigente al 
tiempo de la decisión, puede ser aplicada en lugar de la Ley más severa vigente al 
tiempo del hecho.” (2,inc.2).(1956,p.30)  
 
De tal manera que el artículo 141 de la Constitución Política de la República de 
Nicaragua dispone que “las Leyes solo se derogan o se reforman por otras leyes y 
entraran en vigencia a partir del día de su publicación en “la Gaceta” Diario Oficial, 
excepto cuando ellas misma establezcan otra modalidad”.  
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3.2. Procedimiento para optar al beneficio de la suspensión 
de la ejecución de las penas 
 
Para que el privado de libertad pueda optar al beneficio de la Suspensión de Pena 
en primer lugar tiene que haber una sentencia firme además tiene que cumplir con 
los requisitos establecidos en el artículo 88 del Código Penal, Ley 641 como son 
las siguientes:   
 
a) Que el condenado haya delinquido por primera vez. A tal efecto no se 
tendrán en cuenta las anteriores condenas por delitos imprudentes ni los 
antecedentes penales que hayan sido cancelados o debieran serlo con 
arreglo a lo dispuesto en este Código. 
b) Que la pena impuesta, o la suma de las impuestas en una misma sentencia, 
no sea superior a los cinco años de prisión. 
c) Que se hayan satisfechos o garantizado las responsabilidades civiles que 
se hayan originado, salvo que el Juez o Tribunal sentenciador, después de 
oír a las partes y al Ministerio Público, declare la imposibilidad total o parcial 
de que el condenado les haga frente. 
d) En caso de enfermedad muy grave e incurable, se requerirá el dictamen de 
un médico designado por el Instituto de Medicina Legal. 
 
O sea, que es primera vez que ha sido condenado, que durante el tiempo que ha 
estado guardando prisión haya demostrado buen comportamiento, estos dos 
requisitos se demuestran con la hoja de evaluación de conducta. 
 
La hoja de evaluación de conducta se solicita ante el Juez de la causa y las 
autoridades penitenciarias una vez recibida dicha solicitud tienen cinco días para 
enviarlas, estos según lo establecido en el artículo 70 del Reglamento de la Ley 
473. 
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El otro requisito que se tiene que cumplir es que en caso de que haya 
responsabilidad civiles que resarcir estas ya se hayan hecho efectiva, y una vez 
cumplidos todos estos requisitos es que se solicita la programación de audiencia, 
la cual es programada según la agenda del despacho judicial, una vez realizada la 
misma, el judicial tiene cinco días para dictar el auto resolutivo todo según lo 
establecido en el artículo 407 del CPP.   
 
Me es imperante señalar y aclarar que sobre el art. 87 y 88 CP, y la Ley 745 en su 
art.16 en su último párrafo que habla de las condiciones para la suspensión de la 
ejecución de las penas y sobre todo el literal B, que hace hincapié que no sea 
“superior a los cinco años de prisión”.  
 
Queda a discrecionalidad del Juez o Tribunal sentenciador que si otorga el 
beneficio de la Suspensión de la pena. El Juez verá la peligrosidad del delito y los 
años que se le imputaron de prisión, es decir, a manera de ejemplo y para darle 
mayor claridad puedo afirmar que en el caso del artículo 394 del Código Penal 
Vigente Ley 641dispone terrorismo que según la pena será de quince a veinte 
años de prisión dado la peligrosidad del delito no se le puede otorgar este 
beneficio. 
 
Aunque haya otro delito que no se puede otorgar ningún beneficio a como lo 
estipula el 181 CP. Ley 641 que dispone “cuando el delito sexual sea cometido 
contra niños, niñas, adolecentes, no habrá lugar al trámite de mediación, ni 
cualquier beneficio de suspensión de pena. 
 
Con los requisitos que pide nuestra norma para tener el siguiente beneficio quiero 
primeramente expresar que nuestra legislación trata de decir, “Delinquir”. Para ello 
me veré en la obligación de ir al Diccionario Jurídico Elemental de Cabanellas 
(1993,p.115). Y textualmente expresa.  
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“Cometer un delito. Infringir voluntaria y dolosamente una norma jurídica, cuando 
la acción u omisión se encuentren sancionadas en la Ley penal. Hay que 
guardarse la definición habitual que equipara a delinquir a violar la ley, por que el 
delincuente por el contrario, se adapta al presupuesto condicional establecido por 
la Ley penal”. 
 
Es decir, que el delincuente se adaptara a las medidas establecidas en la norma y 
por medio de este concepto los privados de libertad se le conceden este beneficio 
no importante si tienen otros antecedentes ulteriores. 
 
Pero quiero hacer la aclaración que se les otorga este beneficio siempre y cuando 
no sea el mismo que cometió anteriormente es decir, verbigracia si un delincuente 
comete el delito de robo con fuerza y fue liberado y posteriormente se ve inmerso 
en el mismo delito no se le podrá otorgar por el simple motivo de que ya opto por 
el mismo.    
 
 Con respeto al inciso “D” El Instituto de Medicina Legal y el Sistema Nacional de 
Forense tienen la función de realizar evaluaciones facultativas de los privados de 
libertad, como una función auxiliar del sistema de Administración de Justicia 
Penal. Art. 70 CP., Y 114,115, 411 Y 412 CPP.  
 
El mismo artículo 70 dispone “Cuando, después de pronunciada sentencia firme, 
se aprecie en el penado una situación duradera de trastorno mental grave, 
sobrevenido en la prisión, que le impida conocer el sentido de la pena, o padezca 
de otra enfermedad grave o terminal, previo dictamen emitido por el Instituto de 
Medicina Legal, se suspenderá la ejecución de la pena privativas de libertad que 
se le haya impuesto, garantizando el Juez o Tribunal que aquel reciba la 
asistencia médica precisa. 
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Restablecida la salud del condenado, este cumplirá la sentencia si la pena no 
hubiere prescrito”. 
 
Es decir, el Juez, siempre que una de las partes solicita cualquier beneficio a favor 
de su representado el tribunal en consideración toma algunas medidas preventivas 
auxiliándose de peritos profesionales del Instituto de Medicina Legal para poder 
dilucidar y esclarecer si puede el reo optar o no a este beneficio. Técnicamente se 
le llama el “pronostico individualizado”.  
    
Además La suspensión de la ejecución de la pena quedará siempre condicionada 
a que el reo no delinca en el plazo fijado por el Juez o Tribunal. En caso de que la 
pena suspendida fuese de prisión, el Juez o Tribunal sentenciador, si lo estima 
necesario, podrá también condicionar la suspensión al cumplimiento de las 
obligaciones o deberes que le haya fijado de entre las siguientes: 
 
a. Prohibición de acudir a determinados lugares. 
b. Prohibición de ausentarse sin autorización del Juez o Tribunal del lugar 
donde resida. 
c. Cumplir los demás deberes que el Juez o Tribunal estime convenientes 
para la rehabilitación  social del penado, previa conformidad de éste, 
siempre que no atenten contra su dignidad como persona. 
d. Sujeción a la vigilancia de la autoridad, que obligará al penado a 
presentarse personalmente de manera periódica para informar de sus 
actividades y justificarlas.  
 
Siendo que Revocada la pena, se ordenara la ejecución de la pena. 
 
3.3. Revocación de la suspensión de la pena 
 
El Juez o Tribunal podrá revocar la suspensión de la ejecución de la pena cuando 
el sujeto delinca durante el plazo de suspensión fijado. 
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Si el sujeto infringe durante el plazo de suspensión las obligaciones o deberes 
impuestos, el Juez o Tribunal podrá. Previa audiencia de las partes, según los 
casos: 
 
A. Prorrogar el plazo de suspensión, sin que en ningún caso pueda exceder de 
cinco años. 
B. Revocar la suspensión de la ejecución de la pena, si el incumplimiento fuera 
reiterado. 
 
3.4. La Suspensión en los delitos proseguibles a instancia de 
la de partes actora 
 
Los Jueces y Tribunales están en la obligación de escuchar a quienes lo 
representen y en su caso todos aquellos delitos perseguidos y con una denuncia 
previa antes las instituciones correspondientes respectivas antes de beneficiar al 
reo con la Suspensión de la Ejecución Penal. 
 
De todo lo anterior expuesto en el párrafo anterior se deduce que los Jueces y 
Tribunales antes de otorgar este beneficio deberán escuchar a las partes del juicio 
es decir, al abogado que representa al imputado y al Ministerio Publico alegando 
lo que se tenga a bien, pero sin menoscabar ni coartar el derecho a que el reo 
también puede expresar sus opiniones al respecto. 
 
Siendo este un derecho Constitucional sea este por motivo de la sentencia 
condenatoria provenga el orden público o a instancia particular todo ello en 
correspondencia a los artículos 34. Cn, 93 CP Y 9,10, 53,322 Y 404 CPP. 
 
Es importante señalar de cómo nuestros Jueces  de Ejecución de Sentencia y 
Vigilancia Penitenciaria de la Circunscripción de Managua Resuelven los 
Incidentes solicitados por los defensores técnicos de sus representados y para ello 
haré un breve análisis de la resolución incoado en el Juzgado Segundo Distrito 
Penal de Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria de la Circunscripción 
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de Managua, del Diecisiete de de Junio del año dos mil nueve, en el cual se 
solicitaba el Beneficio de Suspensión de Penas. 
 
El señor… tenía una condena de cuatro años de Prisión por el delito de Robo con 
Intimidación y la judicial exponía que “se deben tener como antecedentes 
únicamente las condenas firmes y pasadas en autoridad de cosa juzgada, de lo 
contrario se debe entender al principio de que toda persona es inocente hasta que 
se haya declarado su culpabilidad mediante sentencia condenatoria firme, ya que 
es posible que mediante resolución del Tribunal Superior sean modificadas o 
incluso revocadas; en cuanto al resarcimiento de la responsabilidad civil se podrá 
reclamar en sede penal o civil”.  
 
Esta autoridad menciona que hace uso del “paradigma de la sana critica o criterio 
racional que vinculados por las normas de la lógica y la experiencia”.  
 
Y por consiguiente la fundamentación Jurídica que utilizo esta autoridad fue la 
Constitución Política a la Ley 260 “Ley Orgánica del Poder Judicial”. Artículos 
1,2,3,4,5,6,87,88,89,90,567 inciso 2 Pn, art. 403,404,407.2 409 CPP. Se le 
otorgue la Suspensión de la Pena de Prisión.  
 
Finalmente la autoridad Judicial resolvió lo siguiente, “Prescripciones: a) sujeción a 
la vigilancia de esta autoridad a través de presentaciones periódicas mensuales y 
firma de ficha de control de presentaciones a la oficina de presentación del 
procesado por un periodo de UNO Y SIETE MESES, tiempo que le falte para 
cumplir su condena.-b) debe adoptar trabajo en el menor tiempo e informarlo por 
escrito a esta autoridad.- c) si incumple con la presentación periódica o comete 
nuevo delito el beneficio le será revocado y regresará al régimen penitenciario a 
cumplir lo que le falte de su condena y de no encontrarse una de las partes 
conforme esté le asiste el derecho de apelar en el termino de Ley. Articulo 125 
CPP. 
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En un segundo análisis según Auto Resolutivo de fecha ocho de julio del año dos 
mil nueve, a las once y cincuenta minutos de la mañana, del Juzgado Tercero 
Distrito Penal de Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria de Managua. 
En el cual se condeno al señor…  condenado a una pena de cinco años prisión  
por el delito de Lesiones. 
 
Esta autoridad disponía en usos de sus facultades que la Ley le confiere en base 
legal de los artículos, 402, 403,404, 407 inc.2 y 410 del CPP. En lo cual la Juez 
menciona el artículo 87 del CP. Y hace mención que para poder hacer este 
análisis del beneficio de la Suspensión de Penas.  
 
“esta autoridad debe partir, de principios básicos contemplados en la Constitución 
Política como norma rectora tal y como se establece en los artículos 27 y 39 Cn, 
que contemplan la igualdad ante la Ley, el Humanismo, el carácter reeducativo de 
las penas, la promoción de la unidad familiar y la reinserción de los condenados a 
la sociedad, así mismo esta autoridad toma en consideración los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración de justicia 
en cuanto a los condenados con penas menos que correccionales, existiendo 
reglas como el caso concreto que nos ocupa, tomando en consideración que la 
prisión causa un efecto de separar al individuo del mundo exterior constituyéndose 
en una medida aflictiva por el hecho mismo que se despoja al condenado de su 
libertad”.  
 
Y en ello se debe valorar los siguientes requisitos: 
 
“para resolver sobre la procedencia o no de este beneficio debe tomarse en 
cuenta no solo la existencia o ausencia de la condena anterior, sino especialmente 
la naturaleza del hecho ilícito imputado, la actividad desplegada por los 
condenados en las circunstancias fácticas ocurrentes, sus antecedentes 
personales, y sus rasgos de su personalidad moral, si bien es cierto el delito es un 
resultado de una conducta y la sociedad tiene el derecho y la obligación de 
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defenderse frente a la violación de la Ley, pero también es cierto que el 
encarcelamiento no constituye la solución más adecuada”.   
 
La judicial menciona y aclara sobre la humanización y dice textualmente. “en el 
marco de la humanización de la Justicia Penal la figura de la Suspensión de Pena 
debe aplicarse como una modalidad de tratamiento sin privación de libertad no 
debiendo constituirse como una medida de clemencia sino como una institución de 
reeducación, con ello se evita el estigma que conlleva la condena y las 
desventajas de encarcelamiento o privación de libertad reflexionando que la pena 
no es una venganza es un remedio social a un mal social”.  
 
Finalmente la Judicial resolvió, ha lugar a la solicitud y le impuso que este deberá 
cumplir las siguientes prescripciones: 
 
1) Presentarse ante la oficina de presentación  de procesados ubicados en el 
Complejo Judicial una vez al mes durante un periodo de prueba de cinco 
años. 
2) No tener ningún acercamiento con la víctima en un radio de cien metros. 
3) Se le previene al condenado que si durante el periodo de pruebas 
cometiere un nuevo delito o violare las prescripciones que se le han 
impuesto, se le ejecutará inmediatamente la sentencia respectiva y será 
remitido al Centro Penal correspondiente a cumplir el resto de su pena.   
 
Haciendo un análisis de ambas sentencias las Juezas resolvieron de manera 
diferente, es decir, la Jueza del segundo de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, 
Consideró que esta autoridad, actuó a pegado a derecho, como un Estado de 
Derecho Democrático y acorde a lo que nuestra Constitución Política y demás 
leyes ordinarias les otorgan a los Jueces de Ejecución de Sentencia y Vigilancia 
Penitenciaria. Vigilando la seguridad del bien común de la nación.  
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Sin embargo la jueza del tercero de ejecución de penas y vigilancia penitenciaria 
resolvió de forma diferente. Podría asegurar que es un poco más estricta en 
cuanto a la resolución motivada porque ella toma en cuenta “la existencia o 
ausencia de la condena anterior, sino especialmente la naturaleza del hecho ilícito 
imputado, la actividad desplegada por los condenados en las circunstancias 
fácticas ocurrentes, sus antecedentes personales, y sus rasgos de su 
personalidad moral”. Cuando nuestra norma solo contempla que el condenado 
haya delinquido por primera vez. A tal afecto que no se tendrán en cuenta las 
anteriores condenas por delitos imprudentes ni los antecedentes penales que 
hayan sido cancelados o debieran serlo arreglo a lo dispuesto en este código. Y 
que se haya satisfecho o garantizado las responsabilidades civiles. Todo en 
correspondencia al artículo 89 del código penal Ley 641. 
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Capítulo IV. Implicancia jurídica de la Ley 745 en el proceso de 
Suspensión. 
 
En el Derecho penal del enemigo o Derecho de Autor 
 
Previo a realizar un análisis de la Ley 745, considero conveniente valorar aspectos 
doctrinarios sobre el derecho penal del enemigo. Algunos autores reconocidos en 
el ámbito del derecho penal entre ellos tenemos a: Jacobs, Kant. Pero no así 
Rousseau y Fetiche atañe que a un enemigo no ha de destruirse sino a un 
ciudadano, El derecho penal del enemigo, que hoy en día es reconocido como el 
derecho penal de “autor”, en donde los Estados de Derecho están preocupados 
por la peligrosidad del criminal, es por ello que las sociedades modernas tratan de 
erradicar el terrorismo, el crimen organizado y las drogas. En la que Italia, España, 
Inglaterra apoyan medidas exenciónales del derecho penal moderno.  
 
No hace mucho tiempo con los acontecimientos en Estados Unidos, del 11 de 
septiembre del 2001, en Nueva York y Washington el mundo se ve amenazado 
por un alto nivel creciente de delincuencia. 
 
Ejemplos muy claros tenemos del terrorismo, en el cual se han practicado de 
diferentes formas ,es decir, tenemos el caso de los Israelíes cuando lanzaban 
misiles en contra de los palestinos no les importaba si estaban asesinando 
ancianos, mujeres, y niños, violentando todas las normas de los convenios 
internacionales y sobre la declaración de los derechos humanos, una vez que 
invadían, las tropas terrestres se abalanzaban sobre la ciudad y al que iban 
encontrando herido los mataban sin piedad alguna. 
 
Otro ejemplo es el de los Judíos Alemanes en el que se les coartaba su dignidad 
humana es decir, se les bajaba de categoría solo por el hecho de su religión. 
Además se les penalizaba si ellos contraían o tenían relaciones sexuales con 
personas de mayor status.  
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Si recordamos que en el derecho antiguo los romanos tenían una sub clasificación 
de lo que eran las personas donde no todos optaban a ese reconocimiento por 
parte del Estado. El Sui Iuris y el Alieni Iuris eran dos personas totalmente 
diferente uno eran personas y la otra eran consideradas “reses”, es decir, “cosa” 
siendo que las personas disponían de ellos como si fueran un objeto. 
 
Según nos expresa Bacigalupo, que “la peligrosidad perdió cierta importancia 
después de la guerra, a partir de 1945. Pero, en los años sesenta y setenta se 
retomo la problemática del delincuente peligroso”. (2009,p.1558). 
 
Para hacer un análisis al contenido del derecho penal de enemigo se debe ver 
desde dos puntos distintos, y es como persona y como ciudadanos, hay muchos 
criterios de autores muy reconocidos en la doctrina jurídica y entre ellos se 
destacan Rousseau, Fichte, Hobbes, Kant entre otros. 
 
Hace una diferencia con respecto a la persona y al individuo en el que el primero 
erga omnes aceptan las imposiciones del Estado Los ciudadanos de un territorio 
determinado mientras que los segundos se consideran no ciudadanos por estar en 
contra de toda norma jurídica. Es decir, personas toscas de pensamiento y sobre 
todo de bajo nivel de principio moral y ético. 
 
“El Delincuente no puede despedirse arbitrariamente de la sociedad a través de su 
hecho”. Hobbes afirma que el delincuente deja de ser ciudadano. El ciudadano no 
puede eliminar por si mismo su status. Sin embargo sigue afirmando que la 
situación es distinta cuando se trata de una rebelión, es decir, de traición.  
 
Y por ende el delincuente tiene toda la obligación de reparar los daños 
ocasionados a la sociedad, y además tiene deberes como presupuesto la 
existencia de la sociedad, es decir, que este no se debe apartar de la sociedad por 
el hecho que antijurídico que cometió. 
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Por su parte Rousseau, explica que cualquier “malhechor”. Que ataque el 
“Derecho Social”, deja de ser “miembro” del Estado, puesto que se haya en guerra 
con este como demuestra la pena pronunciada en contra del 
malhechor.(2003,p.26) 
 
De modo que Jacobs que cita a Fichte, define al enemigo como “quien abandona 
el contrato del ciudadano en un punto en el que el contrato se contaba con su 
prudencia sea de modo voluntario o por imprevisión, en sentido estricto pierde 
todos sus derechos como ciudadano y como ser humano y pasa a un estado de 
ausencia completa de derechos” (2003, p. 27) 
 
Sigue afirmando Jacobs, sobre los ciudadanos “Que el derecho penal del 
ciudadano es el derecho de todos mientras que el derecho penal del enemigo el 
de aquello que forman contra el enemigo; frente al enemigo, es la coacción física, 
hasta llegar a la guerra”(2003,p.33). 
 
Según Bacigalupo, expresa La teoría de Gunther Jacobs, está referida 
prácticamente en la diferenciación de dos palabras que son “enemigo” y “persona”. 
Algunos ilustradores de la materia penal como Hegel y Kant, entendieron que “el 
derecho penal dotado de funciones preventivas afectaba decididamente la 
dignidad de la persona pues implicaba un tratamiento como cosas, es decir, como 
objetos materiales”.(2009,p.926). 
 
De esta manera Enrique Bacigalupo, cita a Jacobs, y explica que “cuando se habla 
del derecho penal del enemigo no se quiere significar al mismo tiempo. Procesos 
sumarios, ni penas por sospechas”.  
 
“No trata al sujeto como una persona, sino como una fuente de peligros, con una 
fuerte reducción de sus derechos procesales y de la presunción de inocencia y 
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consecuentemente, como un enemigo, por lo que, en ese caso no podría ser un 
Estado de Derecho”(2009,p.927).  
 
Además atañe Bacigalupo que Jacobs consideraba que en primer lugar “en 
distinguir entre sancionar para ratificar la norma vulnerada por el culpable, que 
considera la función genuina del derecho penal, y el tratamiento del delincuente, 
como fuente de peligro para el modelo orientador de conducta que es la norma”. 
 
“En segundo lugar, Jakobs, deduce esta configuración del sistema penal vigente 
que el derecho penal solo trata al sujeto como persona, es decir, como a alguien a 
quien se reconoce la plenitud de sus derechos, cuando es posible enrostrarle su 
culpabilidad. Cuando el derecho trata al sujeto como fuente de peligro, por el 
contrario, no la trata como persona”.(2009,p.927). 
 
El derecho penal del ciudadano mantiene en vigencia la norma mientras que la del 
derecho penal del enemigo, combate el peligro. 
 
Finalmente Fetiche, asegura que “al condenado se declara una cosa, una pieza de 
ganado”.  
 
Por su parte Kant, toda persona se encuentra autorizada para obligar a cualquier 
otra persona a entrar en una constitución ciudadana. Es decir, todas las personas 
deben estar sumisas a un Estado de Derecho y todo aquello que incumplieren 
será castigado como delincuente. 
 
Es por ello que nuestra Constitución Política en su artículo 25 numeral 2 dispone 
acerca de la seguridad Jurídica, es decir, todo Estado democrático está en la 
obligación de dar seguridad tanto a lo nacionales como a los extranjeros sin 
importar su credo político, religión etc. De tal forma que los ciudadanos deban 
comportarse de forma sutil para vivir en armonía en la sociedad.    
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Es importante señalar que a raíz que fue aprobada por la Ley 745, misma que 
reforma parcialmente el artículo 87 del Código Penal 641, Ley de Ejecución, 
Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal. Por la Asamblea Nacional, 
el primero de diciembre del año dos mil diez entrando en vigencia en la Gaceta 
Número 16  Diario Oficial del día 26-01-2011. Mismo que ha causado diversas 
opiniones al respeto sobre todo a los juristas y estudiosos de la materia a nivel 
Nacional. 
 
Sin embargo consideró, que el artículo 44 de la misma rompe con el modelo 
garantista y humanitario que tiene nuestro ordenamiento Jurídico, además de que 
este tiene roce con nuestra carta magna y otras leyes inferiores como el Código 
Penal y el Código Procesal Penal (Ley 745.2010)  
 
Por lo cual se violentan los principios de presunción de inocencia y el de legalidad, 
nuestro sistema penal es de carácter acusatorio y no inquisitivo con ello quiero 
decir, que resulta contradictorio que se crea a un ciudadano inocente y se le 
imponga la prisión preventiva.     
 
En la actualidad la aplicabilidad de esta Ley sobre todo siendo el caso que nos 
ocupa al artículo 44, del Juez técnico, nos distancia cada día más del modelo 
anterior que teníamos, es decir, una norma penal garantista y humanitaria valga la 
redundancia y así nos acercamos a un derecho penal de autor y no humanista.  
  
El juez a solicitud de parte acusadora podrá decretar la prisión preventiva, todo 
base legal que le otorga al juez, una discrecionalidad de aplicar o no la prisión 
preventiva con aplicación estricta del criterio racional y las reglas de la lógica, 
tomando en cuenta, la peligrosidad del privado de libertad. sin que pueda ser 
sustituida por otra medida cautelar, en aquellos delitos graves relacionados con el 
consumo o tráfico de estupefacientes, sicotrópicos y otras sustancias controladas 
o con lavado de dinero y activos provenientes de actividades ilícitas, y los que sí, 
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consideran que el juez puede aplicar la prisión preventiva, en base a la finalidad 
de asegurar la eficacia del proceso, garantizar la presencia del acusado y regular 
la obtención de las prueba, pero sobre todo, ésta debe de intentar garantizar la 
seguridad y bienestar del bien común de las personas, es decir debe de ser la 
última ratio por parte del Estado, establecido en el art. 166 del CPP. 
 
Y por ende que el CPP debe ser garantista a una persona determinada, sino de 
todas las personas de un contexto territorial, pero con la entrada en vigencia y 
aplicación del artículo 44 de la ley 745, que es posterior al código procesal penal y 
al código penal, además de aumentar dos delitos más de los establecidos en el 
art. 565 del código penal para el conocimiento de un juez técnico, es decir, 
sustraerlo del derecho que tiene todo imputado de ser juzgado por un jurado, 
establecido en los art. 12 y 293 del código procesal penal, excepto como se dijo 
antes, en las causas por delitos graves establecidos en el art. 173, número. 3 
inciso. C, párr. 2do en su parte pertinente. 
 
El juez puede aplicar la prisión preventiva, sin importar la trascendencia y 
consecuencias que éste ha tenido en otros cuerpos legales, anteriores a ella, tales 
como, los roces con la Constitución Política, en cuanto a los principios y garantías 
que ésta establece para todos los procesados o aquellos que puedan estar siendo 
investigados por los órganos procesales como son la Policía Nacional y el 
Ministerio Publico quienes son los únicos encargados de recepcionar las 
denuncias y dar seguimiento a las investigaciones correspondiente y es por ello 
que en sus artículos siguientes:  
 
Son principios de la nación nicaragüense: el respeto a la dignidad de la persona 
humana; articulo 5 de la Constitución.- “Toda persona tiene derecho: núm. 1 A la  
libertad individual”; articulo 26 Cn.- “Toda persona tiene derecho: núm. 3 Al 
respeto de su honra y reputación”; articulo 27Cn.- “Todas las personas son 
iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección”; articulo 33 Cn.- “Nadie 
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puede ser sometido a detención o prisión arbitraria ni ser privado de su libertad”; 
articulo Cn 34.- “Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a las 
siguientes garantías mínimas: núm. 1 A que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad conforme la ley, núm. 3 A ser sometido al juicio por 
jurados en los casos determinados por la ley”; articulo 160 Cn.- “La administración 
de la justicia garantiza el principio de la legalidad; protege y tutela los derechos 
humanos mediante la aplicación de la ley en los asuntos o procesos de su 
competencia”; articulo 164 Cn.- “Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
núm. 7Nombrar o destituir a los jueces, médicos forenses y registradores públicos 
de la propiedad inmueble y mercantil de todo el país, de conformidad con la 
Constitución y la ley”; articulo 165 Cn.- “Los magistrados y jueces en su actividad 
judicial, son independientes y sólo deben obediencia a la Constitución y a la ley”; 
articulo 167 Cn.- “Los fallos y resoluciones de los tribunales y jueces son de 
ineludible cumplimiento para las autoridades del Estado, las organizaciones y las 
personas naturales y jurídicas afectadas”. 
 
Seguidamente, la Ley de Ejecución, Beneficios y Control, Jurisdiccional de la 
Sanción Penal, en su art.44, ha derogado los artículos 5, 6 y 8 de la LOPJ, Ley 
260, sometido a conocimiento de la Autoridad Judicial, y ésta, considere en su 
sentencia que una norma, de cuya validez depende el fallo, es contraria a la 
Constitución Política, debe de declarar su inaplicabilidad, es decir, en cuanto al 
control constitucional que deben de ejercer los jueces, y lo relacionado a la 
independencia del poder Judicial, así como la de los magistrados y jueces en su 
actividad jurisdiccional y todas sus actuaciones, pero además, este articulo a ha 
trascendido y derogado parcialmente hasta el art. 2 inc. 7, Ley de Carrera Judicial. 
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Derecho comparado con Costa Rica, España y Nicaragua 
 
Nicaragua 
 
Según nuestra carta magna en su (Art. 39Cn in fine). En Nicaragua, el sistema 
penitenciario es humanitario y tiene como objetivo fundamental la transformación 
del interno para reinsertarlo a la sociedad. Por medio del sistema progresivo 
promueve la unidad familiar, la salud, la superación educativa, cultural y la 
ocupación productiva con remuneración salarial para el interno. Las penas tienen 
un carácter reeducativo. Las mujeres condenadas guardarán prisión en centros 
penales distintos a los de los hombres y se procurará que los guardas sean del 
mismo sexo. 
 
En Nicaragua los recursos y peticiones tienen que ser interpuestos por escrito por 
la persona condenada o su representante ante el Juzgado de Ejecución y de 
vigilancia penitenciaria cuando se trata de quejas o resoluciones administrativas 
dictadas oficiosamente por la autoridad penitenciaria, la persona condenada 
inconforme tendrá un plazo máximo de un mes para presentar la respectiva queja 
a partir de la notificación de la resolución para que el Juez convoque a audiencia 
en un plazo de tres días para que aleguen lo que tengan a bien y ofrezcan 
pruebas, en el mismo acto el Juez solicitará un informe a la Autoridad penitenciaria 
con un plazo máximo de cinco días, luego se convoca a audiencia oral con la 
presencia de las partes, sin necesidad de la remisión de la persona condenada, 
cuando la presencia de su representante legal sea suficiente para asegurar su 
derecho de defensa. Evacuada la prueba se resolverá el incidente en un plazo de 
cinco días todo de conformidad al Artículo 27 de la Ley 745.-  
 
En nuestra legislación de acuerdo a la ley 745 contempla que el Juez de Ejecución 
realizara estas visitas dos veces por mes. Debe velar por el efectivo cumplimiento 
de la sanción impuesta, controlará la aplicación del régimen penitenciario y el 
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respeto de las finalidades constitucionales y legales de las penas y medidas de 
seguridad. 
 
En Nicaragua los ubican en las mismas cárceles en régimen de adaptación. Lo 
que hace más difícil tanto para los jueces de ejecución de sentencia y vigilancia 
penitenciaria. 
 
Suspensión de la pena de prisión  
 
Los jueces o tribunales sentenciadores podrán dejar en suspenso la ejecución de 
las penas privativas de libertad de hasta cinco años mediante resolución motivada; 
para ello atenderán fundamentalmente a la peligrosidad criminal del delincuente.  
 
España. 
 
Sin embargo en la Constitución Española y en correspondencia al (Art 25.2 in 
fine). Dispone  
 
“Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas 
hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos 
forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma 
gozará de los derechos fundamentales de este capítulo, a excepción  de los que 
se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido 
de la pena y la Ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo 
remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como 
el acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad”. 
 
La Justicia en España es gratuita y se administra de forma diferente en función de 
la legislación aplicable en cada comunidad autónoma.  
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La Ley Española dice que el Juez de Ejecución Visitara periódicamente los centros 
penitenciarios. El Juez de Ejecución es competente para salvaguardar los 
derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones del cumplimiento de 
los preceptos del Régimen Penitenciario. 
 
Además los internos tienen derecho de formular peticiones y quejas se encuentra 
claramente establecido por el art. 50 del Reglamento de la Ley Penitenciaria. Las 
peticiones o quejas pueden ser verbales o por escrito, incluso en sobre cerrado. 
Corresponde al Director hacer llegar las quejas y peticiones a las autoridades u 
organismos competentes (art. 53 R.).  
 
En España procede en las penas no superiores a 2 años. El resto es exacto Art. 
80CP. 
 
El plazo de suspensión será por un período de prueba de dos a cinco años para 
las penas privativas de libertad de hasta cinco años, y de tres meses a dos años 
para las penas leves y se fijará por los jueces o tribunales, previa audiencia a las 
partes, atendidas las circunstancias personales del delincuente, las características 
del hecho y la duración de la pena. 
 
Costa Rica. 
 
Quiero hacer mención que el país de Costa Rica, no reconoce ni estipula en su 
Constitución Política sobre la reeducación y reinserción social que tienen los 
privados de libertad una vez que se le impone una pena por un delito que hayan 
cometido. Por su parte el nuevo código procesal penal Costarricense recoge esta 
institución en su artículo 74 y numera cuales son las funciones, al respeto dice “los 
jueces de ejecución penal tienen a su cargo el control de la ejecución de la 
sentencias, de la suspensión condicional del procedimiento, de la sustanciación y 
resolución de todas las cuestiones que se planteen sobre la ejecución de la pena.”  
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El juez de la ejecución de la pena y de forma particular tiene las funciones 
especificas que abarcara este funcionario las encontramos en el artículo 437 del 
citado código, indicando lo siguiente. 
 
El juez de ejecución vigila el cumplimiento necesario de las sentencias 
condenatorias y resuelve todas las cuestiones que se deriven durante la ejecución, 
dispone de las inspecciones y visitas de establecimientos penitenciarios 
 
Sin embargo haciendo un análisis al derecho comparado nuestro país vecino 
manifiesta en su legislación que la Suspensión Condicional de la pena, que es una 
denominación semejante al Código Penal como condena de la ejecución 
condicional estipulado en el artículo 59 del CPCR( Código Penal de Costa Rica). 
 
Según Mario Houed Vega (2007,p.83). “art. 59 in fine, al dictar sentencia, el Juez 
tendrá la facultad de aplicar la condena de ejecución condicional cuando la pena 
no exceda de tres años y consista en prisión o extrañamiento2. 
 
Y siendo el caso que nos ocupa de la suspensión condicional de la pena, la norma 
positiva de Costa Rica, en su Código Penal en su artículo 60 dispone los requisitos 
que estos deben cumplir para que pueda brindárseles este beneficio. 
 
a) Ser delincuente “primario”. 
b) Un análisis de la personalidad del imputado. 
c) Un análisis de su vida anterior al delito. “que se haya conformado con las 
normas sociales”. 
d) Un análisis de su comportamiento con posterioridad al mismo. 
“especialmente en su arrepentimiento y deseo de reparar en lo posible las 
consecuencias del acto”. 
                                                 
2 Según Cabanellas G. p.161. El Diccionario Jurídico elemental. La palabra extrañamiento significa. “pena 
consistente en la expulsión del territorio nacional de quien ha sido condenado por los tribunales de justicia, y 
mientras dure la condena. 
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e) Un análisis de los móviles, caracteres y circunstancias que rodearon el 
hecho. 
 
En conclusión Nicaragua y España, son iguales en cuanto a la Suspensión Penal 
es decir, Nicaragua es una copia fiel del país Europeo, mientras la República de 
Costa Rica tiene más requisitos que deben cumplir los privados de libertad.  
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Conclusiones 
 
 En Nicaragua los antecedentes de la privación de libertad no revistió el 
mismo fin, es decir, no llego a ser considerada como pena y data desde la 
época prehispánica, sin embargo la pena fue considerada como una 
medida de custodia preventiva, es decir, la cárcel ocupaba un lugar 
secundario. Pero no así existían conductas reprochables para la sociedad, 
como por ejemplo; el cohecho, el aborto, el adulterio, el homicidio, que eran 
merecedoras de la pena de muerte. Desde la época de los Aztecas, las 
penas se dividían en leves y graves y durante los tres siglos que perduro la 
época colonial existieron las primeras normas jurídicas como la partidas de 
Alfonso el Sabio, pero la ley creadora de los Ministerios de Estado del 22 de 
agosto de 1979, bajo la dependencia orgánica y funcional del Ministerio del 
interior el 27 de octubre se crea la Dirección General del Sistema 
Penitenciario Nacional, como el organismo encargado de ejecutar las penas 
privativas de libertad que dictaren las autoridades competentes. 
 Considero que una de las más importantes leyes que dieron inicio a la 
reeducación y readaptación social de los reos dentro del Sistema 
Penitenciario fue la promulgación de la orden número 069-86 del 21 de 
octubre de 1986, del Ministerio del interior, en donde se recurrió al Régimen 
Abierto y al trabajo productivo. 
 Los Jueces de Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria tienen dos 
vías administrativas que son: Ejecución de la pena y Velar por las garantías 
y derechos fundamentales que tienen los reos dentro de los Centros 
Penitenciarios. 
 Para optar a este beneficio de la Suspensión de Penas, es necesario los 
requisitos del art. 88 Cp., es decir, que haya sentencia firme, que el 
condenado sea primario y sobre todo que haya resarcido las 
responsabilidades civiles que este ocasiono a la persona perjudicada. 
 Con relación al derecho comparado considero que las normas positivas 
entre España y Nicaragua son idénticas en cuanto a la Suspensión de la 
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Pena sin embargo Costa Rica es más estricta, es decir, tiene otros 
elementos que los imputados deben cumplir para la obtención de este 
beneficio. 
 En el año 2008 con la reforma penal en nuestro país se dio un gran avance 
en la protección de los derechos y garantías no solo de los acusados y 
procesados, también de las víctimas, ya que hasta el mes de enero del 
presente año contábamos con un Código Penal garantista, en el cual de 
detallan de manera clara cuales son los incidentes que se pueden solicitar 
en la etapa de ejecución de sentencia y el procedimiento a seguir en estos 
casos. 
 Es a partir del 26 de enero de 2011 con la entrada en vigencia de la Ley 
745, Ley de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción 
Penal es que se da un retroceso en cuanto a la regulación y aplicación de 
los incidentes a favor de los privados de libertad, ya que a como quedó 
claramente establecido durante el abordaje del presente trabajo 
monográfico, esta ley restringe muchos de los derechos que se le habían 
reconocido a los privados de libertad en el Código Penal, Ley 641, así 
mismo restringe derechos consagrados en la Constitución Política.  
 Finalmente me es imperante mencionar que desde los acontecimientos en 
Estados Unidos el 11 de Septiembre del 2001 los Estados de derecho han 
tratado prevenir futuros casos de terrorismo y el crimen organizado todo 
con la finalidad delo bien común, sin embargo muchos autores como Kant, 
Jacobs, consideran que a un enemigo no he de destruirse sino a un 
ciudadano, y por ello expresa Jacobs que al “sujeto no se trata como 
persona, sino como una fuente de peligros, con una fuerte reducción de sus 
derechos procesales y de la presunción de inocencia y consecuentemente, 
como un enemigo, por lo que en ese caso no podría ser un Estado de 
derecho”. 
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Recomendaciones 
 
 Lamentablemente en la etapa de Ejecución de Sentencia los cinco jueces 
de la Circunscripción Managua, están aplicando retroactivamente la Ley 
745, Ley de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción 
Penal, esto contraviniendo lo establecido en el artículo 38 de nuestra 
Constitución Política y a lo establecido en la propia Ley 745, Ley de 
Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal en su 
artículo 73, ya que están denegando el incidente de suspensión de pena en 
los delitos de robo, por ejemplo, a demás que esta ley establece requisitos 
distintos en cuanto a la pena por el delito cometido para poder solicitar 
dicho incidente por lo que se están vulnerando derechos fundamentales de 
los privados de libertad. 
 
Se debe dejar plenamente establecido que la aplicación de la Ley 745, Ley 
de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal, se 
debe de hacer a partir del día 26 de enero de 2011 ya que la aplicación 
retroactiva de la misma lo que hace es aplicar el principio general de 
irretroactividad de la norma penal, lo cual está prohibido no solo en nuestra 
legislación, sino también en todas aquellas naciones que se estructuren 
bajo la figura de un Estado de Derecho. 
 Que el Estado de Nicaragua, garantice una infraestructura acorde a las 
necesidades de los privados de libertad, mediante un sistema progresivo, con 
la finalidad para reinsertarse a la sociedad. 
 Que a la hora de seleccionar al personal que laborará en nuestros centros 
penitenciarios, se contrate a personas con una vocación de servicio ya que 
muchas veces cuando los funcionaros laboran por la necesidad de los 
ingresos se presta a que estos no entiendan o comprendan la situación de 
los privados de libertad y es aquí cuando se dan las violaciones a los 
derechos fundamentales de los privados de libertad dentro de las prisiones. 
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 A que los funcionarios de los Centros Penitenciarios tengan mayor 
capacitación técnica referente a la humanización de que deben tratar a los 
privados de libertad. 
 A que la Policía Nacional, deje de ser un medio coercitivo para los 
funcionarios del Ministerio Público y los Jueces sentenciadores ya que no 
estamos en un sistema inquisitivo sino en uno acusatorio. 
 Se debe de garantizar el cumplimiento a los establecido en la Ley 473, Ley 
de Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena, ya que en ambas 
disposiciones se establecen derechos y garantías que deben de ser 
cumplidos no solo por los funcionarios de los centros penitenciarios, sino 
también por parte de los internos, a demás en ambas disposiciones se 
procura la reeducación y reinserción de los privados de libertad en nuestra 
sociedad. 
 Considero necesario que existan un Juez de Ejecución de la Pena y otro 
Juez de Vigilancia Penitenciaria. Es decir, los privados de libertad tendrían 
una atención con mayor celeridad procesal, dentro de las instalaciones 
penitenciarias. 
 Finalmente quiero concluir que el artículo 44 de la Ley 745, sea declarado 
inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia por violentar los derechos 
y garantías de los procesados en un juicio en primera instancia. 
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Anexo 
 
LEY DE EJECUCIÓN, BENEFICIOS Y CONTROL 
JURISDICCIONAL DE LA SANCIÓN PENAL 
La Asamblea Nacional de la República de Nicaragua; 
 
En uso de sus facultades; 
 
Ha dictado; 
 
La siguiente: 
 
LEY DE EJECUCIÓN, BENEFICIOS Y CONTROL JURISDICCIONAL DE LA SANCIÓN PENAL 
 
Capítulo I 
Principios y disposiciones generales 
 
Artículo 1. Objeto de la ley 
El objeto de la presente Ley es regular el control jurisdiccional de la ejecución de las sanciones 
penales, la vigilancia penitenciaria, el seguimiento de las medidas de seguridad y establecer el 
procedimiento para la tramitación y resolución de los incidentes correspondientes, garantizando la 
finalidad reeducativa de la pena y la reinserción en la sociedad de la persona condenada. 
 
Artículo 2. Legalidad y garantía ejecutiva 
Nadie podrá ser sometido a la ejecución de una pena o medida de seguridad que no esté 
establecida por sentencia firme dictada por autoridad competente. 
 
El control de legalidad de los actos de la autoridad administrativa, será ejercido por el Juez de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. No podrán aplicarse sanciones o medidas administrativas, si 
no es mediante resoluciones debidamente motivadas y firmes. 
 
La sanción penal se ejecutará en la forma establecida por la Constitución Política de la República 
de Nicaragua, los instrumentos internacionales ratificados por la República de Nicaragua, las leyes 
y sus reglamentos, de conformidad con el principio de legalidad. 
 
Artículo 3. Respeto a la dignidad e igualdad 
En la ejecución de la pena y medidas de seguridad toda persona condenada deberá ser tratada 
con el debido respeto a la dignidad inherente al ser humano, con protección de los derechos que 
de ella se derivan y en condiciones de igualdad, sin discriminación por razón de nacimiento, 
nacionalidad, credo político, sexo, raza, religión, idioma, opinión, origen, posición económica o 
condición social. 
 
El Estado debe garantizar la integridad física, moral o psicológica de las personas condenadas, los 
que no podrán ser sometido a torturas, procedimientos, penas ni tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 
 
Las autoridades judiciales y administrativas respetarán la tradición, cultura, usos y costumbres de 
los pueblos y comunidades indígenas, de conformidad a las disposiciones vigentes en el Código 
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Penal. 
 
Artículo 4. Control jurisdiccional de la sanción penal 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria velará por el efectivo cumplimiento de la sanción 
impuesta, controlará la aplicación del régimen penitenciario y el respeto de las finalidades 
constitucionales y legales de las penas y medidas de seguridad. 
 
Ejercerá el control de legalidad de las acciones u omisiones de la autoridad penitenciaria, salvo en 
lo concerniente a materia meramente administrativa cuando no afecte derechos fundamentales o 
derechos y beneficios penitenciarios. 
 
Artículo 5. Derecho de defensa 
En la ejecución de la pena y medidas de seguridad, así como en la aplicación del régimen 
disciplinario, se garantizará el derecho a la defensa.  
 
El Estado, a través de la Defensoría Pública, garantizará la asesoría legal a las personas 
condenadas que no tengan capacidad económica para sufragar los gastos de un abogado 
particular. 
 
Las resoluciones del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria serán notificadas a la 
persona condenada de conformidad a lo dispuesto en la Ley. 
 
Artículo 6. Finalidad y ejecución de la pena y vigilancia 
La sanción penal en su fase de ejecución tendrá la finalidad primordial de procurar la 
transformación de la persona condenada mediante el sistema progresivo, aplicando un conjunto de 
beneficios, derechos e incentivos que estimulen su incorporación a un plan de reeducación y la 
reinserción paulatina en la sociedad. El Estado deberá proporcionar los medios adecuados para 
lograr su fin. 
 
Artículo 7. Gratuidad de la justicia 
La justicia en Nicaragua es gratuita. No se podrá cargar a la persona condenada el costo del 
traslado a audiencias orales u otras diligencias judiciales. 
 
Artículo 8. Celeridad procesal 
En sus actuaciones los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria harán prevalecer, la 
realización pronta, transparente y efectiva de la justicia. 
 
Cuando por alguna circunstancia no se ubique el expediente judicial de la persona condenada, 
será obligación del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria asegurar su inmediata 
reposición, con la copia de sentencia o la verificación de la información necesaria que permita su 
tramitación. De la misma manera se procederá cuando por impugnación el expediente se 
encuentre en una instancia superior y sea necesario resolver un nuevo incidente. 
 
Artículo 9. Impugnación  
Las partes del proceso tienen derecho a impugnar las resoluciones emitidas por los Jueces de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Artículo 10. Proporcionalidad 
Las potestades que esta Ley otorga a los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria serán 
ejercidas racionalmente y dentro de los límites de la más estricta proporcionalidad, para lo cual se 
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atenderá a la necesidad e idoneidad de su ejercicio y a los derechos individuales que puedan 
resultar afectados. 
 
El control de proporcionalidad de los actos de la autoridad administrativa, será ejercido por el Juez 
de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Artículo 11. Intervención de la víctima 
El ofendido o víctima tiene derecho a ser parte en el proceso de ejecución de las penas y medidas, 
desde su inicio hasta su extinción o en cualquier estado en que se encuentre el proceso sin 
retrotraer los actos ya realizados, siempre y cuando solicite su intervención 
 
Artículo 12. Oralidad y publicidad 
Los incidentes se resolverán en audiencia oral y pública de acuerdo con los principios de 
inmediación y publicidad, con las partes presentes salvo limitación conforme la Constitución 
Política de la República de Nicaragua y el Código Procesal Penal. 
 
En los casos en que no sea necesario evacuar prueba se prescindirá de la audiencia oral. 
 
Artículo 13. Licitud y libertad probatoria 
Los hechos de interés en el proceso de ejecución y vigilancia penitenciaria, podrán ser probados 
por cualquier medio de prueba lícita. La prueba se valorará conforme el criterio racional y 
observando las reglas de la lógica. 
 
Artículo 14. Detención ilegítima 
La privación de libertad que exceda del plazo de la sanción impuesta, cuando se trate de efectiva 
prisión, considerando la aplicación de los beneficios penitenciarios, constituye una detención 
ilegítima. 
 
Tratándose de reclamos por detención ilegítima de libertad, cualquier persona se encuentra 
legitimada para accionar a favor de la persona condenada, sin constituirse en parte, solicitando 
directamente o a través de defensor particular o público, la intervención del Juez de Ejecución y 
Vigilancia Penitenciaria. 
 
Artículo 15. Límites de la sanción penal 
En la ejecución de la sanción penal, es ilegítima la restricción de otros derechos fundamentales no 
limitados por la sentencia impuesta, salvo las medidas administrativas necesarias para asegurar el 
efectivo cumplimiento de la pena y la seguridad del centro de detención. 
 
La sanción privativa de libertad consiste en la limitación de la libertad ambulatoria o de circulación 
de la persona condenada, bajo la custodia o control de las autoridades correspondientes. Las 
penas privativas de libertad se cumplirán sucesivamente.  
 
El día de privación de libertad equivale a veinticuatro horas, el mes a treinta días y el año a 
trescientos sesenta días. 
 
No se impondrá pena o penas que, aisladamente o en conjunto, duren más de treinta años. Para 
efectos de la aplicación de este límite, cuando la persona condenada se encuentre cumpliendo una 
sanción y se le imponga una nueva, la suma de la nueva pena más el monto pendiente de 
descontar no podrá exceder del límite constitucional. 
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Artículo 16. Descuento de la sanción privativa de libertad 
a) Extinción de pena 
 
El trabajo se reconocerá como un derecho para efecto de descuento y cumplimiento de la pena, a 
razón de un día de privación de libertad por día trabajado, una vez que la sentencia este firme, 
siempre y cuando la persona condenada se haya incorporado a alguna de las áreas artesanales, 
industriales, agropecuarias, de servicios, educativas entre otras, conforme la Ley del Régimen 
Penitenciario y de Ejecución de la Pena y su reglamento.  
 
Durante el cumplimiento de la medida cautelar de prisión preventiva, el tiempo laborado será 
abonado a la condena a razón de dos días de privación de libertad por cada día laborado.  
b) Libertad condicional 
 
Se podrá otorgar, la libertad condicional en los delitos graves y menos graves, cuando a la persona 
condenada haya cumplido las dos terceras partes de efectiva prisión, cuando concurran las 
circunstancias del Código Penal.  
 
Este beneficio solo se podrá, aplicar cuando a la persona condenada haya cumplido las tres 
cuartas partes de la pena de efectiva prisión, en los delitos de: terrorismo, secuestro extorsivo, 
tráfico y extracción de órganos y tejidos humanos, trafico de migrantes ilegales, delitos 
relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas exceptuando el 
delito tipificado de tenencia en el Código Penal, lavado de dinero bienes o activos, tráfico ilícito de 
armas, fabricación, trafico, tenencia y uso de armas restringidas, sustancias o artefactos 
explosivos, trafico ilícito de vehículos, crimen organizado, violencia domestica o intrafamiliar, delitos 
contra la libertad e integridad sexual, delitos contra el orden internacional, robo con violencia o 
intimidación en las personas, robo agravado. 
 
Cuando el delito sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá lugar a ningún 
beneficio.  
c) Incidente de Suspensión de Ejecución de la Pena 
Corresponde exclusivamente al Juez o Tribunal sentenciador establecer las condiciones de 
cumplimiento de la sanción impuesta. Esta autoridad en la sentencia de condena podrá resolver 
sobre la suspensión condicional de la pena, en los supuestos establecidos en el artículo 87 del 
Código Penal.  
 
En el caso que el Juez o Tribunal sentenciador otorgaré la suspensión de la ejecución de la pena, 
el expediente judicial será remitido inmediatamente al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, 
quien controlará el cumplimiento de las obligaciones o deberes que se le hubiesen impuesto en la 
resolución.  
Promovido el incidente ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se convocará 
audiencia a las partes para la evacuación de pruebas y su fundamentación. En caso de un trámite 
de urgencia motivada, cuando exista arraigo en el territorio nacional y se asegure contar con la 
presencia de la persona condenada cuando sea requerido, el Juez podrá conceder la libertad 
mediante caución personal, mientras se resuelve definitivamente el incidente en los plazos del arto. 
404 del Código Procesal Penal. 
 
La Suspensión de la Ejecución de la Sentencia procederá solamente en los delitos menos graves y 
en las faltas penales. Son delitos menos graves, aquellos cuyo límite máximo a imponer conforme 
a la Ley es hasta cinco años de prisión. 
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Artículo 17. Aplicación de los derechos y beneficios  
Para efectos de la extinción de pena contenida en la presente Ley, únicamente se tomara en 
cuenta el tiempo laborado. En ningún caso se podrá sumar un derecho con un beneficio o un 
beneficio con un derecho. 
 
Capítulo II 
De la jurisdicción y competencia 
 
Artículo 18. De los Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria 
Los Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria estarán organizados bajo lo dispuesto en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y demás leyes aplicables. Los funcionarios que ejerzan el cargo 
contarán con la calificación y especialización requerida y serán asistidos por un equipo 
interdisciplinario, que prestará auxilio en la gestión.  
 
Artículo 19. Competencia funcional 
Además de las funciones establecidas en el Código Procesal Penal y firme la sentencia 
condenatoria corresponderá exclusivamente al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, 
resolver los incidentes de libertad anticipada relativos a la libertad condicional, libertad condicional 
extraordinaria, suspensión de ejecución de la pena, de enfermedad, ejecución diferida, convivencia 
familiar ordinaria y extraordinaria, unificación de penas, cuando la última autoridad sentenciadora 
no lo haya resuelto, así como el abono de medidas cautelares de prisión preventiva y detención 
domiciliar no aplicado, la adecuación de pena impuesta en el extranjero, revocación de beneficios, 
la extinción y prescripción de las penas y la cancelación de antecedentes penales. 
 
La devolución de los bienes a la victima se realizará inmediatamente después de la primera 
audiencia cuando así proceda, de no realizarse la entrega el Juez de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria ordenará la misma, conforme lo ordenado en sentencia condenatoria. 
 
Los incidentes de revisión en cuanto a la modificación de la pena para la aplicación de 
retroactividad de la Ley, serán resueltos por los tribunales de revisión conforme el artículo 21 del 
Código Procesal Penal. 
 
Tratándose de personas detenidas únicamente bajo prisión preventiva, el competente para resolver 
los incidentes relativos a violación de derechos y garantías constitucionales relacionados con su 
detención o las condiciones de la misma, será el juez de la causa a cuya disposición se encuentre. 
 
Artículo 20. Competencia territorial 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria será competente para conocer de los incidentes y 
asuntos correspondientes de las personas condenadas por la autoridad judicial de su 
departamento. 
Cuando las autoridades penitenciarias efectúen el traslado de la persona condenada a otro centro 
penitenciario distinto del lugar de la circunscripción donde fue sentenciado, deberán comunicarlo al 
Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria.  
 
Los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de la jurisdicción donde se ubica la autoridad 
penitenciaria coadyuvaran con el juez competente, en la vigilancia y control de legalidad de las 
acciones u omisiones de la autoridad penitenciaria. 
Capítulo III 
Ejecución de sentencia 
 
Artículo 21. Liquidación y orden de detención 
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Una vez firme la sentencia condenatoria, esta deberá contener la suma total de la sanción 
impuesta, así como su fecha de firmeza y el período exacto de prisión preventiva o arresto 
domiciliar que debe abonarse a la sanción. Se debe prevenir a la defensa, para que dentro del 
plazo de tres días, señale si continuará con la representación del condenado en la fase de 
ejecución e indique lugar para recibir notificaciones. 
 
De no encontrarse la persona condenada, se ordenará su inmediata detención y su remisión a la 
autoridad penitenciaria competente. 
 
Asegurada la detención de la persona condenada, se adjuntará a la orden de remisión la 
certificación de la sentencia firme, remitiendo al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria el 
respectivo expediente judicial para su seguimiento y control. 
Artículo 22. Medidas correctivas 
Cuando en la visita carcelaria el juez observe alguna irregularidad violatoria de los derechos 
fundamentales de la población penal, solicitará en el mismo acto a la autoridad administrativa la 
explicación de la situación y una propuesta de solución. De no quedar resuelto el asunto en ese 
momento, se procederá conforme el numeral 1 del artículo 407 del Código Procesal Penal.  
 
El acta de visita será puesta en conocimiento del Procurador Especial de Cárceles de la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, para su conocimiento. 
 
El juez procederá a dictar la medida correctiva dentro de cinco días, notificando a la Procuraduría 
de Cárceles y la autoridad penitenciaria, quienes podrán hacer uso del derecho de impugnación. 
 
Este procedimiento no se aplicará cuando la vulneración de derechos señalada por la autoridad 
judicial sea atendida y resuelta en el acto por la autoridad penitenciaria. 
Capítulo IV 
De la vigilancia penitenciaria, medidas correctivas y control del régimen disciplinario 
 
Artículo 23. Visita carcelaria 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, conforme el artículo 407 del Código Procesal 
Penal, deberá visitar los centros de privación de libertad o de cumplimiento de medidas de 
seguridad al menos dos veces al mes, con fines de realizar inspecciones, conversatorios, 
entrevistas cuando lo considere necesario. Sin impedimento alguno para su ingreso al centro 
penitenciario o policial, la obstaculización de esta función deberá contenerla en acta e informarlo 
inmediatamente al Consejo de Administración y Carrera Judicial de la Corte Suprema de Justicia.  
 
De cada visita carcelaria levantará un acta donde haga constar su resultado, la que comunicará 
junto con la medida correctiva correspondiente al Director del Centro Penal. La Inspectoría Judicial 
velará por la efectiva visita de las autoridades judiciales a los centros penitenciarios. 
 
Artículo 24. Remisión de informe 
Remitido el expediente judicial, el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria solicitará a la 
Dirección de Control Penal del Sistema Penitenciario, la remisión en el plazo de cinco días, de un 
informe de la situación penitenciaria del interno con la proyección de las fechas de cumplimiento de 
la pena.  
 
Así mismo solicitará, en el plazo de seis meses, el envío de la correspondiente ruta progresiva, de 
conformidad con la Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena. Para las proyecciones 
de avance en el régimen progresivo y del cumplimiento de la sanción, la autoridad penitenciaria 
deberá considerar el eventual abono legal a la sanción por trabajo penitenciario, así como los 
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períodos de prisión preventiva o arresto domiciliario cumplidos por la persona condenada durante 
el proceso. 
 
Artículo 25. Revisión de la sanción disciplinaria 
Cuando la persona condenada se le imponga una medida correctiva o sanción disciplinaria, 
habiendo agotado la vía administrativa penitenciaria conforme la Ley de Régimen Penitenciario y 
Ejecución de la Pena, podrá acudir ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, mediante 
recurso de revisión.  
 
Las sanciones leves que aplique el Sistema Penitenciario no afectarán el derecho para optar a un 
beneficio legal, salvo cuando se trate de infracciones graves y reiteradas, que hayan sido 
impuestas mediante una resolución administrativa.  
 
Solicitada verbalmente la revisión de la sanción ante el funcionario notificador de la autoridad 
administrativa, se remitirá de inmediato el expediente disciplinario original o copia certificada y 
completa del mismo, al Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
Del reclamo se debe convocar a las partes dentro del plazo de cinco días, para que expresen lo 
que tengan a bien y ofrezcan pruebas. Evacuada la prueba se resolverá el asunto dentro del plazo 
de cinco días. Lo resuelto no tiene recurso de apelación. El procedimiento de revisión de sanción 
disciplinaria tiene efecto suspensivo. 
 
Artículo 26. Aprobación de medida de aislamiento 
La autoridad penitenciaria solicitará al Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, la 
aprobación de toda medida de aislamiento, ubicación en celda individual o contingente de 
seguridad que se prolongue por más de cuarenta y ocho horas. A la solicitud se adjuntará la 
medida impuesta administrativamente, valoración médica de la persona condenada y los motivos 
que justifican y hacen necesaria la misma, así como el período exacto máximo de la medida que se 
pretende. 
 
El juez procederá de oficio y de inmediato a resolver comunicándolo a la autoridad penitenciaria y 
solicitando en ese mismo acto un defensor público que represente a la persona condenada, 
cuando no tenga defensor particular, quedando la Defensoría Pública notificada de la resolución 
dictada. La resolución podrá ser apelada por las partes y por la administración penitenciaria, dentro 
del plazo de tres días. 
 
La facultad de la administración penitenciaria de aplicar medidas de aislamiento hasta por cuarenta 
y ocho horas, tratándose de un mismo interno, no podrá aplicarse más de dos veces en un período 
de seis meses. De ser necesaria aplicar nuevamente la medida, se requerirá la autorización del 
Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Capítulo V 
Incidentes de ejecución y vigilancia penitenciaria 
 
Artículo 27. Incidente de peticiones o queja 
A través del incidente de peticiones o queja la persona condenada o su representante, podrá 
plantear ante el Juzgado de Ejecución y de Vigilancia Penitenciaria, el reclamo de sus derechos 
fundamentales o penitenciarios denegados expresa o tácitamente por la administración 
penitenciaria. 
 
Tratándose del reclamo contra resoluciones administrativas dictadas oficiosamente por la autoridad 
penitenciaria, la persona condenada inconforme tendrá un plazo máximo para presentar la 
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respectiva queja, de un mes, a partir de la comunicación o notificación de la resolución. 
 
Interpuesta la queja o presentada la petición, si es necesario el Juez de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria convocará audiencias a las partes dentro de un plazo de tres días, para que aleguen 
lo que tenga a bien y ofrezcan pruebas; en el mismo acto de oficio se solicitará un informe dentro 
del plazo máximo de cinco días. De no remitirse el informe oportunamente, de inmediato se 
convocará al responsable administrativo a audiencia oral con la presencia de las partes, sin 
necesidad de la remisión de la persona condenada, cuando la presencia de su representante legal 
sea suficiente para asegurar su derecho de defensa. 
 
Evacuada toda la prueba, se resolverá el incidente dentro del plazo de cinco días. 
Artículo 28. Trámite para el incidente de libertad condicional 
La solicitud deberá presentarse por escrito ante la autoridad judicial competente. El Juez requerirá 
a la autoridad penitenciaria, la remisión dentro del plazo máximo de ocho días más el término de la 
distancia el informe de evaluación de conducta y el pronóstico individualizado de reinserción social 
correspondiente de la persona condenada, donde conste su desenvolvimiento dentro del penal, 
sus recursos externos de apoyo y deberá contener el grado de peligrosidad social; determinado de 
manera medible y objetiva, tomando en cuenta la reincidencia delictiva, el modo de cometer el 
hecho delictivo y el tipo de delito. 
 
En el mismo auto de trámite, se convocará audiencia a las partes para que aleguen lo que tengan 
a bien y evacuen las pruebas. De no remitirse el informe oportunamente, se convocará a la 
autoridad penitenciaria a la audiencia oral correspondiente para que en ese acto rinda su informe.  
 
Cuando sea necesario obtener mayor información o pruebas que evacuar, el Juez aún de oficio o a 
petición de parte abrirá a pruebas el incidente por un plazo de ocho días, después del cual decidirá 
mediante sentencia dentro de un plazo de cinco días.  
 
De ser necesario la autoridad podrá suspender la audiencia por el plazo máximo de sesenta 
minutos y en el acto procederá a comunicar a las partes su decisión, exponiendo las razones o 
motivos de la misma y dejando constancia en el acta correspondiente.  
 
Artículo 29. Condiciones de cumplimiento de la libertad condicional 
El Juez, al conceder la libertad condicional, podrá imponer a la persona condenada, por el plazo 
que resta para el efectivo cumplimiento de la sanción, alguna o algunas de las siguientes 
condiciones, de acuerdo con las particularidades del caso y con fundamento en la prueba 
evacuada: 
a) La obligación de someterse al cuidado y vigilancia de un familiar o responsable o institución 
determinada, que informará regularmente al Juzgado; 
b) La obligación de presentarse periódicamente ante el Juzgado que se designe; 
c) La prohibición de salir del país; 
d) La obligación de tener un domicilio fijo y conocido, mismo que solo podrá modificar con 
autorización del Juzgado; 
e) La prohibición de acercarse o perturbar a la víctima o sus familiares; 
f) La obligación de realizar un oficio, trabajo o incorporarse a programas educativos, de 
capacitación o formativos; 
g) La prohibición de consumir bebidas alcohólicas o drogas o visitar determinados lugares o 
establecimientos; 
h) La prohibición de tenencia o portación de armas; 
i) La prohibición de conducir vehículos automotores; 
j) El ingreso a un centro para el tratamiento de adicciones o su sometimiento a un tratamiento 
médico externo; 
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k) Las condiciones o restricciones propuestas por el propio condenado o cualquier otra condición 
necesaria que se torne útil en función de asegurar el cumplimiento, siempre que sea respetuosa de 
la dignidad humana, sus derechos fundamentales y de factible cumplimiento conforme a su 
situación socioeconómica. 
Artículo 30. Notificación personal de la libertad condicional a la persona privada de libertad 
La sentencia que otorgue el beneficio de libertad condicional, deberá ser notificada de forma 
personal a la persona condenada para darle a conocer las condiciones bajo las cuales se le otorga 
el beneficio y las consecuencias de su incumplimiento.  
 
Artículo. 31. Informe de incumplimiento y revocatoria cautelar 
En caso de que se remita informe de incumplimiento de las condiciones impuestas, el juez podrá 
modificar cautelarmente las condiciones dictadas u ordenar la revocatoria provisional del beneficio 
por el plazo de tres meses, mientras se resuelve en definitiva el asunto, previa garantía de defensa 
y audiencia oral. 
 
Artículo 32. Revocatoria del beneficio de libertad condicional 
La libertad condicional será revocada o modificada: 
a) Por incumplimiento grave de alguna de las condiciones fijadas por el Juez; y  
b) Por la comisión de un nuevo delito, sancionado con pena privativa de libertad mayor de seis 
meses, durante el período de prueba. 
 
Tendrán recurso de apelación, las resoluciones que modifiquen las condiciones u ordenen la 
revocatoria cautelar o definitiva. 
 
Revocada definitivamente la libertad condicional, la persona condenada deberá cumplir el monto 
de la pena pendiente a partir de la fecha en que la autoridad judicial determine que se produjo el 
incumplimiento del beneficio. Transcurrido el plazo de la libertad condicional sin que haya sido 
revocada, la pena quedará extinguida en su totalidad. 
 
Artículo 33. Incidente de libertad condicional extraordinaria 
Para resolver el beneficio de libertad condicional extraordinaria establecida en el artículo 97 del 
Código Penal, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos anteriores.  
 
Artículo 34. Incidente de enfermedad 
El incidente de enfermedad, se tramitará de acuerdo a lo dispuesto en el Código Procesal Penal y 
la presente Ley. En aquellos casos en que esté en grave riesgo la salud o vida de la persona 
condenada, el juez procederá de oficio o a instancia de parte. 
 
Presentado el incidente, se convocará audiencia a las partes para que expresen lo que tengan a 
bien y ofrezcan prueba por el plazo máximo de tres días. En el mismo auto, de oficio, se ordenará 
remitir a la persona condenada para la valoración del médico forense. De ser necesario se convoca 
nueva audiencia para la evacuación de pruebas dentro de un plazo de ocho días y el juez resolverá 
dentro del plazo de cinco días. 
 
La autoridad penitenciaria al trasladar a la persona condenada al médico forense, deberá remitir el 
expediente de salud del interno.  
 
Artículo 35. Incidente de ejecución diferida  
Planteado el incidente de ejecución diferida, el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, 
convocará a audiencia dentro de un plazo máximo de tres días, si fuese necesario incorporar 
mayores elementos probatorios, aún de oficio abrirá a pruebas por un término de ocho días, 
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transcurrido el mismo, el Juez decidirá dentro de un plazo máximo de cinco días. Las pruebas se 
incorporaran de acuerdo a lo establecido en las disposiciones comunes de la presente Ley. 
 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria tramitará la libertad de convivencia familiar 
extraordinaria a personas mayores de setenta años o los que padezcan de enfermedades crónicas 
o en fase terminal y a las internas en periodo pre y post natal que no tengan las condiciones 
adecuadas en el centro penitenciario, observando el procedimiento para la ejecución diferida y 
tomando en cuenta las disposiciones de la Ley Nº 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución 
de la Pena en lo que no se oponga a la presente Ley. 
 
Artículo 36. Incidente de unificación de penas 
Al resolverse la unificación de penas se garantizará el efectivo respeto al límite constitucional de 
las penas y las reglas del concurso real retrospectivo. Cuando la unificación de penas no haya sido 
resuelta por la última autoridad sentenciadora, conforme lo establece el artículo 408 del Código 
Procesal Penal le corresponderá hacerlo al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Para resolver la incidencia, el juez solicitará a las autoridades correspondientes un informe de las 
sentencias condenatorias dentro del plazo de cinco días. Una vez radicados los expedientes 
judiciales ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, procederá a resolver la incidencia, 
convocando a las partes para que se expresen lo que tengan a bien sobre la unificación de pena y 
el Juez resolverá dentro del plazo de cinco días.  
 
Artículo 37. Incidente de adecuación de las penas impuestas en el territorio nacional 
La adecuación de las penas es el mecanismo por el cual, se garantiza que las penas impuestas no 
excedan el máximo constitucional de los treinta años. 
 
Para resolver este incidente, el juez de oficio requerirá a la autoridad administrativa que presente 
un informe, en el plazo máximo de cinco días, de la situación jurídica y penitenciaria de la persona 
condenada y del monto pendiente por descontar, a partir del momento que resulte de interés 
determinar. El Juez convocará a las partes dentro del plazo de tres días para que expresen lo que 
tengan a bien, resolviéndose el incidente en el plazo de cinco días. 
 
Artículo 38. Incidente de adecuación de las penas de las sentencias impuestas en el 
extranjero 
La adecuación de las penas es el mecanismo por el cual, se garantiza que las penas impuestas en 
el extranjero no excedan el máximo constitucional de los treinta años. 
 
De previo la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, examinará si cumple con los requisitos de 
transferencia de la persona condenada, se pronunciará sobre su admisión, designando al Juez de 
Ejecución que adecuará la pena, cuyo asiento corresponda al domicilio de la persona condenada.  
 
Radicado el expediente y habiéndose trasladado la persona condenada al territorio nacional, el 
Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria celebrará audiencia oral con la finalidad de hacer de 
su conocimiento las garantías y derechos que le asisten. En el caso que la persona condenada no 
designe defensor, el Juez de oficio solicitará dentro de un término de cuarenta y ocho horas a la 
Defensoría Pública el nombramiento de un Defensor. Inmediatamente se notificará a las partes la 
nueva audiencia para adecuación de la pena, en la que se incorporará las diligencias practicadas, 
resolviendo la autoridad dentro del término de cinco días. 
 
Si la persona condenada viniera del extranjero con una pena superior a la establecida en nuestra 
legislación, se adecuará a ésta. 
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Artículo 39. Incidente de convivencia familiar ordinaria  
Corresponde al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitencia otorgar el beneficio de convivencia 
familiar, a propuesta fundamentada del Director del Centro Penitenciario o a instancia de las 
partes. A la solicitud de la dirección penitenciaria deberá adjuntarse: 
a) Constancia del cumplimiento del porcentaje de permanencia en régimen abierto. 
b) Evaluación y análisis del Consejo Evaluativo y del equipo interdisciplinario. 
 
Cuando lo promueva la parte, se requerirá a la autoridad penitenciaria remitir la referida constancia 
y evaluación dentro del plazo de diez días. Recibida la documentación penitenciaria, se convocará 
audiencia a las partes para que expresen lo que tengan a bien, resolviendo el Juez en el plazo de 
cinco días.  
 
Corresponderá al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria dar seguimiento y control a los 
deberes impuestos a las personas que gocen del régimen de convivencia familiar.  
 
Al aprobarse el beneficio de convivencia, el Juez podrá imponer a la persona condenada las 
condiciones que estime conveniente para asegurar su reinserción social. Respecto a la 
modificación o aplicación de las condiciones que regirán lo establecido para el beneficio de libertad 
condicional. 
 
Artículo 40. Incidente de abono de prisión preventiva no aplicada 
La prisión preventiva no aplicada por sentencia de no culpabilidad, será abonada por el Juez de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria a una causa distinta, cuando se trate del supuesto del artículo 
68 del Código Penal. 
 
Este incidente procederá a instancia de parte, de la administración penitenciaria o incluso de oficio. 
El Juez ordenará a la autoridad correspondiente emitir un informe que deberá contener: el período 
de prisión preventiva no aplicada, la fecha de los hechos de la causa que generó la aplicación de la 
prisión preventiva no aplicada y la fecha de los hechos de la sentencia que se cumple. Recibido el 
informe se convocará audiencia a las partes para darlo a conocer y expresen lo que tengan a bien, 
resolviendo el Juez en el plazo de cinco días.  
 
Artículo 41. Incidente de extinción de la pena 
Se tramitará el incidente de extinción de la pena: 
1. Por el cumplimiento día a día de la pena impuesta, cuando voluntariamente no se realizó 
el trabajo penitenciario o se haya restringido el derecho por disposición administrativa. 
2. Por el cumplimiento de la pena privativa de libertad, considerando el abono legal por 
trabajo penitenciario conforme lo establecido en el artículo 6 de la presente Ley. 
3. Por el cumplimiento satisfactorio del período de prueba de la suspensión de ejecución 
de la pena, de la libertad condicional y la convivencia familiar. 
4. Por el pago de la sanción de multa o de días multa impuesta. 
5. Por la efectiva prestación del trabajo en beneficio de la comunidad impuesto como 
sanción. 
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6. De manera anticipada en los siguientes casos: 
a) Por la muerte de la persona condenada; 
b) Por el vencimiento del plazo de prescripción de la pena establecido en 
el Código Penal; y 
c) Por concesión de la Asamblea Nacional, de indulto o amnistía. 
Promovido por la parte o de oficio el incidente de extinción de la sanción penal, se pedirá informe 
dentro del plazo de cinco días, a las autoridades correspondientes. El mismo se pondrá en 
conocimiento de las partes por el plazo de tres días para que expresen lo que tengan a bien, 
convocándose audiencia a las partes si fuere necesario y resolviendo el juez en el plazo de cinco 
días. 
 
Artículo 42. Incidente de cancelación de antecedentes penales 
Cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 136 del Código Penal, la persona condenada o 
su representante podrá solicitar la cancelación de sus antecedentes penales. 
 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria solicitará un informe en el plazo de cinco días al 
Registro Nacional de Antecedentes Penales y a la Dirección de Control Penal del Sistema 
Penitenciario Nacional, poniéndolo en conocimiento a las partes por tres días para que se 
pronuncien y posteriormente se resolverá la incidencia en el plazo de cinco días. 
 
Artículo 43. Disposiciones comunes 
Las siguientes disposiciones tienen el carácter general que regirá en el presente capítulo: 
1) Los incidentes en materia de ejecución de la pena se resolverán en un plazo de no más 
de tres meses. La inobservancia injustificada de los plazos establecidos en esta Ley 
implica un mal ejercicio de funciones y causa responsabilidad disciplinaria. 
2) Las evaluaciones, diagnósticos y exámenes médicos forenses elaborados por el Instituto 
de Medicina Legal, que consten en informes o dictámenes redactados al efecto se 
incorporaran a la audiencia a través de la declaración del profesional que haya realizado la 
evaluación, exámenes y demás practicas periciales forenses o en su defecto por las 
personas que los supervisó. Cuando el Juez lo estime necesario convocará a audiencia 
para proceder de la misma forma a incorporar los dictámenes o informes elaborados por 
psicólogos penitenciarios, médico penitenciario u otro perito que tenga que informar sobre 
un tema de interés para la resolución del caso planteado. 
3) En el caso de las pruebas documentales se incorporaran en cualquier incidente 
planteado ante el Juez de Ejecución con la lectura de las mismas. 
4) El período de prueba de ocho días en los incidentes de la fase de ejecución y vigilancia 
penitenciaria, podrán ser ampliados por la mitad, más el termino de la distancia.  
 
5) El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, ordenara en la sentencia que otorgue un 
beneficio legal o conceda libertad por cualquiera de las causas establecidas en la presente 
Ley, la apertura de un expediente de vigilancia post- penitenciaria, donde constaran copia 
de la sentencia que concedió el beneficio o declaración del derecho, acta de fianza, 
peticiones e incidencias del liberado condicionalmente, durante el período de prueba. 
Debiendo ingresar en dicho expediente copia de cedula de identidad y foto reciente del 
sancionado. 
 
Los incidentes se resolverán con cualquiera de las partes presentes. 
 
Artículo 44. Juez técnico  
Se realizarán con juez técnico los juicios por delitos de violencia doméstica o intrafamiliar, abigeato, 
Análisis Jurídico de la figura de la Suspensión de Pena en 
Nicaragua  
 
Wilmer José Vásquez Torrez  
 
secuestro extorsivo y crimen organizado. Esta disposición es aplicable también a los delitos 
contenidos en los siguientes capítulos: delitos contra la libertad e integridad sexual; lavado de 
dinero, bienes o activos; delitos relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias 
controladas; terrorismo; cohecho; tráfico de influencias; peculado; malversación de caudales 
públicos fraudes, exacciones y robo con violencia o intimidación en las personas y el robo 
agravado. En todos estos delitos que en la pena se clasifique como grave por su naturaleza, se 
tramitaran en prisión preventiva mientras dure el proceso hasta que se dicte sentencia. 
 
Artículo 45. Recurso de apelación y casación 
La autoridad judicial competente para conocer del recurso de apelación contra las sentencias del 
Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, será la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones de 
la circunscripción judicial correspondiente. Y para conocer y resolver del recurso de casación, será 
competente la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.  
 
Los recursos se admitirán en el efecto devolutivo. Se tramitará de conformidad con lo dispuesto en 
el Código Procesal Penal y deberán resolverse dentro del plazo máximo de un mes, a partir de su 
interposición. 
 
Capítulo VI 
Sobre la ejecución de medidas alternativas a la privación de libertad 
 
Artículo 46. Pena de días multa y multa 
Cuando la sanción penal impuesta al condenado sea de días multa o multa, una vez remitido el 
expediente al Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, para su seguimiento y control, la 
autoridad judicial determinará la fecha exacta en que vence el período para el efectivo pago de la 
suma total, los tractos o sumas sucesivas.  
 
Cuando el sancionado o su representante solicite una modificación de los plazos por variación 
sensible de su situación económica, deberá ofrecer la prueba correspondiente, se dará audiencia a 
las partes por el plazo de tres días para que se pronuncien. Vencida la audiencia y evacuada la 
prueba, la solicitud se resolverá dentro del plazo de cinco días. 
 
Artículo 47. Conmutación de la pena de días multa 
Cuando no se haya satisfecho la sanción de días multa impuesta, se procederá a la conmutación 
de la misma por trabajo en beneficio de la comunidad, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 65 del Código Penal. La resolución que ordena la conmutación deberá ser notificada 
personalmente al sancionado, al que se le prevendrá señalar si acepta la misma, so pena de 
imponer un día de prisión por cada ocho horas de trabajo no aceptado. El seguimiento y control de 
la conmutación se realizará de conformidad con el procedimiento establecido para la aplicación de 
la pena de prestación de trabajo en beneficio de la comunidad. 
 
En caso de que el individuo no acepte o incumpla con el trabajo en beneficio de la comunidad, se 
procederá a la imposición de la pena privativa de libertad, de conformidad con lo establecido en el 
párrafo segundo del artículo 65 del Código Penal, previo derecho de defensa.  
 
Contra la resolución que ordena la conmutación por trabajo en beneficio de la comunidad y la que 
impone la pena privativa de libertad procede el recurso de apelación. 
 
Artículo 48. Conmutación de la pena de multa 
De no haberse satisfecho la sanción de multa se procederá a la conmutación de la pena, de 
conformidad con lo establecido en el párrafo tercero del artículo 65 del Código Penal. 
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Contra la resolución que ordena la conmutación de la pena de multa, procede el recurso de 
apelación. 
 
Artículo 49. Trabajo en beneficio de la comunidad 
Radicado el expediente en el Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se ordenará 
inmediatamente la presentación personal del sancionado con la finalidad de advertirle de sus 
obligaciones, informándole de la entidad beneficiada y el encargado de controlar su trabajo, 
previniéndole presentarse ante éste, dentro del plazo de tres días. Vencido ese plazo, se requerirá 
al encargado de dar seguimiento a la prestación, se sirva informar periódicamente sobre el 
cumplimiento de la misma. 
 
En caso de tres ausencias de la persona condenada, se citará a éste y a las partes a audiencia 
oral y de no justificarse las mismas, se procederá a ordenar la privación de libertad de conformidad 
con el artículo 62 del Código Penal. Contra la resolución procede el recurso de apelación.  
 
Artículo 50. Medidas de seguridad 
El Juez de Ejecución de la Pena y de Vigilancia Penitenciaria, será la autoridad competente para 
dar seguimiento y control a la aplicación de medidas de seguridad. Semestralmente se requerirá a 
las autoridades encargadas de la atención del condenado, la remisión de un informe sobre el 
cumplimiento de la medida de seguridad y la necesidad o no de mantener la misma. Dicho informe 
será puesto en conocimiento de las partes por el plazo de tres días para que se pronuncien y 
ofrezcan prueba. Convocándose audiencia a las partes si fuere necesaria la evacuación de 
pruebas y se resolverá el asunto dentro del plazo de cinco días, pronunciándose el juez sobre 
mantener, modificar la medida de seguridad por una más favorable o cesar la misma cuando haya 
desaparecido la peligrosidad del sujeto, conforme los estudios periciales. 
Capitulo VII 
Del procedimiento y tramitación en la fase de vigilancia post penitenciaria y cumplimiento 
de penas privativas de otros derechos 
 
Artículo 51. Disposición única 
Corresponde al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria el seguimiento y control de las penas 
no privativas de libertad y privativas de otros derechos. 
 
Dicho control se hará mediante la apertura de un expediente que contendrá todas las diligencias 
relativas a la fase post penitenciaria. Y mediante las visitas que realice al lugar del cumplimiento de 
las penas el equipo auxiliar del Juzgado, designado para tal efecto. 
 
Resolver conforme lo previsto para el incidente de ejecución, las peticiones o quejas que formulen 
las personas sujetas a la prestación de trabajo en beneficio de la comunidad, en cuanto existan 
supuestas violaciones por las autoridades civiles a cargo de estos. 
 
De oficio o a petición de parte, revocar, revisar, mantener, modificar las condiciones del 
cumplimiento de penas no privativa de libertad cuando la persona sujeta al cumplimiento de 
deberes incurra en la violación de las obligaciones establecidas o cuando durante el período de 
prueba cometiere un nuevo delito y obtuviere condena firme.  
 
La competencia estará fijada por la presente Ley y demás disposiciones contenidas en el Código 
Penal, Código Procesal Penal y Ley de Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena. 
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Capitulo VIII 
Condiciones básicas de salud en la ejecución de la pena 
 
Artículo 52. Derecho a la salud 
Toda persona privada de libertad tiene derecho a la salud. El Estado garantizará la oportuna 
asistencia a la salud integral; los estudios diagnósticos, tratamientos y medicamentos, le serán 
suministrados por el Ministerio de Salud, la atención a la población penal se realizará mediante los 
programas asistenciales, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de la República de 
Nicaragua. Sin perjuicio del derecho de la persona condenada de ser asistido por un medico de su 
confianza, previa autorización y supervisión de la autoridad competente y de procurarse los 
medicamentos que sean indispensables para su tratamiento.  
 
Artículo 53. Revisión médico forense de la persona condenada cuando ingrese o reingrese  
Al ingreso o reingreso de la persona condenada a un centro penitenciario, deberá ser examinada 
por un profesional del sistema médico forense en las primeras veinticuatro horas, quien dejará 
constancia en el expediente clínico de su estado de salud. 
 
De encontrar signos de lesiones corporales producto de malos tratos y/o alteraciones sicológicas 
secundarias a síndromes etílicos o de ingesta de drogas, estupefacientes o cualquier otra 
sustancia susceptible de producir dependencia física o psíquica u otras afectaciones, las hará del 
conocimiento inmediato al director del centro penitenciario, quien a su vez informará a la autoridad 
judicial competente y a otras instancias según el caso.  
 
Artículo 54. Historia clínica  
La historia clínica en la que quedará registrado el estado de salud y la asistencia médica de la 
persona condenada, complementará la información del estudio que realice el equipo 
interdisciplinario, para caracterizar, individualizar y orientar el tratamiento de rehabilitación 
penitenciario adecuado. 
 
Artículo 55. De la asistencia médica primaria 
En cada centro penitenciario se dispondrá de un servicio de asistencia médica del Ministerio de 
Salud, encargado de brindar a las personas condenadas, atención de salud básica, de urgencia, en 
medicina general y odontológica. Así mismo desarrollará los programas de atención, promoción de 
salud y prevención de enfermedades en la población penitenciaria. 
 
Artículo 56. De la clínica médica 
Todo centro penitenciario dispondrá de una sala de observación para los cuidados médicos de las 
personas condenadas que por su estado de salud lo requieran y previa indicación del facultativo, la 
administración penitenciaria establecerá un programa especial de visitas de sus familiares hasta 
tres veces a la semana durante el período que permanezca en esta sala e informará al juez 
competente.  
 
Artículo 57. Programas de asistencia médica especializada  
Todo centro penitenciario en coordinación con el Ministerio de Salud ofrecerá los programas de 
asistencia médica primaria y especializada para el control del tratamiento y evolución clínica de las 
personas condenadas con enfermedades agudas y crónicas dispensarizadas. De igual manera 
garantizará el acceso a programas de rehabilitación cuando la persona condenada presente 
enfermedades vinculadas al consumo y dependencia de alcohol y/o drogas de abuso u otros 
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estupefacientes.  
 
Artículo 58. Del traslado hospitalario  
La persona condenada cuando lo requiera deberá ser trasladada a una unidad de salud 
hospitalaria especializada del Ministerio de Salud, donde deberá ser atendida con prioridad, en 
caso de emergencia médica o quirúrgica que no pueda ser tratada adecuadamente en los 
establecimientos médicos penitenciarios. El médico penitenciario hará del conocimiento inmediato 
al director del centro penitenciario, quien tomara las medidas urgentes del caso y a su vez 
informará a la autoridad judicial competente y a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos. 
 
La persona condenada que sufra de alguna enfermedad que no pueda ser manejada 
adecuadamente en los establecimientos médicos penitenciarios, que ponga en grave riesgo su 
salud o su vida, el Juez de Ejecución y vigilancia Penitenciaria actuará conforme lo establecido en 
el Código Procesal Penal. 
 
Si la enfermedad sucediera en el período en que no esté firme la condena, el competente para 
resolver lo que corresponda sobre la medida cautelar, es el Juez que conoce de la causa en el 
caso de no hacerlo esta autoridad, el director del penal informara al Juez de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria para que este ordene las medidas de atención medica, debiendo enviar un informe al 
Juez de la causa.  
 
Tratándose de persona condenada que por su estado de salud no pueda ser atendida clínicamente 
en el Sistema Penitenciario, el Juez procederá vía incidente ordenar su hospitalización inmediata 
por motivo de salud y bajo las condiciones que determine, con el debido control y vigilancia de la 
autoridad penitenciaria. Una vez que cese su condición de salud, ingresará nuevamente al Sistema 
Penitenciario.  
 
Artículo 59. De la atención en centro médico privado  
Si la persona condenada se enferma y solicitare ser atendido en un centro médico asistencial 
privado, previa autorización de la autoridad judicial, deberá asumir los gastos que esto incurra. La 
administración del centro penitenciario notificará al juez competente para su debida autorización. 
 
Artículo 60. De la atención psiquiátrica y psicológica 
Si durante el cumplimiento de la pena a la persona condenada, le sobreviniere una enfermedad 
psiquiátrica o un trastorno psicológico, una vez certificado el diagnóstico por el facultativo 
especialista, deberá ser incorporado al programa de salud mental, ubicándosele en un área 
adecuada dentro del sistema penitenciario para su debido tratamiento. 
 
Artículo 61. Traslado a un centro especializado del Ministerio de Salud 
Cuando la persona condenada requiera tratamiento médico psiquiátrico por agudización de la 
enfermedad, que implique perturbación de la conciencia, pérdida de la autonomía psíquica, en 
tanto la institución penitenciaria no disponga de sus propios centros asistenciales, se trasladará a 
un centro especializado del Ministerio de Salud.  
La administración penitenciaria informará de inmediato al Juez competente para que proceda 
conforme lo dispuesto en la normativa penal vigente, además informará a la Procuraduría para la 
Defensa de los Derechos Humanos. 
 
Artículo 62. De la atención a enfermedades crónicas y/o terminales 
Si durante el cumplimiento de la pena privativa de libertad, la persona condenada presentare 
limitaciones funcionales de órgano y sistemas, con menoscabo psíquico o incapacidades físicas a 
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consecuencia de la evolución o por complicaciones de enfermedades cancerosas e infecciosas en 
etapas terminales que lo limiten para realizar sus actividades habituales, la administración 
penitenciaria informará al Juez competente al momento de su conocimiento para que proceda de 
acuerdo a la normativa penal vigente. 
 
Artículo 63. Informe a la autoridad judicial sobre las personas privadas de libertad con 
enfermedades crónicas  
Las autoridades del centro penitenciario deberán mantener informado permanentemente al Juez de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de las personas condenadas con enfermedades crónicas de 
naturaleza infecciosa y no infecciosa, asimismo de las que presentaren enfermedades vinculadas a 
las adicciones con dependencia alcohólica o abuso de drogas. Se deberá informar si las personas 
afectadas reciben tratamiento conforme los programas de salud establecidos.  
 
Artículo 64. De las privadas de libertad en estado de embarazo  
Cuando la persona privada de libertad ingrese al centro penitenciario en estado de embarazo, en 
cualquier periodo de gestación o conciba el embarazo en la fase de cumplimiento de la pena, los 
servicios médicos penitenciarios deberán incorporarla al programa de control prenatal que ofrece el 
Ministerio de Salud. La administración penitenciaria informará al Juez competente para que 
proceda de acuerdo a la normativa penal vigente. 
 
Si durante el embarazo la persona condenada presentare enfermedad o una complicación propia 
que ponga en riesgo su vida y la del producto de la concepción, deberá ser trasladada a un centro 
hospitalario especializado del Ministerio de Salud. Actuará igualmente la autoridad judicial 
competente en correspondencia con la normativa penal vigente. 
 
Artículo 65. De las personas privadas de libertad con incapacidad valetudinarias 
La persona privada de libertad independiente de su edad cronológica, presentare cuadros de 
incapacidad funcional física ó psíquica y que las mismas le causen limitaciones de manera 
permanente para realizar sus actividades habituales y laborales dentro del régimen penitenciario o 
valerse por si mismo; certificada esta condición por el Instituto de Medicina Legal, la administración 
penitenciaria remitirá el informe al Juez competente para que este de oficio tramite el incidente de 
libertad. 
 
Artículo 66. Resistencia a los alimentos y al tratamiento médico 
Si la persona privada de libertad se negare a ingerir alimentos, se intensificarán los cuidados y 
controles médicos por lo menos dos veces al día. Se informará de inmediato al Juez competente y 
a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, sobre el grave riesgo a fin de que se 
realicen las acciones pertinentes. 
 
Si la persona condenada en su calidad de enfermo se negare a recibir la asistencia médica, 
tratamientos o cuidados necesarios, se informará de inmediato al Juez competente para que 
ordene lo que tenga a bien y a las autoridades pertinentes según el caso. 
 
Artículo 67. Recepción y ocupación 
Cuando la persona privada de libertad ingrese o reingrese al centro penitenciario con 
medicamentos en su poder o los reciba del exterior, serán recibidos para ser evaluados por el 
personal médico del centro, quien dictaminará la pertinencia de su uso, en caso contrario informará 
inmediatamente al director del centro penitenciario, para que se proceda a su ocupación. 
 
Artículo 68. Convalecencia 
Cuando la persona privada de libertad se encuentre en estado de convalecencia, a consecuencia 
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de tratamientos médico quirúrgico o procedimientos diagnósticos realizados en centros 
hospitalarios públicos o privados, el centro penitenciario dispondrá de locales, recursos técnicos, 
personal médico y enfermería adecuados para garantizar su rehabilitación. Debiendo la 
administración penitenciaria informar al Juez competente.  
 
Artículo 69. De las condiciones medicas en las medidas disciplinarias  
Cuando se tomen medidas disciplinarias a las personas privadas de libertad, deberá considerarse 
sus condiciones físicas y psíquicas para que no vayan a ser agravadas con dicha medida. 
 
Artículo 70. Fallecimiento de privados de libertad 
Cuando la persona privada de libertad falleciere en el centro penitenciario, en el centro asistencial 
o en el traslado a éste; la administración penitenciaria informará a lo inmediato a la Procuraduría 
para la Defensa de los Derechos Humanos y al Juez competente, de igual manera se solicitará la 
intervención al médico forense para que se practique la autopsia médico legal. 
 
Cuando las circunstancias de muerte se asocien a hechos de violencia dentro o fuera del centro 
penitenciario o la muerte sobreviniera súbitamente la autopsia médico legal será ineludible. La 
administración penitenciaria informará inmediatamente a la policía nacional y juez competente. 
Capítulo IX 
Disposiciones finales y transitorias 
 
Artículo 71. Creación del Registro Nacional de Antecedentes Penales 
Se ordena la creación dentro del plazo de seis meses, a partir de la vigencia de la presente Ley, de 
un Registro Nacional de Antecedentes Penales, adscrito a la Corte Suprema de Justicia, 
encargado de recopilar, archivar y mantener actualizada la información de todas las sentencias 
condenatorias dictadas por los Juzgados y Tribunales de la República, registrando los 
antecedentes penales correspondientes. La Corte Suprema de Justicia deberá reglamentar el 
procedimiento para la cancelación automática de los antecedentes y el acceso a esta información. 
 
Artículo 72. Auxiliar judicial 
Para el seguimiento y control de beneficios y derechos, se asignará al menos una plaza de auxiliar 
judicial y asistente social en cada despacho. Tratándose de circunscripciones judiciales donde 
existan varios Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, podrán ubicarse en una oficina 
administrativa independiente, adscritos a las dependencias de Ejecución de la Pena. 
 
Artículo 73. Normativa aplicable 
Esta Ley tiene efecto retroactivo cuando favorezca al condenado, conforme la Constitución Política 
de la República de Nicaragua y leyes vigentes. 
 
Artículo 74. Reformas 
La presente Ley reforma parcialmente donde dice Sistema o Centro Penitenciario, por Juez de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, del artículo 116, numerales 1), 2) y 3) del Reglamento de la 
Ley Nº 473, Ley de Régimen Penitenciario y de Ejecución de Pena.  
 
Artículo 75. Derogaciones 
La presente Ley deroga el artículo 96, numeral 7 de la Ley de Régimen Penitenciario y de 
Ejecución de Pena y el artículo 115 del Reglamento de la Ley Nº 473, Ley de Régimen 
Penitenciario y de Ejecución de Pena. Para lo no previsto expresamente en esta Ley, regirá el 
Código Penal y el Código Procesal Penal. Esta Ley deroga toda disposición que se le oponga. 
 
Artículo 76. Vigencia 
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La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Diario Oficial. 
 
 
Dado en el salón de sesiones de la Asamblea Nacional, en la ciudad de Managua, a los 
______________ días del mes de _____________ del año dos mil diez. 
 
 
 
René Núñez Téllez Wilfredo Navarro Moreira 
Presidente Primer Secretario 
Asamblea Nacional Asamblea Nacional 
 
 
 
Asamblea Nacional de la República de Nicaragua 
Complejo Legislativo Carlos Núñez Téllez. 
Avenida Bolivar.  
Correo electrónico: psecreta1@asamblea.gob.ni 
Edificio Principal, 2do Piso. 
Teléfono Directo: 22768460. Ext.: 308 y 309. 
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